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Editorial de '% Comdrcio'' de Lima d^ 17 de AMl de 1891. 

Un diario del vecino puerto ha suscitado, en el 
articulo que ayer trascribimos, la cuestión de si el 
asesinato de un Jefe de Estado es ó no crimen co* 
mún; y esto con motivo de la prisión preventiva á 
que se halla sujeto el ciudadano ecuatoriano D. Ro- 
berto Andrade^ Sin entrar á discutir la cuestión de 
si hay 6 no lugar á la extradición en este caso, aun- 
que por el conocimiento que de él tenemos podamos 
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anticipar desde ahora que nuestra opinión sera en sen- 
tido negativo; cuando llegue el monento de darla, 
Consideramos un deber de alta moralidad pública 
desvanecer las ideas que sustenta aquel periódico é 
insinúa un repórter de Ei Jjiario Judicial 

Citaremos solamente hechos para ahorrar á núes, 
tros lectores el enojo de engolfarse en largas diser-' 
tacioñes sobre el derecho filosófico. 

En 1874 el oficial retira Jo Boza atacó al Presiden- 
ta Fardo disparando contra él varios tiros de revól* 
f er. Oaptúrádo el agresor, fué sometido á los tribu- 
nales ordinarios. El Conjcíez dé I."" Instancia Dr, D. 
Juan E. Miranda, tratando á Boza como delincuen- 
te político, le aplicó la pena de expatriación que las 
leyes determinaban para esa clase de criminales. La 
indignación pública con tal motivo fué universal, y 
la sentencia mereció una jusliá revocatoria de los' 
tribunales superiores, que enviaron á Boza á la Fe- 
áitenciaria. 

Más tarde él mismo D. Manuel Pardo, ocupando' 
él alto puesto de Presidente del Senado, cayd asesi- 
nado por el sargento Montoya. Kádie calificó á éste 
y á sus cómplices militares y civiles, que pretendie- 
ron aprovechar delcrímen para una sublevación, co- 
mo delincuentes políticos, y todos, según su gradía 
de criminalidad, sufrieron la condena de los reos co- 
munes. 

A estos antecedente^ se unen declairaoiones expre** 
sas del Congreso peruano sobre la calificación que 
hace del asesinato de un Jefe dé Estado, considerán- 
dolo en los efectos dé las relaciones internacionales.' 

La ley de 1888 que establece los principios á que' 
debe sujetarse el Gobierno en materia de extradición, 
consigna la ptohibioiórr de entregar á los delincuen 
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tes politioos; y nn año después se aprobó la Conven- 
oiÓQ celebrada con Bélgica, en cuyo artículo III se 
dice: aNo será reputado delito político, ni hecho co* 
nexo con semejante delito, el atentado contra la per* 
sona del Jefe de un Estado extranjero ó contra los 
miembros de su familia, cuando este atentado cons- 
tituya el hecho, sea de homicidio; sea de asesinato, 
sea envenamiento.]> Por donde se ye que el Congre- 
so peruano no acepta que el llamado tiranicidio sea 
excluido de la categoría de los crímenes comunes. 

Mirando ahora el asunto á la luz de los hechos que 
constituyen la tragedia, de la muerte de García Mo- 
reno en 187 5, no se percibe la razón de calificar ese 
asesinato como un delito político. 

El colombiano Bayo, autor principal, había sido 
empleado por el asesinado en la Gobernación de la 
pro?incia ecuatoriana de Oriente, y relevado de su 
puesto por desacuerdo con los misioneros, insistía 
por su reposición. El día del crimen hizo la última 
tentativa, y no obteniendo contestación favorable 
de García Moreno, descargó sobre éste los primeros 
golpes de machete, destrozándole la cabeza y el bra- 
zo y tray éndolo al suelo. 

Los cómplices de Bayo^ ocultos tras los pilares 
del portal de Palacio, hacían desde allí niego sobre 
el grupo formado por el asesino y la víctima, mien- 
tras el edecán que á ésta acompañaba corría dando 
voces de alarma al cuartel próximo. Yaciendo casi 
sin vida García Moreno en el suelo de la plaza á 
donde había caído desde lo alto del portal. Bayo hu- 
yó en dirección á la pila del centro. Allí faé alcan- 
zado por los soldados que salieron del cuartel y ulti- 
mado por uno de ellos. 

La persecución contra los demás comprometidos 
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se prdlo&KÓ dannte toda lá tarde; pero ni en ella, 
ni en los días post^ores, se jjrodajo ningdn movi- 
miento político. Las institaoiones mantenidas por 
García Moreno con mano de hierro, se mantuvieron 
todavía hasta la revolución del General Yeintemilla. 

¿ Hay en el hecho aislado de la muerte del Presi- 
dente del Ecuador, datos para que el criterio huma- 
no pueda discernir con acierto sobre los móviles que 
tuhieran Bayo y sns cómplices? 

Conviene, pues, descartar la consideración del cri- 
men político. Los diarios que la sustentan contra- 
dicen, tal vez, sus antecedentes dé liberalismo, que 
bien entendido consiste en adoptar la misma regla 
para todos los casos y rechazar el asesi^tiato justifi- 
cado y resuelto por la conciencia individual. 

Gomo dijimos al principio, la defensa de TJ^ Rober- 
to Andrade puede estar en otro orden de fundamen* 
tos y seremos los primeros en concurrir á ella, pndd 
la acción de la justicia humana tiene establecido su 
límite en el tiempo, que es la pbe6Gripci(5n, la cual 
se hace grato invocar cuando el hombre vuelve de 
sus errores y reconoce que no tiene la infalibilidad 
necesaria para decidir de la muerte de uno de sus se« 
me jantes. 



Dé "La Opinión Nacional'' de Lima del 16 de ÁML de 1891. 

Hace diez y seis afios que un advenedizo, Fausti- 
no Bayo, por motivos de venganza personal, dio 
muerte al iluatre ecnatoriano Don Gabriel Qñxtía 



MorenOi Jefe i \% sasón del Poder Ejecutivo ; y has- 
ta ahora la onlta sociedad quiteña, así como la gran 
mayoría de la dación ecuatoriana, evocan con dolor 
la desaparición de aquel gran repúblico, asednado 
alevosamente por el puñal de un aventurero. 

Los otros actores del crimen se iimitaron, en los 
primeros momentolSy á presenciar la lucha que se 
empefid entre el victimario y la víctima. 

Llegó á tal extremo el pavor que sintieron al ver 
la entereza de ánimo de García Morene, que sólo 
dispararon sobre él cuando se cercioraron que el 
machete de Bayo había casi consumado la obra. 

Entonces se ensañaron en el moribundo; pero con 
tan adversa fortuna y tan mala puntería que uno de 
los proyectiles hirió á Bayo en una pierna. 

Esta es, en pocas palabras, la verídica narración 
de aquel luctuoso acontecimiento. 

Desde entonces no se han atrevido los asesinos 
de García Moreno á regresar al Ecuador* 

La propaganda demagógica no ha conseguido cam- 
biar el criterio de la mayoría de los ecuatorianos y 
á despecho de unos cuantos obsecados, García Mo- 
reno ha sidO; es y será considerado por sus compa- 
triotas como uno de los mejores mandatarios que ha 
tenido el Ecuador, 

En el^ largo tiempo trascurrido desde su muerte 
se han sucedido muchos gobiernos liberales, en los 
qne ejercían desisiva influencia antiguos é impla* 
j cables enemigos de aquel á quien sus victimarios ca- 

lifican de tirano, y nunca se atrevieron á abrir las 
puertas de la patria á los que declaró la justicia ase- 
sinos del Jefe del Estado. 

Muy poco escrupulosos en respetar la Oonstitu* 
ción y las leyes, esos Gobierno» liberales en el nom- 



bre no osaron jamás coactar las manifestaciones de 
condolencia que anualmente se verifican en la capi- 
tal del Ecuador, en el aniversario de la muerte de 
García Moreno, ' 

i£l mismo Yeiatemilla no pretendió contrariar, 
durante su largyf administración, esos expontáneos 
sentimientos de las altas clases y de las grandes 
masas populares; y aunque al fin se convirtió en 
enemigo de García Moreno, no consideró nunQa á 
los asesinos de aquél dignos de la apoteosis de la 
historia, ni se atrevió á sustraerlos á la acción de 
la ley. 

Esta manera de pensar es hoy uniforme en la Re- 
pública del Ecuador, porque se han apagado los 
odios que despertó el austero gobernante, al realizar 
con su voluntad incontrastable el plan político que 
se había trazado para regenerar moral y material- 
mente á su país, destrozado entonces por la anar- 
quía, 

Su severidad, que á las veces llegó á tocar en 
ciertos limites de la exageración ; la lacrimosa voa 
de intereses personalisimos heridos de muerte por 
su mano justiciera ; los logreros políticos que al ver- 
se despedidos del banquete lanzaban en su despecho 
todo género de calumnias; sus émulos, en fin, siem- 
pre impotentes pora contrarrestar al coloso en fran- 
ca lucha, pero eximios y poderosos en la guerra co- 
barde del pasquín impreso con tipos extranjeros ; 
todos aquellos elementos de odio han desaparecido 
con el trascurso del tiempo ; y propios y extraños 
reconocen hoy los grandes beneficios que ha dejado 
en su patria el ilustre García Moreno, y las notables 
y excepcionales cualidades con que lo favoreció la 
Providencia. 
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Después de la general conmoción que derribó al 
Gbbiemo del General Veintemilla^ cuando unidos to- 
dos los partidos para derrocar, rayó la aurora de la 
paz. ¿De quién fué el triunfo de las ánforas ? 

Pues de los que formaron en las filas del gran 
estadista, de los que secundaron sus hábitos de hon- 
radez administrativa, contribuyendo al progreso del 
país dentro de la amplia esfera del orden; de los que 
como él practican los verdaderos principios republi- 
canos, sin peligrosas exageraciones, ni cobardes 
aposta&ías en la hora de la prueba. 

El tiempo es el oastigo implacable de los tiranos; 
es el instrumento de la justicia divina ; el crisol en 
que se depuran las acciones humanas^ y en cuyo 
límpido fondj, se distingue, hasta el secreto móvil 
de la conciencia ; paes, bien, el tiempo engrandece á 
la víctima de una demagogia diminuta y envilecida; 
y'por fortuna, aunque ha desaparecido García Mo- 
reno^ su obra se perpetúa, y el Ecuador, á la som- 
bra de la paz^ desarrolla los elementos de su rique- 
za. Si, esa nación tiene la honra de ser hoy gober- 
nada por un distinguido publicista, cuyo solo nom- 
bre es prenda de seguridad para el capital europeo, 
que llega á ese país, de los grandes centros comer- 
ciales del viejo mando, 

Y es en estos momentos en que todos los parti- 
dos serios del Ecuador rinden culto á la memoria 
del ilustre mandatario, alevosamente asesinado, que 
uno de sus victimarios se ha atrevido i declarar, aún 
faltando á la verdad absoluta de los hechos, nada 
menos que en una carta dirigida hoy al Oran Maes* 
tre de la Masonería peruana, y que ha sido publica- 
da en la «Bevista Masónica», fqtte contribuyó á derri- 
bar á Oarda Moreno^ dándole un balazo m la frente. 



Loa dioses ciegan á IO0 que quieren perder; 6 en 
otros términos: el orimen arrastra. 

Y nótese que esta doclaraoión ha sido motivada 
por nna carta que dirigió á Roberto Andrade el ae-> 
tual Gran Maestre de la Masonería peruana, quien 
oon razón sobrada se afana en hacer ver que la ins- 
titución á que pertenece fué completamente extra- 
ña á un^asunto tan tenebroso. Esta protesta revela 
que la Masonería reprueba el asesinato, como que 
constituye un crimen contrario á los sentimientos 
de toda institución honrada. 

Ante el cínico descaro» pues, de uno de los asesi- 
nos, ante la propaganda dísociadora que ha empren- 
dido por medio del folleto y del periódico; la policía 
internacional tenía que hacerse sentir por deber é 
interés propio, 

No podemos entregar la vida de nuestros gober- 
nantes á la cuchilla de un demagogo cualquierdi, 
porque su cerebro desequilibrado lo empuje al crimen. 

En estos países, sobre todo, los hombres honra- 
dos se horrorizan ante el llamado asesinato político; 
y ningún gobernante serio puede dejar impune al 
que hace alarde y propaganda de un hecho seme- 
jante. 

Por fortuna los principios salvan á las sociedades 
y en la presente emergencia, el de la extradición 
que es de solidaridad, de recíproca seguridad de los 
gobiernos y de los pueblos contra la ubicuidad del 
mal, según la bella frase de un estadista de la Fran- 
cia, ha dejado sentir su saludable influencia, 

Roberto Andrade declara que vive todavía, pero 
peregrinando, sin saber cómo n¿ hasta cuándo. | Y 
sin embargo derribó al tirano de sni patria !— ¡ Úni- 
co ejemplo en la historia de las naciones 1 
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Gl Eonador bendice la memoria de ese tirano, y 
cierra las puertas de i a patria por espacio de diez y 
seis años á ano de los que le derribaron hundiéndole 
una bala en la frente. 

¿A qué criterio debemos atenemos? 

¿Al del asesino que trata de cohonestar su crimen, 
6 al juicio de todo un pueblo? 

Para Booth, Lincoln fué un tirano, como lo fué 
Pardo para Montoya; de manera que la yida de un 
gobernante está á merced de la apreciación indivi- 
dual, y el asesino debe quedar impune con tal de 
que asegure que tuvo en mientes, al perpetrar el 
crimen, un fin político. 

El Gobierno ecuatoriano no ha podido permane- 
cer impasible sin faltar á su deber, ante la ostenta* 
ción y la propaganda disociadora de esté reo convic- 
to y confeso ; y en defensa de la estabilidad de las 
instituciones y de la estrecha solidaridad qne debe 
existir entre los gobiernos americanos, ha pedido — 
según parece— la detenoidn provisional del delin- 
cuente, la que le ha sido otorgada por el ilustrado 
gobierno peruano. 

Mientras .tanto los que verdaderamente profesa- 
mos principios liberales, no podemos menos que 
aplaudir la conformidad de ideas que manifiestan 
los gobiernos del Perú y del Ecuador lo omitiendo 
esfuerzo alguno para consultar el respeto á la ley ce- 
rrando el paso á la criminalidad y estableciendo con 
tan benéfico propósito una severa policía interna- 
cional. 
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(Bditprial dd ''La Opimén Nacioaal" de Llxaa, ddl 18 de Abril 

de 1891.) 

TJzi incidente diplomático ha Tenido á evocar re^* 
cuerdos dolorosos, de aquellos que avergüenzan y 
deshonran á la democracia americana. Ch'eyénciOfie 
que el olvido cancela las responsabilidades contrai* 
das ante Dios y los hombres t por el crimen triun* 
fante ó impane, acaba de exhibirse ante nosotros, 
quizá si calumniándose á sí mismo, un caballero 
ecuatoriano, reivindicando el tristísimo honor de ha- 
ber estado entre los asesinos de García Moreno y aúo 
ser él quien con la bala postrera de su revólver con- 
sumó la muerte de aquel ilustre personaje, uno de 
los más eminentes de la generación contemporánea. 

£S1 odio de partido, avivado por los eictravíos de 
la demagogia homicida y por las falsas ideas de mo- 
ral política, que por desgracia perturban el cerebro 
y emponzoñan el corazón de una parte de la juven- 
tud de nuestras repúblicas, ha buscado ana víctima 
más, y encontrádola en el señor Boberto Andrade, 
hasta sugerirle la abominable aberración de que se 
atribuya el papel principal en la tragedia de Qaíto, 
cuando se sabe que el plomo de su ensañamiento 
sólo atravesó el cráneo del cadáver, tendido ya é 
inerme bajo el alevoso machete del colombiano Faus- 
tino Bayo. 

Pero sí ese delirio de pretenciosa notoriedad á lo 
BrdstratOi no pasará á la historia como un estigmai 
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porgue hasta allí no van las imposturas do la yani- 
dad exaltada, en cambio han revelado que teníamos 
en nuestro eeno, por no caber en él de su patria, á 
uno de los conjurados que la privaron de su más 
egregio estadista y á nuestro continente de la figura 
que más alta se destacaba en esa ¿poca. 

Alláy en los tiempos del fanatismo ciego, podían 
explicarse los merecimientos ganados con el puñal 
ó el arcabuz; en los nuestros, nó. La civilización ha 
abierto certamen á los principios) á las opiniones, á 
los deseos de todos y de cada uno, para evitar, pre-> 
cisaménte/aquellos horrores y poderlos anatemati- 
zar y castigar como atentados de lesa humanidad. 

Desde el pretendido salvador de la libertad de Bo* 
ma, que tuvo que hundirse en el pecho su propia 
espada, más que por la derrota de sus legiones, por 
el remordimiento de su culpa, hasta los que han pro- 
fanado con igual delito nuestra tierra amerioana pre- 
destinada á todas las victorias del progreso político, 
no conocemos, sino es en las cuevas de los bandidoS; 
quienes quieran arrancar títulos de aplauso, presen- 
tando hojas de servicios manchadas con sangre hu- 
mana. Hay en quienes si prescinden de la vindicta 
pública, ó desdeñan e) fallo de las conciencias hon- 
radas, un atavismo digno de compasión, pero no por 
eso menos peligroso, para una sociedad como la 
nuestra, tan agitada por las inadversiones anárqui- 
cas. Sea como fuere, la propaganda de tales doctri« 
ñas, y todavía exornadas con la jactancia, ha sido, 
por lo menos, una imprudencia vituperable y un 
pago ingrato á li fraternal hospitalidad que se ofre- 
ciera en la hora amarga del destierro. 

Muchos años han trascurrido desde aquel infaus- 
to suceso^ más infausto para los actores que sobre-» 
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viven, que para quien tiene en la tumba su apoteca- 
sis justificativa y en su favor ya la sentencia absolu- 
toria de la prosperidad en general, y de sug conciu- 
dadanos en particular; pero quien se presenta, ras- 
gando el velo del secreto, convicto y confeso de su 
participación, ¿ de qaé se queja, si él mismo ha atraí- 
do sobre sí el falmineo rayo de la justicia? 

Ah! Si el miserable que descargó su rifle contra 
Manuel Fardo tuviera cómplices y ellos se denun- 
ciaran, cuánto y hasta dónde no los perseguiría- 
mos! 

Dejemos á nuestra Oancilleria y á los Tribunales 
que resuelvan con toda independencia el caso de la 
extradición, inclinándonos á la denegatoria, aunque 
sólo sea porque en un hogar peruano se yerterían 
las lágrimas de la ausencia, pero si deploramos, y 
con honda pena, que de las prensas nacionales haya 
salido un folleto tan denigrante para su autor como 
agresivo para el intachable mandatario que hoy go- 
bierna la nación vecina. 

No nos damos cuenta del daño que nos hacemos, 
dejando á sus desatentadas espansiones los desaho- 
gos de la pasión partidarista: endiosamos á unos y 
abatimos á otros. Generalmente no hay razón ni pa- 
ra aquello ni para esto, y quienes nos contemplan, 
en ese doble y lamentable empeño, nos toman por 
insensatos, incapaces del criterio que requiere la au- 
gusta misión reservada á la América, para servir de 
modelo á la emancípacióu del mundo monárquico. 
Tenemos un ejemplo en el tema de este artículo. 
Después de cruentas luchas y de intermitencias 
despóticas, el Ecuador entró en su era de paz. Cer- 
rado aquel paréntesis con Caamaño, preparó éste el 
terreno para el advenimiento de una personalidad 
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suficientemente prestigiosa por si, y en concepto de 
sus compatriotas, para ceñir la banda suprema, ese 
pedazo de la túoica de Hércules, que tan noblemen- 
te asusta á los que comprenden el inmenso peso que 
pone sobre los hombros de quien la acepta. Y faé 
ofrecida y dos veces rechazada por el doctor Anto- 
nio Flores. 

¿Bra acaso un caudillo de imposición revolacio- 
naria? 

m. 

¿Uñ intrigante, ambicioso de poder? 

Tampoco. 

Una energía de mano de fierro ó una dnctilidad 
de acomodos imposibles? 

Ni lo uno ni lo otro. 

Servía á su país en Europa, y de allí?— glorioso 
homenaje — se le llamó al solio presidencial. No pu- 
do negarse á la reiterada instancia y lo ocupó. Oree- 
mos que el pueblo cuyos destinos rige, no tiene por 
qué arrepentirse de su elección. 

Tampoco es un desconocido para nosotros : una 
cátedra en el convictorio de San Garlos, cuando des- 
collaba su afamado cuerpo docente, lo hizo el maes- 
tro de mochos que hoy lo recuerdan. Hasta noso- 
tros llegó su excelente libro sobre Historia. 

Y;.sín embargo, vá hacia él el dardo de la ofen- 
sa, 710 buscando solamente al magistrado público, 
sino á la entidad priva la, revistándose su genealo- 
gía, los libros de su fortuna y hasta sus prodaccio- 
nes literarias, como para qne caiga del pedestal en 
que los imparciales contemplan su talento, su cien- 
cia, su probidad y sus dotes de mando. 

Hé ahí por qué nos rebelamos contra éste ataque 
y borramos las fronteras, ó prescindiendo de ellas 
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lo combatimos, para aue, de las eontíendas intimas, 
salga al menos ileso el valer de los hombres públi- 
oos> sea cual fuere la zona geográfica que ocupen en 
nuestra comunidad continental* 

Grato deber que cumplimos en éstas líneas^ aun- 
que nos ha sido muy sensible asociar la defensa 4 
rememoraciones que quisiéramos borrar para siem-' 
pre de los anales americanos. 



(De la < Opinión Nadonal » de Lima.) 

Uno de los diarios del vecino puerto^ cuyo nombre 
lleva quizá con el petulante propósito de creerse ei 
vocero de la opinión de la localidad, tartamudea una 
pobrísima defensa de uno de los asesinos del ex- 
Presidente constitucional de la Bepública del Ecua- 
dor^^Don Gabriel García Moreno —si nos atenemos 
á lo que dice la historia, ^y el único que, según pro- 
pia declaración del reo^ did muerte á aquel austero 
y probo mandatario de esa nación hermana. 

El diario aludido se declara en contra del derecho 
que asiste á este Gobierno para conceder la extradi^ 
ción del criminal^ ya capturado por orden de la Can- 
cillería peruana; y al hacerlo, revela que no siente 
firme el terreno en que se ha colocado, y exprime 
el anémico magín para llenar una columna abundan- 
te de voeeS; pero desprovistas de concepto84 
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Dá pena que los diarios qm ilarde»& da atrios 
se conyiertan por canmiseración mal antendida, por 
afinidades de partido, por móviles de un funesto 
sentimentalismo, en una palabra, en oficio de legu* 
leyos de ancha manga.para quienes los artionlos del 
Oódigo scm cuerpos elástioos, tan buenos hoy para el 
ataque como mañana para la defensa. 

No: más elerada es la misión de la prensa; más 
inflexible el deber del diarista, cuja palabra es el 
desayuno intelectual de millares de hombres, de los 
que puede decirse que la mayoría no tine por ígno* 
rancia juicio propio para distinguir la verdad del 
error, aunque éste sea propinado en pildoras azuca* 
radas. 

Si en algunas ocasiones puede tanto la conmise- 
ración en el ánimo del diarista, cállese, pero no en* 
camine por mala senda la opinión de sus lectores. 
En este caso, felizmente, el defensor no ha podido 
ó no ha querido lucir su talento en el alegato edito- 
rial que impugnamos, rindiendo homenaje á la jus< 
ticia. 

Ya lo hemos dicho, busca como llenar únicaman* 
te la columna con palabras, con frivolos sofismas^ 
para concluir la tarea ofrecida; y salir, como quien 
se quema, del . compromiso amistoso. 

Üemíenza invocando el nombre respetable y cono- 
eido de una eminencia en la ciencia del derecho, y 
esto para causar efecto, porque después de leer lo que 
sigue, toda persona entendida, nota que la ^ cita no 
viene al caso, y que el asunto en que se ocupa no ha 
menestw para ser resuelto de que existan ó no tra- 
tados de extradición. 

En efecto, ¿ qué mAjot fundamento se requiere 
para conceder to extradición <en este caso, que la ro'» 



ciprocídad ejecutoriada prácticamente^ y el criterio 
honrado de los gobiercos? 

Si quedara establecida la pernicioso doctrina de 
que los asesinos de Jefes de Estado son delincuentes 
políticos, para los que no hay castigo si saWaa las 
fronteras del país donde realizaron el crimen, y que 
— lo que es más grave todavía — puedan impunemen- 
te en la nación del asilo, entregarse con tenaz en- 
cono á la pTonaganda del llamado asesinato político. 

¿No cree el diario aludido que á la vuelta de poco 
tiempo, estos países americanos, de continuo agita- 
dos por los odios de bandería desaparecerían en la- 
gos de sangre, bajo la afrentosa tiranía de los Ba« 
vaillac? 

Con deliberado propósito se. ha colocado el asesi- 
no en la penosa situacidn que hoy lamentan sus po- 
cos correligionarios políticos. Si hubiera permane- 
cido en silencio^ bascando por medios lícitos y más 
hidalgos el derrumbamiento del sistema político que 
predomina en su país hace casi medio siglo, en vez 
de hacer propaganda disociadora y enalteciendo el 
puñal de la salud, el gobierno actual del Perú no lo 
hubiera capturado, quizá si también^ por espíritu 
de propia conservación, como lo ha hecho, y do exis 
tíera tampoco, para mengua de estas Bepúblicas, un 
nuevo libro que como el que acaba de dar á luz, re- 
dunda en descrédito y vergüenza del noble pueblo 
en que naciera. 

Ese libro — impropiamente titulado Estudios His- 
tóricos—no es sino un desahogo de odios que el tiem- 
po no ha podido mitigar siquiera en el alma de su 
autor, apesar de que hundiera en la tumba al que en 
él aparece escarnecido y calumniado, y el historiador 
imparcial del porvenir jamás prdrá considerarlo co« 
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LA EXTBADIOION DE ROBERTO ANDRADD 
S» "La Opioidn Nadonsl" MayQ ]fi de U91< 



^no de los órganos más oircunspeetoii de U ptm- 
aa de Lima, dedicado á dilnoidar las altáy cuestiones 
da jnrispnideocia y á ofrecer á los litigantes di^riftf- 
«lente, todos los datos é informas que h^n menester 
para la mejor prosecnción dé sus juicios, ha d^do 
acogida, en secoíón preferente, á un mepiocial que 
el Circulo Literario de esta capital eleva ai Pod«r 
Ejecntiyo reclam»odo d6 asta suprema autoridad» 
contra la solicitud de extradici^ que se dice ha for- 
mulado el eefi9r Encargado de Negocios del Bouador^ 
en la persona del cuidadauo iecuatoriano E. Andradct 

8 
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;fiaiBta1^tá Afta* litibién^ tettido qué reprochar 
al^ ^'Diario Judicial,'* pero es el case que no sólo 
prohija aquella representación de un centro que pa* 
rece que ha dejado las tranquilas labores délas lelbras 
por los agitados debates de la política, enarbolando 
ya lá baíidera de un partido, sino qae descendiendo 
del alto puesto en que se había colocado para Ttdar 
por la magestad de las leyes y contribuir a su sete^ 
ro cumplimiento, asevera la redacción del ^'Diario 
Judicial," que la^ expresada solicitud vá á caer en el 
mundo científico como una verdadera sorpresa, por- 
que la buena doctrina nace precisamente de quienes 
se suponía m^s poseídos de ingenio que de ciencia 
jurídica* 

Si, es indudable que ese memorial vá á caer en el 
mundo científlco como una verdadera pero muy de- 
sagradable sorpresa, porque encierra la defensa de 
tin principio profundamente disociador que la juris- 
prudencia universal rechaza con indignación y que 
en vano -pretenden sostener con débiles argumentos, 
con apreciaciones erradas, con citas inexactas y he- 
chos enteramente falsos los que hacen alarde de re- 
currir, para el triunfo de la causa política á que per- 
tenecen, al puñal de la salud. 

Lasaña doctrina está muy lejos denegar la existen- 
cia de los delitos políticos y de incluir en la nómina 
de estos los qué con ellos se relacionan para ponerlos 
fu^rá del alcanoé déla extradición: precioso derecho 
reconocido por todas las naciones civilizadas. Máe, 
al dilucidar el caso presente, la discusión debe con- 
sistir en averiguar si el delito cometido por-Boberto 
Andráde, hiriendo de mueirte, según su propia de- 
claración, al Jefe Constitucional de un Esti^, en 
pl6nar paz, puedd reputarse como un delito püHtioo. 
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Bata dilaoidaoidn ha debido ser U base de Ia de- 
fensa de los amigos y correligionarios del reo; pero 
faJtos de pruebas ^ue aducir al respecto, hm Irisado 
sobre este punto importantísimo comosobra brasas; 
más no sin dejar de hacer tímida y emoubiertamente 
el elogio del asesinato politico; puesto que, según el 
Círculo, la muerte del Fresidente Chavea Moreno 
fléas^<^ d asesinato), no fué siso el resultado ló^co 
[el sistema de gobierno iñplantado y sostenido te- 
nazmaite por él en la nacidn que gobernaba. 

Esta aseyeración, como decimos, no sólo encierra 
un principio disociador, sino que estien pugna 
abierta con la historia del Ecuador y con los aconte- 
oimientos qae presenciamos desdQ :hace diez y seis 
afios. Desde la muerte de la ilustre victima de un 
puñado de fanáticos demagogos hasta la hora pre- 
sente, la nación ecuatoriana recuerda con lágrimas 
de gratitud y bendice la mei&oria del gran estadista 
yGabriel Garcia Moreno. Desde esa fecha inolvidable 
sus enemigos han intentado en vano derrocar el sis- 
tema política por il establecido y vencidos siempre 
en el campo eleccionario lo han sido también cuan- 
do han intentado, por medio de las armas, asaltar el 
poder supremo. 

Hace diéz y seis anos que las narraciones históri- 
cas del Bcuador, publicadas en inmenso número, 
sobre la muerte del Presidente García Moreno; y lo 
que es más respetable aún, y más digno de teoaerse 
en consideración por los extraños, el sentimiento 
nacional, han cerrado las puertas de la patria al reo 
prófugo, cuya defensa por el Oírculo, estima el '^Dia- 
rio Judicial,'^ como fuente admirable de sana doc^ 
trina en materias como estas tan graves y que tanto 
atañen á la existencia misma de estas sociedades de 
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continuo oítremeoídM y áméiiMaídas po« la anar-. 

Si ol machete de Rayo y la bala de Andrade qtt# 
blríó at Hrano^ hubieran sido el resultado lógico y 
fitfeal del sistema del Ghdbierno implaatfiído y eoste^ 
Aldo tenazmente por él en la naoidn que gobernaban 
no neeésítaría aquel de la cdnmiseráeión dé ios extra- 
fies: estaría en su país rodeado déla estima desús 
conciudadanos que ya le habrían elevado á los más 
altos puestos j le habrían conferido el título de Pa- 
dre y Salvador de la patria. 

¿ Oómo decir entonces que es Una verdad acepta* 
da por la eoncienoia universal que fué justa y nece- 
saria la muerte de García Moreno, ctiando los que 
más derecho tienen para juzgar sus actos dé gober- , 
nante realzan sus merecimientos, tratan de imitar 
sus altas virtudes cívicas y deploran hoy como ayer 
eu inesperada desapariSóí? ^ ^ ' 

¿Odmo es posible sostener que es un deKto políti* 
co, y ^ne por consiguiente no está sujeto & ln extrae 
dieióUy el cometido por Áuárade cuando no aparece 
relacionado con ningúu plan político ni fué consu* 
mado en el acto de una iaeñrrección ó guerra civil? 

¿Cómo es creíble que si hubiese sido el resultado 
fa^ del sistema de gobierno implantado y sosteni- 
do poir García Moreno--de la odiosa tiranía por él 
ejercida^que es lo que se q^ttiere signiñcar— >no hu- 
mera habido un levantamíentc popular, al despló^ 
marse herido de muerte, aquél supuesto enemigo^ de 
Dios y de la humanidad? 

Más recurramos á la historia imparcial. Pues 
bieú> ella nos dice que el pueblo de Quito se suble^ 
vó| pero sólo contra los asesinos— ^coutra los sedi- 
dente» M)vad<»eB de la pal^ia^haeti^el punt^de 



haber arnurtrado por lat oalleB el eadAver de Fausti^ 
no Bayo; eñ tanto que otra parte dél pueblo Heraba 
eú braaoey en medio de lágrimas el de dareia Mo- 
reno á ta Iglesia OatedraL-^¿Y Ift nacido? En todos 
los ámbitos del Ecuador se escueháróti protestas f 
voces de exceoración contra los mismos asesinos. 

Queda, pues, comprobado con )os bechos eicpttea« 
tosj qne el asesinato de Qarcia Moreno no fné nn 
delito político, y por lo tanto, hay Ingar á la extra^ 
dicídn de uno de los asadnos. 

Pero esta cuestión de suyo tan grave y que tauto 
interesa á la sana doctrina y, como ya hemos dichO| 
que se relaciona con la existencia misma de las so- 
ciedades, conviene estudiarla muy detenidamente y 
disipar la pMniciosa atmósfera que haya formado en 
espiritas ligeros las falsas teorias y los peligrosos so* 
fismas de la defensa del € Gírenlo Literarioi»^ cuyas 
tendencias demagógicas y demoledoras, han eneon- 
tradoun poderoso aliado en el «Diario Judicial». 

*^En el orden de las relaciones internacionales , el 
crimen común, por grave que sea, nó obstante de ser 
tal y de cualificársele, no siempre, (sostenemos noso« 
tros) pueck esóudoraé con la relación política, preci- 
samente porque la criminalidad de los actos poHti* 
eos punibles, no es uh asunto indiscutible, ni puede 
serlo tampoco el carácter de los bochos Intimamen- 
te ligados con esos actos. Ün apoyó de la tesis mora- 
Ilaadora que sostenemos^ acude á nuestra defensa la 
última I^ de extra<£eió)i del Reino de Italia, Att 
III Parte II; el articulo 2.'' dé la última ley sobre 
la materia, expedida por el Congreso del Perú* en 
1888, que deja al Gobierno en libertad de éidíflcar 
fA un delito tiene Ó no carácter político; y por último^ 
loe Aütéoeáentes de f a Gkucillerfa del Peíú que jiH 



más 9^ ha apartado de la sana dootrina qae es muy 
diferente de la qiue ensalza el «[Diario Judicial»., 

En ouanto á la últioaa ley de extradición del Rei« 
no de Italia en el artículo citado^ dispone que está 
sujeto á la extradición el homicidio volus^tario» 
cuando no sea cometido con un objoto político en el 
acto de una insurrección ó guerra ciyil. 

La ley peruana se limita á exceptuar los delitos 
políticos que sean tales 4 juicio del Gobierno. El 
legislador ha comprendido lo peligroso de entrar en 
una clasificaoiÓQ de esos delitos, y dejado á la hon- 
radez gubernativa, á la conciencia de los altos íun- 
donarlos qu^ velan por el orden social más allá de 
las fronteras de sup ropia tierra, resolver si el delito 
merece ó nó ejemplar castigo, ó si se debe absolver 
al criminal, cubriéndole con el manto do un propó- 
sito político* 

Tan sabia facultad concedida por los legisladores 
del 88 ai Golnerno del Perú, fué tal vez inspirada 
por un precedente de esta Oanoillería que arroja mu- 
cha luz sobre el delicado punto que motiva este ar- 
ticulo. 

Un joven ecuatoriano, Modesto Bivadeneyra, em- 

?)leado de la Tesorería de Hacienda de Guayaquil, 
ué encargado por el Jefe de esta oficina, de cobrar 
un cheque al Banco del Ecuador por la suma de sie- 
te mil seiscientos y pico de fuertes; y habiendo prac- 
ticado dicha operación, en vez de entregar el dinero 
en la oficina, como se le había prevenido, se qpedó 
con él y se puso en fuga con dirección ¿ esta ca-^ 
pital. 

Después de algún tiempo se publicó en Guaya- 
quil y apareció reproducida en los diarios de esta 
capital, una carta, » la que el General Eloy Alfarr 



ío, caudillo revolucionario, y que ala saaón se etiúon* 
traba en lima, decía á la sefiora madre de Rivade- 
neyra, que el hijo de esta le habia entregado hasta 
el últímo centavo para la causa liberal, carta que 
nunca fué contradicha por el referido general. 

Por entonces el Gobierno del Ecuador había ya 
solicitado la extradición de Bivadeneyra, enviando 
la copia del sumario con el respectivo auto de pri- 
sión expedido por los Tribunales de aquella Bepú- 
bliea, y el Gobierno Peruano, apartándose dé la sana 
doctrina del <cDiario Judiciah y del «Círculo litera- 
rio,» y sin tomar en consideración que ese delito es- 
tuviese relacionado oon un plan político, como se 
desprendía de la carta citada, decretó la exáradioión 
del reo, previo el dictamen del Fiscal de la Excma. 
Gorte Suprema. 

El Gobierno del Perú no considera que el crimen 
común por grave que sea, pueda siempre escudarse 
con la relación política j concederá siempre la ex- 
tradición cuando se trate de un Bivadeáeyra ó de un 
Andrade. 

Esta línea de conducta perfectamente ajustada á 
los sanos principios que r^;ulan la marcha de los 
pueblos, seguida hasta ahora por el Gobierno Perua- 
no, manifiesta que la cláusula citada en el Memorial; 
de la Convención celebrada con Bélgica el año de 
1889 ^coQ posterioridad á la extradición de Bivade- 
neyra, tiene un valor absoluto y es la expresión de 
la política adoptada constantemente por la Cancilie* 
ría del Perú y aplicable á todos los casos. 

Destraída así por su base la débil argumentación 
del Moral del «Circulo Literario,» esperamos que el 
«Diario Judicial, i> en guardado su prestigio, retire 
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LA EXTRADICIÓN DE ROBERTO ANI^BADE 

Se 'lia (^Eñnlini Kaoional,* ICayo 26 de 1891. 

n. 

DigimoB en nuestro articulo anterior que la Oan- 
eiltena Peruana ha seguido, por fortuna, una línea 
de eonduota diametralmehte opuesta á la que seña- 
la el «Círculo» en su famoso memorial que, no sabe* 
mps cómo, ha sido aplaudido ealarosamente por el 
^Diario Judicial,:» afirmando qae contiene Terdade« 
ros y sanos principios de jurisprudencia en el deli- 
eado asunto de la extradición. 

Y en apoyo de nuestro aserto citamos el prece- 
dente del joven ecuatoriano Modesto Bivadeneyra, 
cuya extradición ñié concedida por el Gobierno de 
esta Bq)ública, á pesar de qae se hallaba conexiO'» 
nado el delito por aquel cometido con la causa polí<- 
tica que acaudilla el General Eloy Alf aro. Los dine- 
ros que sustrajo Bivadéneyra, abusando de la con-- 
fianza depositada en él como empleado d/$ la Teso- 
rería de Hacienda de Guyaqnil^ fueron entregados 
ul señor Alfaroi s|n que faltara un sólc real, según 
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áeólaración auténtica del expresado General. Venioefy 
pues, qne no pudo hacer máB el joven liberal en be- 
neficio de su partido; si no imita á Andrade en es- 
j^imir el puñal de la salada imbuido en las disooia- 
doras ideas que patrocina el '^Girculo/^ juzgó mew 
litoría la accidn de apoderarse de lo ageno, con 
bl propósito de llerar él también^ un óbolo á la cau- 
sa poUtica, que juró servir j sostener, aún con de-f 
irimento de su honra. 

No puede negar el * 'Círculo," que Rivadeiíeyra 
cometió un delito^ pero «como éste estaba relaciona- 
do con una causa política, era preciso de todo punto^ 
considerarlo en su natufeleza indivisible y unirlo á 
su causa eficiente; de manera ^ue, al salvar Bivade- 
n^jra, las fronteras de su patria, quedaba libre de 
toda pena, j el Gobierno Ecuatoriano en la imposi- 
bilidad legal de pedir la extradición del cñminal.i> 

Con esta manera de pensar^ con esta perniciosa 
novedad jurídica^ se restringen los fundamentos fi- 
losóficos y sociales del derecho de extradición y se 
alienta, haciendo alarde de una inmoralidad que 
aterra, i todos aquellos vagabundos que convierten lá 
hospitalidad de la nación vecina en albergue de cons- 
piraciones tenebrosas,^ 

¡Cuántos verdaderos delitos políticos aechan come*^ 
tido en estas Bepúblicas, dot más funestas conse- 
cuencias que los crímenes comunes y que desgradia* 
damente han quedado sin castigo, duando está en la 
conciencia universal que han causado irreparables 
infortunios, pérdidas de innúmeras vidas^ de ingen- 
tes caudales, y para decirlo de una vez, preparado 
fácil camino á las iniquidades de la conquista en la 
^ libre tierra americana! 

Si desde los albores de la independencia de estas 
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BepúbUcas, hubieran tenido en cuenta sus estadiB*- 
tas que, por idéntico origen, idioma y costumbres, 
debían formar necesariamente un solo cuerpo, un so- 
lo hogar, uno é indivisible, por la fuerza de las co* 
saS| aimque fracciofiado con líneas rojas ó aaules so- 
bre el mapa^ y qucj por lo tanto, las prosperidades 6 
desgracias de la una, debían reflejarse en las demás; 
agregándose á estas causas palpables los peligrosos 
contagios del ejemplo; y hubiesen establecido entre 
ellas una policía internacional, una común y eficaz 
defensa; cuya acoclón traspasara las fronteras en be- 
i]ieficio de todas, no deplorarían en la hora presente, 
cual más, cual menos, las fatales consecuencias de 
una poUtica liberal en el nombre, absurda y perni- 
ciosa, basada en el egoísmo y jpatrocinada con entu« 
siasmo por los que han recurrido siempre á las re* 
Tolucione^ para satisfacer sus apetitos desordenados 
d^ lucro ó mezquinas ambiciones de adueñarse de un 
poder efímero, por ellos mismos debilitado y escara 
necidol 

^ Esa política eminentemente moralizadora, esa po- 
licía internacional convenientemente establecida^ 
cuántos males no nos hubieran evitado! Oastigamoa 
con inexorable severidad, como dice Spencer, al bo!- 
^ ticario que propina por ignorancia un veneno can- 

sando la muerte de una familia^ y dejamos impuna 
al bribón galoneado, al legislador ignorante, al pe- 
riodista venal, que con sus correrías devastadoras^ 
con sus leyes emponzoñadas y con sus escritos di* 
sociadores, envenenan á todo un pueblol 

Nbs horroriza, la idea solamente, de dar hospitali- 
dad al incendiario, que dando pábulo á sus satánicos 
intentos ha reducido á pabezas la rica propiedad de 
honrado industrial, y salimos orgallosos^á la defensa 
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de An ambicioso^ ávido de tnándo— uno mí¡B en la 
nómina de ios tiranuelos vnlgáres — que ha eneendi- 
do el fu^o de la sedición en una provincia, oonvir- 
tiendo en un infierno de hombriss la tierra en que 
nácierfei.— -¿Esto es justo? ¿tiene siquiera sentido co- 
mún una conducta semejante? Y todavía se preten- 
de exonerar los delitos conexionados con causas po- 
líticas y negar la entrega de los que, por propia de- 
claración, se presentan como asesinos del Jefe óons- 
titucional de un Estadol 

Lástima que no existiera esta poderosa institu- 
ción, que modestamente se titula cQíroulo Idtera- 
rio]>, creyéndose ya poder de la República Peruana 
y Que no hubiese existido á la vez «El Diario Judi- 
cial», cuando Boza y demás cómplices pretendieron 
hundir en el pecho de Manuel Fardo--el gran esta- 
dista y jefe á la sazón del Poder Ejecutivo— el puñal 
de la ,salu4jel puñal de Harmodio^ cuyo empleo no déb&ifí 
reprobar los buenos^ . • • aqiid qvs puede redundar en la 
salud del prójimo, según Roberto Andrade • ( Tóase 
el folleto Montalvo y García Moreno, pubUcftdo en 
esta ciudad, pág. 101.) 

Entonces hubieran sacado á relucir las teorías 
de la conexidad del delito y habrian modüñcado un 
trato la acción de la justicia y si hubiese fugado Bo- 
lsa al Ecuador ó á Colombia^ es presxunible qué le 
hubieran defendido, como defienden hoy á Roberto 
Andrade, cumpliendo con los mandatos del partido 
político á que pertenecen y también por estrechos 
vínculos de compañerismo. 

£1 tratado de Derecho Penal Internacional que 
firmaron los plenipotenciarios peruanos en el Con- 
greso de Montevideo, no prueba absolutamente na- 
da en pro de los sofismas del citado memorial 



Es efecto, el artículo 23 prescribe: que la clasifica^ 
ción de los delitos políticos se hará por la nación 
requerida; y coma los Plenipotenciarios Peruanos 
firmaron ese pacto con posterioridad á la entrega 
por el Gobierno de esta Bepúblíca de Modesto Bi-^ 
vadeneyra, es evidente que en la clasificación de los 
delitos, ésta cancillairfa procede^ como dijimos en el 
artículo anterior, en estricta conformidad con los 
principios de sana doctrina; y si estima que debe 
conceder la extradición para el ladrón de caudales 
públicos confiados á su custodia, con mayor razón 
la concederá cuando se trata del asesinato que inde? 
bidamente se califica de político. 

Dejando para un nuevo artículo la refutación de 
otros errores y el desmentido á un hecho de todo 
punto falso, consignado en el memorialdel Gírenlo 
Literario, nos limitaremos, para concluir, al que se 
estima formidable argumento: á la prescripción. 
Kosotros sostenemos que no ha prescrito el delito, 
y para que se convenza de ello el Diario Judicial, nos 
permitimos remitir á sus Redactores i los artículos 
102, 108, al inciso 2.' del artículo 116 del Oódigo 
Penal del Ecuador. 

. «La prescripción empezará á correr desde la fecha 
de la última diligencia judicial,» prescribe el artícu- 
lo 108. Y la última diligencia judicial practicada, 
no por un tribunal militar^ sino por jueces letrados 
de Quito-r-está muy lejos de tener cinco años de fe^ 
cha, luego es indiscutible, valiéndose de las mismas 
palabras del memorial, que el delito de que se trata 
no ha quedado en la esfera de los hechos olvidados, 
pues no han trascurrido los cinco años, ni hay pa- 
ra que traer á colación las actuiMsiones practicad^i^ 
fox el Consejo de guerra yerbal? 
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Se exige también en el inciso 2-° del articule 
116 gne el procesado ó sentenciado no haya sido can^' 
tumáz; más esto nos lleva á extendernos demasiado, 
por lo cual dilncidaremoB este punto en un próximo 
artículo, á fin de que se compruebe, á la vez, la ca^ 
lumniosa aseveracidn de que cía demanda del (Go- 
bierno Ecuatoriano procede de enconos personales 
y de pasiones políticas, y nó con el honrado propó- 
sito de asegurar el oumpUmiento de la justicia social:» 
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liA EXTRADICIÓN DE ROBERTO ANDRADE 

De ''La Opsáón Nacional" de IMa del 6 ie Junio de 1891, 

IIl 

En ese bodrio que se llama el memorial del '^Oír- 
culo Literario/' escrito por un principiante en juris- 
prudencia, y que ^^1 Diario Judicial/' con asombro 
de propios y extraños, entregó á la consideración 
pública, calificándolo de brillante documento en el 
que se hallaba espuesta la verdadera y sana doctri- 
na, en materia dé extradición; en ese memorial, de- 
cimos, aparte de los perniciosos é inmorales princi- 
pios que sostiene, de las groseras imposturas que 
prohija, de la completa ignorancia que revela acerc!^ 
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4e liB^ bástotía ^onti^poi^nea del Eonadoit y sobre 
Uk habMicki y ousi^rii administraciÓB de uno de loa 
priiíieroe esiadÍBtafl de la Améríea Española» el ilns- 
tpe Uarcia Moreno, — no ha tenido embarazo el aa- 
tor del bockfo jurídico anarqnista-poético y disocia- 
áúf, para aseverar con un aplomo, ó mejor dioho^ 
eón un descaro sin ejemplo^ ^'que la imputoción que 
4e hace al señoir Andrade se refiere á un hecho an« ' 
terior al tlratado dé extradición que el P^ú celebró 
con el Ecuador, cuyo cange se hizo el 20 de Octu- 
bre de 1874^'; y renglones después dice á la letra: 
'*La muerte del rresictonte García Moreno ocurrió 
el citado día 6 de Agosto de 1875/^ 

Si, pues, la muerte (el asesinato, para hablar con 
más propiednd) ocurrió el 7.5 y el cange del Tratada 
de Extradición se hizo el 74, ¿cómo se asevera, ^^que 
la imputación que se hace al señor Andrade se re* 
fiere á un hecho anterior á la celebración de ese 
Tratidó''? , 

Francamente que no nos explicamos, en un docu- 
mentó tan sériOy una faflsedaíd tan garos^a con^o la 
que dejamos apuntada. 

Se supone que^ se darían lectura del memorial á loa 
treinta y cinco Licurgos en germen que firman tan 
curiosa doeunaiefnto, y es muy extraño que ninguna 
de ellos pairara mientes en? esa flagrante coniaradio- 
ción de feehaá. 

Tioúpoeo no6 explicarnos, que ninguna de loa 
eruditos^ firmantes de aquella solicitud, que ha he- 
che^ época en los anales del «Circula Literario,» hu-* 
biese manifestado la futileza y falsedad del argu- 
Btento que sigrue, y es este: <i:de que habiendo el 
Beuador dejado defihaucii^ el (aratado de extradición, 
f bAbieAda ésto cadiieado, lid imi^utiiicióii no puedo* 
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ser coiüpreiidida eii ha ieq«^teieiUo d» edtregá,. 
sin retrotraer los efectos d^ IjA l&fs pai!» dar láda & 
los hechos que han quedado^ olvidados, y qw légala 
ihente debieron desaparácer de la eéfera dé la dij^'tíMm. 
eia, junto con la Convención á que edaban sujetosi^ 

Muy raras veces, en tan pocas lineas, s€| ha- visto 
desbordando nn disparate tan agresivo ó insolepte^ 
mente descomunal^ porque está dicho oon todo el 
enfiléis, con toda la seriedad de que se vale un pe^i^ 
dante de infasa ignorancia, entse necios^ que sin em^- 
bargo le superan en la falta absoluta de conocimien^ 
tos jurídicos. 

Nadie sabía hasta ahora que los hechos puBÍbl8% 
que caen bajo la ley internacional, estu^esen ¿ 
merced de un pacto escrito» y que desaparecieran cte 
la esfera de la diplomacia junto con la eonyea^ión á: 
que estaban sujetos^ Es una novedad jurídiea* qoaí 
vá á causar honda sorpresa en el mundo oientífioo^ 
según la profecía de «El Diario Judicial ,» que no ha^ 
podido ser más inspirada, Y para refo7ea^ el, seáiK 
eiente argumento que hemos copiado al pié déla le^ 
tra^ es que se cometió el (Z^^iTt^iVio histórico de decir: 
que el asesinato perpetrado por Andrad^ f ué ante^ 
ríor ai tratado de extradición. 

Gadu^uen ó nó los pactos, el delito subsiste siem- 
pre ; é invocando el saludable prindpio de la ^ xp^U 
procidad, puede en todo tiempo pedirse la extmdi«^ 
oión del que lo perpetrara; y por consiguiente, na 
pueden desaparecer tampoco los hechos de la eetfpr» 
de la diplomacia, porque ésta^ que es el: trato eiitre' 
los pueblos, el comercio de ideas é intereses comwies^ 
no puede suspenderse ni continuar eu los anchos 
dominios ea qae impera, por que caduque ó sq ce» 
lebre un pacto, cualquiera que sea su natarakap.^ 
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jóte es ün ítxioma cnya exactitud salta á lá visiá; 
6bmo este otro: qne no puede dejarse al criterio dé 
nn partido la apreciación de ciertos crímenes, sinof 
á la más alta é inmutable sentencia de la conciencia 
universal, que já ha trazado, por fortuna^ una linea 
divisoria j bien marcada^ entre los supuestos deli« 
tos políticos y los comunes, á cnya categoría perte- 
nece, según el juicio sano de los jurisconsultos, el 
consumado por Boberto Andrade, al parecer^ una 
de los socios más conspicuos del Círculo Literario 
del Perú; 

Otra aseveración desprovista de toda verdad y al- 
tamente ofensiva al socio mismo á quien defiende 
el Círculo, es la de afirmar, que la participación 
atribuida al señor Andrade^ aunque directa^ no es lá 
principal j que por consiguiente la penalidad no po* 
dría aplicarse en su últinoto término. Este aserto es 
un mentís á las francas y categóricas declaraciones 
del reo á quien defiende; y obedeciendo á un criterio 
lógicíOi hay que convenir 6n que la terdad está en 
este caso de parte del reo y nd de sus defensores. 
ÜTo es posible suponer que el acusado agrave su difí- 
cil situación^ haciéndose el único responsable de la^ 
muerte del Presidente García Moreno. 

Yo derribé al tirano de un balazo en la frente, 
dice.Andrade, en la carta que dirijió al hoy Oran 
Maestre de la Masonería peruana, señor Lavergne^ 
carta que publicó en «La Bevista Masónica;» á fin 
de que con tan irrefragable prueba quedase éonstan- 
da plena de que la Masonería no había tomado par- 
ticipación ninguna en tan horrendo crimen. 

tYo derribé al tirano de un balazo en h írenis^^ 
¿Se puede exijir participación mayor^ directa f 
principal? 



^ f Brf i^oí ^n exMnom oátoftiito' éhtiré el. Mmüáo f 
sns entoBíastas defensonesy qm aá Mm iidreAftd teim 
qae lob del 0rMo ^^ ^ borprdñdw «1 fiUUido c&en- 
tfflcio, habiendo cüiMnaada p» iorpféúdét at irDiarid 
Jtiéfeiailhi-H 

^Fér« éá triste de la eatfta tiMíióiottadlí y déV fálttiti^ 
80 libelo qae lleva por título dilk^tttWo y Garéfk 
Üo^étid,^ há flí^iáitll q«M Éb ft^ré^oe eti el ttieí&o- 
rikl qtte lá t>airtioipuei6á atrtb«iida á AtldMile^ aftüf^ 
que diifectik, áo ha 6ido la t^rinúipftl. 

Ante k inexacta, alegación del Abogado y la Vdm^ 
déelarateióü del reo» nó caíbé Vácnat". 

La contamacia de Andráde está óoAiprobáda por 
ÁXiB ésoritoS; pof la disiociadora propaganda ^üé ha 
venido liacíéndO) desdé que escapando ^e la justicia 
de su, paiS; ha recorrido alguinas repúblicas dé Amé- 
rica; y eiátoQ hechos dé pública notoriedad, agra- 
vados últimamente con la publicación de un folleto 
inmoral y ántí-patríÓticó¿ en que pretende probar 
qae el pueblo en que naciera, está compuesto dé 
ignorante! y de bribones, siendo él, el único capaz 
de procurar su engradecimiento, están corroborados 
por los mismos defensores en el memorial que aná- 
lÍ2amod-^«y. £i. Sabe, dicen los del Circulo,' poir qué 
la prensa de esta capital lo tiene comprobado, que él 
señor Andrade es uno de los más activos propagan-' 
distas de las ideas liberales en su patría.> 

Es el caso de exclamar: <i Oh) libertad » cuántos 
crímenes se han cometido en tu nombre!» 

Propaganda de ideas liberales llaman loa del Cír^' 
culo el ardiente panejiríco' de los Booth^ loa Bo&i^ 
loa Montoya, los Bavaállac^ etc, de todos aquellos 
g^ 80giún su oriterio» ofuscado por la venganasa, el 



fan&tiamct .6 ^ 6dío, him^eroB en el coraAixr dé Éias 
viotímás eljfuñaldela saludé 

«Pañal de la salud e^ ademáa üqüel qae refleja en 
la diestra dé los hombrea impolntosí la claridad de 
las doctrinas útiles al hombre en los ámbitos. de U 
justicia; 7 la moral uniíreraaL^i «» (IVEontalyo y Gar- 
cía Moren(^ p^« 102) 

Aquí tenéis al propagandista liberal, defendido 
por el OírculQ^ J comprobado al mispio tiempo lo 
que dijimos en nuestro articulo, anterior: que Rober- 
to Andrade ha sido y continúa siendo contumasi» y 
que por consiguiente no puede decirse, sin proferir 
una calumnia, que le. demanda del actual Gobierno 
del Ecuador, procede más por eaconos personales 
que con el honrado propósito de asegurar el cumpli- 
miento de la justicia social. 

Esto es querer dar á Aiidracle una importancia 
política que jamás ha tenido en el Ecuador y que no 
tendrá jamáS; y desconocer las altas virtudes cívicas 
del talentoso estadista que rije hoy los destinos de 
esa nación. 

Es suponer^ así mismo, que el libelo de Montalvo 
merezca la pena de ser refutado, cuando no es más 
qué el desahogo de un demagogo fanático que deli- 
ra por figurar en primer término; y que» ofuscado 
por esta ambición desmedida^ arroja lodo, más sobre 
su país; que sobre sus enemigos. 

No llegan á la altura en que sus méritos de pa- 
triota y de estadista han colocado al ilustre manda- 
tario actuar del Ecuador, la critica malévola de An- 
drade; y al tocar en el cuarto año de su período pre- 
sidencial, lo único que le reprocha Andrade en su 
libelo, es lo que ha escrito sobré literatura anteé de 
dicho período} las ridíoulas y falsas invéndoUies 
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de qne dijo á stt esposa antes de casarse aue era ri- 
co; de que fné k nsitú á la Baronesa de Wilson ^ 
de que su posesidn de su fundo ffELViBA» es Uejíti- 
ma cuando fué en virtud de una sentencia de los 
tribunales. Pero suponiendo que todo eso fuera cierto 
¿qué. tiene que ver con la: administrabión y Ltcoéa^ 
pública? 

Gxitico Andrade, como aludios de que haljia el 
poeta, que anidan la ciencia en una coma, y con 
suprem;^ mala fé, le hace decir en un soneto que es- 
cribió con motivo de la muerte de un sobrino — por 
quien tenia el Sr. Dr. Flores especial caiifio— ttMi 
amor materno,» en vez de ((ni amor materno;» que 
dice el original; y como el materno está en letra 
bastardilla, se vé bien claro el propósito malévolo 
del Zoylo, no pudiéndose alegar error de imprenta^ 
como podía alegarse de «pindárica » en vez de 
(cpindaricó.» Esta falsiñcación trivial, en cosa tan 
baládi/ manifiesta de qué no serán capaces los corre- ; 
ligionarios de Andrade en materia de alguna impor- 
tancia. Por lo demás» los demagogos del Ecuador 
que han aplaudido tanto 4: el corazón de madre, »que 
dice Montalvo tiene Alfaro, no son los que hubie- 
ran podido censurar el €mi amor materno^ dado 
que el señor Flores hubiese dicho ese disparate. 
En todo caso, qué cargo tan terrible para un Frési- 
denteltl 

Fero¿ qué se puede esperar de qnien tiene el ci- 
nismo de añrmar~que hubo revolución el 6 de 
Agosto de 1875 en que asesinaron alevosamente al 
ilustre García Moreno? 
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LA SKfRASIOION DB BOBHBTO ANBBAD& 

^ 3}e «La Ojánien HactoiMkl» dtLlmai» Jnnle If delSSl. ' 

: IV . , ■ • 

r 

OeÍAiaog qQ« 109 dtfenAcores ie miio de los princú 
p(^«^ «S9CIUI0S del ilmstire Gareia Morena hubieran op- 
tadopoff el aileoeio, ante las abrumadoras pruebas 
jwrícUoasy dealtisíiiia moralidad social, aduoidaspor 
c%^ t^dos los órganos prestigiosos de la prensa de. 
esl^a «apital, y que bam visto la luz pública ya e^a la 
seocíoDi de fondo» de exclusiva responsabilidad de) 
diario, ya en las preferentes, en que se ventilaii ks 
cu^tiwes m^s serias y de general interés. 

. Sie b4 poobado con acopio; de saña doetrina, con 
arg^mienioa inoontfistables y en la forma más dará 
y eloeopato: quoiol asesinato político es un crimen 
coiaúp ]f su)^to por tanto i la extradición ; que és* 
ta p^ede esmtif entre loa pueblos» sin la jaeeeaidad 
de u»fa«to.eMríto, y que basta la reciprocidad para 
que un gobierno entregue al reo de uno de esoia crí">' 
m^vea %tr9oef[^ cuya perpetración indigna i las al- 
msH bonradaa» aunque la astucia del criminal lo 
li^ga^^saudA^ie ^on on proposito politioo ; que hay 
delitos comunes sujetos á la axtra^idn» aunqaa 
tengan conexidad con miras políticas^ según lo ha 
revelado el gobierno mismo del ]^erú| al conceder la 
entrega de Modesto Bivadeneyrai defraudador de 
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fiMidoi públioQ8> Y eelebmido et ttUiááo oon el BeU 
no de Bélica» en qae se estebldoe «que no te «eputa 
delito politüoo ni heeho conexo coa semigante deli* 
tO) el etentedo ecmtro la peórsona del je£e de un Ee* 
tado extranjero ó contra lo^iembros de ea funiHa, 
omiide eate atentado constítnya el hecho, aea de 
boiñicidio, aea de asesmato, eea de enyenenamie»- 
to.»-» Se ha probado ademáe con mayor erideneiai 
8» cabe, qne no hubo ni el oonato de rebeli<hi antes 
ni deapnós del^ asesinato cometido en la persona del 
Presi^to Garda Moreno, sino qne, por el contra- 
rio^ el pueblo de Qnito se levantó indignado para 
pedir el severo é inmediato castigo de los asesinos ; 
que la imputación que se hace á Roberto Andrade 
es posterior al tratado de extradición que el Perú 
cele ord con el Ecuador ; que no ha prescrito la ae* 
cidn, porqne aun no han trascurrido cinco años des* 
de la fecha de la última diligencia jndlcial; que no ha 
sido juzgado el reo por un tribunal ad Aoc, sino por» 
uno dalos jueces civiles de Quito; j, por último^ 
se ha puesto en evidencia la calumnia de ^ue «el Go- 
bierno ecuatoriano procede más por inspiración de 
las pasiones políticas j aun por enconos personales^ 
que con el honrado propósito de asegurar el cumpli- 
miento de la justicia sociaL» 

Todos estos argumentos han sida; pulverizados^ 
cómo hemos dicho, en más de una ocasión, y sin 
embargo, ni se confiesa con hidalguía el error «-lo 
que quizá nos daría el deredio de creer que se co* 
metió á sabiendas-^ en aseverar un hecho entera- 
mente falso, como se verá después, ni se buscan si* 
quiera huevas razones para la defensa imposible de 1 
que hace alarde de haber derribado de un balazo en 
la frente al Presidente Constitucional de su paia^ 
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Aprovechando del asilo para hacer tina profmg^nda 
disocíadora, en abierta pugna contra la drüizaciófl 
actual y con las mismas iaeas de libertad y toleran- 
cia que hipócritamente defienden sits correligiona* 
ribs políticos. 

Mucho debi(5 esperarse de aquella representaban 
colectiva de un centro de luminosas inteligencias, 
que han ido tan lejos en el camino del bombo y de 
los pnútuos elogios; de aquel memorial que hallo tan 
generosa acogida en las columnas preftrentes de un- 
diario especfaUsta en la ciencia jurídica, y, sin em- 
bargo, aquel memorial analizado á la luz de la sana 
doctrina resultó ser un bodrio, un hacinamiento de 
sofismas y de hechos enteramente desprovistos de 
verdad (1). E«e grupo literario-demagógico notuvo 
las fuerzas de Hércules para romper. las ligaduras 
de la verdad» y balbuceó nna pobrísima defensa de 
su obsecado correligionario, á quien pueril vanidad 
ha' perdido, presentándolo. como asesino del ilustre 
estadista ecuatoriano, y á la vez como propagan- 
dista del asesinato político, y, por tanto, peligrosi* 
mo huésped, que ek preciso arrojar de nuestro seno. 

Con simulado desprecio se ha , creido el Círculo á 
demasiada altura para discutir, en debate sereno con 
los que han hecho pedazos los pobres sofismas del 
famoso memorial, y uno de los que lo firmaron, re- 
curre al añejo y desacreditado medio de arrojar so« 
bre el cajista la responsabilidad del error, á sabien- 
das cometido, para deslumhrar á los necios. 
Decían en el memorial, que según el «(Diario Ju- 

(1) Sabemos qi^e el Miniaterio de Belaoiones fixterioreei no 
ha dado curso á este inolvidable memorial, probablemente por 
los términos desco^iedidos que contiene reisipecto del Gobierno 
del Senador. 



dieial» M cm& terdidera ddffnsa foiDa&cei-*€(][a6 la 
impaiaoidn qué m hace al señor Andnde se refiere 
á un hecho anterior altratado de extradioidn que el 
Perú celebró con el Ecuador y cayo canje se hizo 
en 20 de Octubre de 1874 

Eata grosera impostura, que el memorial se en^ 
carga de comprobar, recordando que el asesinato se 
efectuó el 75, pretenden qae ha sido una distracción 
d^L cajista, un error de imprenta : anterior por jpad** 
tenor; hé aquí todo, exclaman en tono triunfal.! 

Pero la mentira procrea de un modo espantoso, 
así es que tendrán que recurrir á otras para expli- 
carnos cómo ha sido aquél sdlo un error de impren- 
ta, cuando para reforzar el argumento de ser el ase- 
sinato un hecho anterior agregan : «por manera que 
habiendo caducado el pacto, esa imputación no pue^ 
de ser comprendida en nn requerimiento de entrega, 

9in retrotraer los efectos de la Uy^ etc ¿ Es ésta 

también otra distracción del cajista ? Si así faera, 
debe expulsar el Círculo de. su seno al que corrigió, 
las pruebas ó imponer una multa al Regente del 
«Diario Judicial.» "» 

Otro miembro del Circulo se descuelga en «La lu'^ 
tegridad)) del Sábado último— el órgano de la Unión 
Nacional — firmando otro bodrio de menores dimen- 
siones, no con su nombre y apellido, sino como un 
%ocio del Oírcido Literario, como si dijera: un Arcade 
de Boma ó uno de los inmortales de la Academia 
Francesa, ¿ Pero, dice algo nuevo éste, al parecer, 
débil recluta de aquella falange de la lacedemonia 
demagógico- peruana? Nada, absolutamente nada! 

Comienza por aseverar que los tribunales y auto- 
ridades del Ecaador consideraron el asesinato de' 
Qaroía Moreno como un crimen dé sedición, como 
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«Q wjmen politíob ;. ji para ptolmt 6Bt& frisad»^ oú* 
pia un párrafo da la» nota qne eLláimsIpro de Oaenrá 
dirigió, momentos decrpués del aBoainato deliran 
estadista, al Oomandanté General de Quita^ que á lá 
letra dice: ccSiendo constanter la eonsf^iraeión con el 
objeto de. Yoleaf las instltacioiies que nos rigen^ ha- 
biendo dado principio cott el horrible asesinato eto«i> 

Nosotros ni ninguna persona senasafta htaios Bei* 
gado que téviera el asesinato ana mira poJftica *y 
posible es que Bayo y Andrade hubiesen máo tíeñ* 
tadotí por los que conspiraron sin cesar durante el 
gobierno honrado y severo de García Moren»^ y que 
el señor Ministro de lá Guemra creyese, ei» los pri»^ 
meros momentos» que esté atentada seria él pvincí<' 
pioi de la revuelta: pero ésta era la opinidü personal 
y equivocada de ese fancionario. Una induceidn f 
nada más; luego ¿de dónde proviene la consecuen^ 
da lógica de este socio del Gírenlo para afirtxkar que 
esa era la opinión de Tribunales y autoridades de^ 
esa República? 

Por lodemás) ae ha probado basta lafiaetedad que 
la cancillería del Perú estima que la conei;:idad de 
un grave crimen común eon una causa (lolitka íio 
impide la extradición; y que por consiguiente aun» 
que hubiese habido revolución, qne no la hubo, / 
conspiración^ en el verdadero sentido de la palabra, 
^ue no hubo tampoco, no diaria de acceder á la 
justa demanda de la entregado Koberto Andradis. 

MáS) en lo que el reekita del Oiroulo se exhibe en. 
toda su agresiva ignorancia en materias diplomáti^ 
cás^ es al abrumarnos con las que él llama poderosas 
razónes^para negar la reclamación del Gobierno ecti]a- 
toriano, rospecto á la entrega de Boberto An^de* 

La pñmera es éstat nM Ecmáarno ha cumplidé 



trfi Qifbier^M smtmc^ Trámales, de QmtQ 

húbiesffi prgmni^qdO: (mUraiMiíhertQ ,An4ra4e^» Y ^^^ 
1^4 j;fifar8ai;laKgri^a: «La qláKi9nlft:8? del Tratado de 
e:i^tradícíán.quaMC^6l^tó 0^ «1 Perú eii Oatabir^ .de 
1S74 le á9»ponla epta obligación.)». / 

Veamoá qué dioela cl4!)»i4a YIII: Los Oobíerqoe 
CQ!)t^ta9t9S 8^ 0bliga^ á conguiQicapse, rieqíproca- 
mente Ub sentenoiaede ocodenaa . por. crimene? ó 
delifaoa de: 1;pda; aatnralQza» que w pronmioie porros 
TiábQoalep de cada BepiS^bliea oonXra los cíudaidanoB 

de l&o^tra* l^ta comQnicación se hará por la via di-* 
ploi}iáUQa|.reQiitiezidQ una copia aatorii^a4e lasen- 
t&m^ definitivii que baja sido prQUuW^a para de- 
positarfife en ^ archivo del Tribunal Qompeteute*. 0a- 
da^no de los gobiernos dará !oo9 e§íe Qbjeto. /las 
instruocionee neceswif^s á las autoridades judioififJie^B 
OOTr^^ppndient^s.» 

Y la cláusula anterior se ocupa ^n Befialar la ma- 
nen^ y loa documentos con los que se ha de pedir 
la extradición. 

Se yé, pues^ que el socio del Circulo no ha en|en- 
dido lo que ha leido. 

^ La cláusula VIILse refiere á hechos que deben 
realizajfse, no sólo después de que se haya entablado 
Ifi demanda de extradición, siguiendo las íornmlida* 
des prescrita» ^n el artículo 7.^ sino después de que 
el roo entregado haya sido sentenciado por los Tri- 
bunales del país, que solicitó su entrega. Fero^ el; 
ei[udito socio del Círculo Literario ha creído, en su 
ingenua ignorancia, que un país que ha celebrado 
c<»venip8 de extradición está, obligado i comunicar 
la condena de uxi reo prófi^o, que durante catorce 
afios anda de seca en mecaí huyendo de la justicia^ 



vtoáoi loB' MfüitaKííf bóÉ toé ^ué'aénÁ oéi<S%láá<$9 

pftmos, catorce afioft que tát p<ludo> áé lU^á íiéólid 

8* ^taóti, «Bl BctAdof hk tiódtdly íbHéitlBtf M 
éxtt«di<ii<$ñ dé ábdiüdé lüÑtá él áfid 89 ^ iitt fo fia 
hfecké pOir qttíd DmmU' éáe áfid Aodíttdtí ztb háM» ^«¿^ 
bUiíAdo éüd «BÉtodfOff Hi6tá»ied8'.» £l Eotaafdüñ Mié-i 
jdif didio^ é« Qol)fotttbprÍ3«iéi»; pMB, ejerce teii> «cto 
ddtetigflnBa y sd reparad la madirté d«l tírant».* 

Ya héUbs ttolAdi» ^tle üoMf ftüatíñjfeióti; 4«é' 
Ai tmtéit de aliM^a tío «e hk pedido lá eztirttdidikt dé 
Andrade ha sido únicamente porque se igttérabK btl 
]peú(Ad<6t&t ÍMbiéit^ yhido hftsfá EMsepideó dámibián- 
do oxstatiáiiimieate dé reádiBnbia. Máí^ attcoft qué 11» 
sólo escarnece las leyes de su patria, sícto las ád lá 
hntii«t!idad, eonstítftyénátobe en osado propAgalCidíóta 
de los principios más perniciosos paéaí h «ociédAd, 
que hae8Cal>lecido ¿átedraipáMiOstiehér la bondad del 
púñai dé la 9áí«(¿; hoy repetimos, esté ete la ineltidi- 
ble obhg&eióii el Gbbíemo tecir«toriáno de -veté» ^' 
los fueros de la justida, no sólo por éefett^a pimpla^ 
siud en homenaje á altísimas eént^hienc^s de plíol* 
j^a defensa y hasta de propia dígilidad'. 

Cómo' úftimo teeiñUo, «e h<a ápéláde á ln éspeéié 
de qne se ejerce Una vetogan«A por di GMtfétn» éü^i^ 
t6riand, ooya tolerand» y msattsedáxábteooa lisipi'eh- 
M de opottoiáft m€»iaee& las «labauMii d!é jpíopiioB f 
eítrfcfidÉ. 



cLm Estadios Histdricos:» no merecen los honores 
de nna refotaeite. ObM é» ena medifliiiía y escrita 
en nn estilo amanerado, no hay en ella golpes de 
ariete, y pretendiendo su antor aloanzar la reputa- 
ción de Tácito, no ^ llegado «ig^r/i ^ Ip, í^ljbwa d^ 
f asinino. / ^ I 

Las soporíferas disertaciones ^ne esa obra encie- 
rra pasa énsaisar ef (Pi¡Mal iáU Balud ñé han podido 
herir la snceptibilidad siquiera de los distinguidos 
ciudadanos que rigen hoy los destinos del Ecuador. 

No es n)ás qne uq gíbelo ai^ti-patrótico, f^senciftl- 
mente disociador, que debe prohibirse y quemarse 
por la mano del verdugo, porque escarnece los san- 
tos principios de la moral universal. 

Masque á tal 6 co^l personaje^ hiere el sentimien- 
to patriótico de los ecuatorianos, presentando á la 
pAMa de Olmedo y Bócafúerte como un rebatió de 
mibécile^, como una cloaca pestilente. 

En esté sentido, ptiés, la obra que tatito ^npemian 
los cempafieros del autor, ha indignado á los patrio- 
tas ecuatorianos^ y^ por propia dignidad y haciendo 
uso del sagrado derecho de de^en&a> piden que sea 
castigado el que así conculca l^fi leyes tutelares de 
lospuebloB. ' 
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LA EXÍRADIOION DE ROBERTO ANDBAPB 
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De "lia OpiaionNa^oml'' d»! 2 cb. J«lio te 189L 



Uno dé los niáB ardorosos defensor^B de-Boberto 
Apdrade asevera, con él mayor aplomo, que ^s muy 
asunta la opinidn de BluntscUi, de la que el Sr. 
Corresponsal en Linia de cEl Globo, ]> 4e Guayaquil, 
le atribuye, . asegurando que. dicho tratadista reoonor 
ce como absoluto el derecho, de 62;tratdición para mí 
caso de crímenes graves* 

y pretendiendo combatir está verdad, coma, tra- 
duciéndolo libremente, un p4ra£o de Bluntscnli) con 
el objeto de hacer efecto, pero se. guarda bien de 
reproaijicir todo lo que puede leerse en el publcista 
alemán, peirtinente al asunto» y q^e i^q ieja la me•^ 
ñor duda de que Bluntsehli, si estuviese al firentei 
do nuestra cancilleriai procedería en el sentido que 
indicamos. 

En efecto, el mencionado tratadista nos presenta 
con toda claridad los delitos que deben reputarse co- 
mo políticos, ^aqibellos gué^ son necesariamente dirtii- 
dos contra la CouBtitudón y el sistema político de un 
Estado determinado y y qm no son un peligro para 
los otros estados. — Se trata, pues, de delitos leves, 
de aquellos que no sublevan la conciencia de la hu- 



De- e»to opinión son todos los pnblioistas liliera- 
les de Eiiropay de América. — Así opina entre no- 
sotros el erudito y hábil Dr. D, José María Quím- 
per -«-(Derecho Politice tomo II, pág, 50.) Ncí debe 
concederse la extradición, dice* Apara los deiüos po- 
litices ú otraa^ kvesi'p de manera que para el juriscon- 
sulto peruano/ el delito político no puede revestir ja^^ 
más la gravedad que tiene el cometido por Andrade. 

Booth y sus cómplices no fueron considerados co- 
mo delincuentes políticos por ningún gobierno ni 
tratadista de la tierra, apesar de que, según el crite- 
rio de esos desgraciados, Lincoln fué un tirano, co- 
mo asevera Andbrade, que lo fué el ilustre Presidente 
Qarcía Moreno. ¿Qué seria de las sociedades si de- 
bieran respetar el juicio apasionado, real ó svpuesto, 
de los asesinos para dejarlos gozar impunemente de 
su obra demoledora? 

La maldita trajedia del Senado se hubiera repetí, 
do con pavorosa frecuencia en el Perú, y más de un 
malvado hambriento habría imitado la entereza ro- 
mana de Móntoyá, disparando por la espalda el ar^ 
ma homicida, para satisfacer uua venganza ó para 
mejorar de situación. 

. El asesinato no puede ser considerado jamás por 
los hombres honrados como un delito político. 

La personalidad misma de Bruto, que se destaca 
sombría y repelente en el cuadro de la historia, en- 
grandeció la ñgura de sú víctima; y como dice un 
escritor, con profundo y honrado criterio^ el suici- 
dio del yencidb en Filipos es la mejor vindicación de 
César. 

En el supuesto de que se considerase el crimen 
cometido 'got Andrade coteo simple delito político, 
sejgúu la acreditada opinión del ya citado Bluntschli 



c«l Sitad» 409 eo;BMde oa «dio á las pomoiiM per- 
0Ogjaidi0 par crínMitós politíoofi^ ddbe impedir QUe bo^' 
se abuise ael a^k^«i Dehe proti^erlosi pero no offeodr* 
I00 to fu territorio, una base de operaoiono^ para 
contiouftr el oiíxaen político^. El refagbdo dd^ ^^i- 
ceoiirar 99 él segorídad y asilo ^n A peligiio, pero 
no dehé cmünuar m élsm fasiigü BU9 atoquep fion* 
tra la ooas^íitiaei/ón y li)s dereehos de su paii^^ 

ApUoando eetas reglas do edtrpotá jostioia al easo 
qae dos ooapa ¿qué pueden contestar ios defen* 
soies de Acdrade? 

Si • i;m estado 1:0 debe pe;rmitir los Maques contra 
la Constitución y los deredhos de un país amigo i^Of 
dri consentir que ien su territorio el refutado por 
un crimen común continiie socabaudo loa cimientos 
del érden social, haciendo m el periódico y en el li^ 
bro la defensa del puñal de la salud, y sosteniendo 
de woz en cuello qué era usía iaeqesidad patriótica 
asesinar al Qeneral iPHores en el año tal, dejando 4 
la aprecisción del lector encontrar la misma razón 
para hacerlo hoyicon su ilustre bijo y con todos los 
qne^ cóntínu«>ndo la astutera y IcFantada política de 
García Moreno, gobiernan actualmeníte la UepábUea 
d^ £euad(0rf 

¿Puede pernútir esta inicua pf o|)aganda da got 
bíerno seno y howr ado? 

X)e iuingnna manenac íú no se le probibi^ra et ed'^ 
digo de las inaeipneSi se lo prohibirían, sus pvopia9 
couivefuencias; y lo que és más tsagrado tod^ivia: la 
mx^iral «Urojada y escarnecida por Ja propaganda 
disociadora de Andrade. ^ 

Perdidos los defensores de este sopeoñnotoy 
QOjolfftOf en el terreno jurídico^ hasta en el de las 
founaiidaáca diplonfL^ticsAi débiles tediiiriíos doÉ^ 



reoorrir al manosoado medio de acumular oitaiíf M-' 
m 6 tttíúbiíái rtíM^ en lá iñtétpretatiión ákda 
pót él GK)bilár^ del Peró fi !a ley Stí Miradidótí 
Tij^t^, pDtljtte á ánjiddú, dléelk ci&üsttiá 8/ 4í6on- 
éédtiíf ft Ik éltl-adid^ü: tv&tftnd0é6 de Ci^íiúenés comu- 
nes' ék éóiíé±iÓQ ton c&usás {yólitióa^yi j y&, leíñ tlí 
úñ&ó dé Módéáta Bitááene^ra, ha degado cotlooet 
b^eta clátiámehteí íub ideas át respecto; récutréu á 
Últiüiá Kora á lo ^ué Ilathat^moB irónicamente la de- 
fensa histórica^ tfiíef aunqné así fuera, nada cbii élla 
gañaiian, porque no cambia la naturaleza dd crf 
men, ni lo sustrae á la ettradicíóñ solicitada. 

Entre los dbce documentos 4ue cita el nuevo de- 
fensor histórico dé Andrade en aEl Comercio)» del 
Sábado último, nioguno tiene fecha posterior al 27 
de Setiembre de 1875, es decir, un mes y dias des- 

£ués de verificado el asesioitto del ilustre García 
toreho. 

Én ninguno de ellos se asevera que hubiera habi- 
do revolución ni amago de trastorno aleono, y en 
todas esas piezas se hace una distinción bien marca- 
da entre el supuesto plan de conspiración y el ase«« 
sinato. 

^ ¿Qué se pretende^ pue s» probar con la enumera* 
oión de esos documento»? 

Que el crimen dé Andrade t«vo tetación con un 
propósito político? Pero esto no basta para que con- 
sigan el fin que se proponen alcanzar sus defensores i 
porque ya hemos maokestkda hasta la saciedad, que 
el Gobierno del Perú estima que hay logar á extra- 
dición por crímenes comunes aunque estén conexio- 
nados con una causa política. 



Pero l;iay más, que interesa explicar an» yes ps(t 
todas. 

Homenios después del asesinato del Presidente 
García Moreno, se declaró la BepAblicsr en estadp 
de BÍtiOy por cuya razón los cóiaplióes !Rafaeí Qon- 
sález y Gampuzano fueron sometidos á un Consejo, 
de Que^a» como lo fueron desptiés Astorga y Fplan- 
co. De estoS| los que cayeron en naanps de Injusti- 
cia fueron bastante astutos para declarar qne el asen 
sinatb era el principio de una revolución, y era ló- 
gico que se les creyera, puesto que durante la admi- 
nistraeión de jGl^arcia Moreno no degarcn de conspir 
rar sus enemigos un solp día. 

Mas, conforme avanzó el proceso, vino á descu- 
brirse que no hubo tal conspiración y que los asesi- 
nos del Presidente García Moreno, no contaron me. 
dio alguno para llevar á cabo ni siquiera un motín 
de cuartel. 

Los documentos citados, por probar demasiado no 
prueban nada; pero lo que sí manifiestan bien claro 
es: que el Tribunal ad hoc creado por las circunstan- 
cias, á raíz del fatídico acontecimiento, hizo nna dis- 
tinción bien marcada de los crímenes y delitos que 
iba 'á castigar. 

En cuanto á la popularidad de Andrade en él 
Ecuador, uno de sus defensores se ha encargado 
de hacérnosla conocer, aseverando que siempre <ha 
vivido escondido en un rinoóh úe su patria. » 
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LA EXTRADICIÓN DE EOBEBTO ANDKADE 

■ • 

Bo "La Opbdón Nádonal" Mo 15 de 1891. 

VI 

\ 

Yencidos en toda la liaea los defensores de Ro- 
berto Andrade, asesino , por propia y enfátioa decla- 
ración, del Presidente García MorenOi apelan hoy, 
por el órgano de nno de los más ingeniosos sectarios 
de la Diosa Razón y de la desmoralización. social, á 
los risibles argumentos de la patriótica sensiblería 
y de la groseramente ridicula deificación dé su de- 
fendido, co^o si se tratara de on Yictor Hugo pros- 
crito, de un Mazzini ó de un Gairibaldi, y no de un 
ilustre desconocido en la república de las letras y en 
el apostolado de las ideas verdaderamente bienhe- 
choras de la humanidad. 

T lo haccD, porque ya no tienen sofismas presen- 
tables para defender al reo convicto y conf eso, en el 
terreno de la jurisprudencia internacional, ya sea 
que ésta se considere en sa parte de doctrina ó de 
precedentes de general aceptación. Se, hallan^ como 
decimos, completamente desprovistos de armas de 
defensa; y pretenden que la magistratura y el Go- 
bierno se conduelan y procedan en sus ulteriores y 
decisivas resoluciones como siervos de una sensibi- 
lidad inusitada en el examen serio, frío y elevado 
que demanda un asunto en que están interesados 
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los principios tutelares del orden social^ cnya solida- 
ridad fotmft la bftáe itidoiimovible da laa naoiooes 
modemaa. 

Con este ñn, nos presentan al mimado defendido 
como un amigo sincero del Perú y al ilustre García 
Moreno üdmo un tirano abominable^ y en )a rara 
monomanía de encontrar déspotas por todas partes, 
dan este eatiflcativOf no ya al egregio estadista que 
la secta demagógica victimara por la espalda, sino á 
los distinguidos ecuatorianos Oaamaño y Plores. 

A oir sus pobres declamaciones, el desventurado 
Eeuador, cuna de ilustres patricios, ha vivido bajo 
el ominoso yugo de la tiranía desde que las armas 
dé Colombia y del Perú le dieron independencia y 
libertad, y así continuará hasta el fin de los siglos, 
mientras que do le sea dado al círculo diminuto de 
hidrófobos demagogos, en el que descuella An* 
drade con el puñal de la salud en la diestra, de ñU 
gnar á los que deban componer el personal guberna^ 
tivo de aquella República. 

Los Estudios Históricos no tienen resonancia en 
el Ecuador, por la Bencitla razón de que ese libro efi 
un libelo infamatorio, no para los que, por voluntad 
nacional, gobiernan ese país, sino para la culta so- 
ciedad ecuatoriana en general. 

En ese libro se deifica á Juan Montako y á Pedrd 
Moncayo, en el estilo caricaturezco del primero de 
los escritores nombrados, y se salpica con el nausea- 
bundo lodo de la calumnia á los hombres más nota- 
bles, no sólo de la presente, sino de las anteriores 
generaciones. 

Por fortuna los antecedentes del autor inducen^ 
todavía íñás que las deplorables condiciones de este 
iibrOi á despertaír hacia éste el mis prof undd des- 



precio; y los infinitos qoe en él prodiga A»4rftde al 
notable publioista que rige hoy los destinos de ese 
noble pneblOy y al Benemérito señor General Sala- 
eaf , el más prestigioso candidato en la hora presen- 
te, á la Paresidenda de la Bepública, no amenguan 
ni en nm ápice siquiera, el sólido prestigio de qae 
aquellos disfrutan, no solo en la República del 
Ecuador, sino fuera de ella. 

Llamar intrigas diplomáticas, innoble venganza» 
el pedido de extradición de un reo contumaz que en 
el diario y en el libro declara haber sido el asesino 
del Jefe de un Estado, es el colmo del cinismo más 
desvergonzado; y vulgar subterfugio amontonar ca- 
lumnia sobre calumnia contra la víctima, puya me- 
moria bendice hoy la tierra en que naciera! 

Aún no <se ha 'cscri^to la historia de los sucesos 
politieos del Ecuador en los que figuró en primera 
línea el ilustre García Moreno, y eólo su imparcial 
veredicto, que se pronunciará en el futuro, dará tde- 
TOcho para calificarlo de tal ó cual manera* 

Y ante ese Tribusial augusto se escuchará la voz 
del asesino^ d^pues de oír otras más autorizadas por 
cierto, menos desprovistas de pasión, más dignas de 
crédito, en una palabra; comprobándolas con los 
documentos irrecusables de la época, y con él testi- 
monio de personas agenas á la contienda, á los tes- 
tigos neutrales dé esa administracidn inmortal áe 
severos castigos, de acrisolada honradez, de trascen- 
dentales reformas. 

Período inolvidable de lucha tenaz y constante en 
el que, separando los escombros de un pasado igno- 
miníosoí se levantaron imperecederos monumentos 
do cultura y de grandeza, en el drden político, como 
tambüén en el orden social. 
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Así piensa el bnen sentido, siguiendo los conse- 
jos de la sana lógica, y annqne los anarquistas se 
destrocen los bronquios, los austeros magistrados 
del Perú no prestarán oídos á las infundadas acusa- 
ciones que aquellos formulan acerca del gran Esta- 
dista García Moreno, que el pufial alevoso del asesi- 
no sepultó en la tumba. 

Antes que la conmiseración y la simpatía; muy 
por encima del agradecimiento y aún de las prendas 
personales del culpable, está el acatamiento á la jus- 
ticia» el verdadero sentimiento humauo que es la ba- 
se del Derecho Internacional, cuando éste responde 
al bienestar común, á la solidaridad en el progreso y 
el bien, que origina la saludable policía internacio- 
nal; llevando el rigor de la pena aUende las fronte- 
teras geográficas de los pueblos, que si los separan 
físicamente Jamás los pueden desunir cuando se tra- 
ta de cautelar ciertos sagrados intereses, que son la 
propiedad inviolable de todos ellos. 

Mo se trata, pues, ahora de un presente humanoy 
áino de entregar á la justicia que lo demanda al reo 
de un crimen común que reviste los más negros ca- 
racteres. 

No hay temor que cause espanto al Gobierno ni a 
la Suprema Corte, — cuyo ilustrado personal ha emi- 
tido ya sus opiniones al respecto, tratándose de un 
crimen menos grave que el cometido por Andrade, 
como fué el de Modesto Bivadeneyra, cuya extradi- 
ción concedió,— la personalidad de Andrade que 
equivale hoy á una risible legión compuesta de un 
pu&ado de demagogos. 

La juventud peruana sabe muy bien que nada 
funda el pufial del asesino; la juventud peruana tie- 
ne escrito en sus pendones de patriótica lucha el 
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Bombre esolareoido del malogrado jefe del partido 
civil> víctima del ^t^^^t/ de la salud; la juventud pe- 
ruana tiene arduos problemas que^ resolver en su 
propia casa para mezclarse en asuntos de extraños^ 
y con un partido, precisamente, cuyos principales 
corifeos han manifestado, cuantas veces han podido, 
odio profundo hacia el Perú. 

Nada le debemos á la pluma elocuente de Montal- 
vo: ese gran tribuno no tuvo, cuando jemia el dere- 
cho y se entronizaba la Conquista, una palabra si- 
quiera de censura contra los que así resucitaban en 
el libre suelo de América las prácticas de remotas 
épocas de latrocinio y de barbarie. Sólo tenemos de 
Montalyo su famosa carta á García Moreno en que 
le pide que declare la guerra al Perú, trasluciéndose 
en ella la antipatía más profunda por esta noble 
tierra. Si alguien pone en duda nuestro aserto, puede 
leer esta famosa epístola en el libelo de aEstudios 
históricos» (página 296 á 302): «Guerra al Perú, le 
dice, si usted perece en ella, téngase por muy afor- 
tunado.» 

c Justicia y resolución:«ejércitos irresistibles que 
inclinarían la suerte á nuestro lado etc«» 

Hé aquí loyjue pudiéramos esperar si subieran al 
poder los fanáticos sectarios de ese ídolo. En cuan- 
to á los discípulos de Moncayo, entre los que tam- 
bién figura Andrade,presentado hoy con el falso ro- 
paje de amigo del Perú, para conocerlos, forzoso es 
que sepamos quién fué Moncayo con respecto á es- 
te país. 

Pues bien, don Pedro Moncayo fué el ecuatoriano 
más enemigo del Perú, y este odio que alimentó en 
su pecho desde que muy joven formó familia en es- 
ta República, no se debilitó un solo instante, duran- 
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té Wá ftrga vida. T MÍ ootto entralliibtemeiite nos 
odf abft, teUtfí espieGiftl {yr6diieMi<S!i por Ohile^ en cu- 
yo suelo termiftd st larga y trabajada existencia. 

Aparte de 6ü Mieto sobre límites y de otras obras 
en fas t^ae se traspa rentan estos sentimientos de 
ptónuinicia^ faoistílrdad, bay algo más, digno corona- 
miento de su labor constante contra este país. En 
pieba guerra del FacifioOi ya victoriosas en acciones 
decisivas las armas chilenas, publicó don Pedro -en 
nn erario de Santiago, bajo stis iniciales, como wa 
6ú costumbre, un virulento artículo que repMdujo 
el (T Teléfonos de Guayaquil. 

En él decía: «rque el Ecuador debía aprovechar de 
tas circanstancias y aliarse á Ohile para arrebatara! 
Petú— el león enfermo --los inmensos territorios que 
le tenía usurpados.» Por fortuna ese infame cornejo 
f né rechazado por los que con hidalgos sentimientos 
no hñbieran secimdado tan villana política de un 
Ma^uiavelo de zarzuela. Y son los fanáticos adora- 
dores de estos ídolos, los que hoy se presentan co- 
mo fieles amigos del Perú en la persona de Andrade 
y los mismos que calumnian, llamándole enemigo del 
Perú al benemérito Goneral Salazai; más^ esto me- 
rece un artículo especial. 
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Se ''m >Biexi Búblico" de I¿ma íbISD de Abil de 1891. 

No es hoy punto dudoso para la filosofía del dere- 
choni [para el sano criterio de los hombres el de gue 
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no deje por ello» de pertraiecer ala categQ?i|k ele 1q« orí* 
menea oomunea. La doctrina de que tal atentado dev 
be ooofíiderarae entre los delitos poUtiooa ea 14» pov 
fortuna, umversalmente condenada, como inmoral 
y peligrosa. Si ella prevaleciera no habría Gobierno 
posible y las naciones desaparecerían eavaelti^s en el 
oaos. 

Asi» pues, el asesinato de Garcüt Moreno, de que 
actualmente se ooupa la prensa local, con motivo 
de la detención preventiva de P* lioberto Andrade* 
decretada por nuestra cancillería á solicitud del Go^ 
bierno EcuatorianOi no puede, bajo ningún respecto» 
calificarse como delito político. Aqnel hombre extra^ 
ordinario, que adoleció, es cierto, de algunos graves 
defectos en su condición de gobernante» pero que en 
cambio tuvo infinitas cualidades que lo elevaron i 
una inconmensurable altura entre sus conciudadanos, 
fué alevosa y cruelmente inmolado por un oscuro 
aventurero y otros desgraciados más sin que tal cri- 
men hubiera siquiera tenido resonancia alguna po- 
lítica en el Ejcnador, puesto que el ejército, fi^ á 
las instituciones patrias, aclamó y sostuvo des^ 
de el primer momeuto al designado por la ley y los 
pueblos todos lanzaron un grito unísoao de indig- 
nación por medio de numerosas protestas ppntra 
aquel bárbaro atentado, efectaaudo dos ó tres meses 
después conforme á la constitución y en medio de la 
más completa paz, las elcoiones populares que lleva- 
ron al solio presidencial al Dr. Don Antonio Borreo* 

Mientras tanto, el Ecuador recibía, asi de Améri- 
ca como del viejo mundo, elocuentes manifestacio* 
nes de condolencia por la pérdida de tan esclarecido 
personaje, y acreditados Dlwrjos de París, BerliA, 
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Boma«Flor6iH)ía, Bélgioa,Nueya Tork, Buenos Aires, 
lima, Santiago de Chile» la Serena, Concepción, Bo- 
gotá, Fopayan, Fasto y otras ciudades, hicieron oír 
su ^oz de reprobación, también contra ese crimen 
cometido por vulgares asesinos 

Entre los documentos oficiales publicados en aque- 
lla época, tenemos á la vista la nota que dúrigió al 
Gobierno Ecuatoriano la Legación de Colombia á 
nombre del Presidente Señor Felipe Pérez, insigne 
estadista y uno de los miembros más conspicuos del 
partido liberal avanzado de esa Nación; documento 
que reproducimos en seguida, para que se vea ei 
concepto formado por aquel ilustre personaje acerca 
del crimen de 6 de Agosto de 1875. Dice así: 

LfiOACIÓN DE LOS ESTABOS UNIDOS DE COLOMBIA 

EN B.L. ECUADOR. 

QuitOf á 13 de Setiembre de 1875. 

cEl infrascrito Ministro de los Estados Unidos 
de Colombia tiene la honra ^e trasmitir á S. E. el 
sefior Ministro de B/cIaciones Exteriores del Ecuador 
el despacho que con fecha 31 de agosto último le 
ha dir\jido el señor Presidente del Estado Soberano 
del Cauca, de orden del señor Presidente de Colom- 
bia^ el cual es como sigue: 

Honorable señor Venancio Rueda Ministro de Co- 
lombia en la Eepública del Ecuador— -Quito. — In- 
mediatamente que se recibió en esta ciudad la noti- 
cia de haber sido muerto violentamente S. E. el 
Presidente de aquella República, el día 6 del mes en 
cursOí lo comuniqué por telégrafo al ciudadano Pro* 



áAmte de la ünidn; y él me duie^ en contestaeióii, 
qae trasmita, par conducto vuestro, al pueblo y Go« 
biemo del Ecuador, el general sentimiento de repro* 
baeión que ha eadtado en el pwhh y Gohiemo de GO" 
lomíña^ el crimen de que ha sido víctima el primer Ma^ 
gistrado de esa Bepúhlica. 

Servios^ P^^^es, presentar al Gobierno cerca del 
cual estáis acreditado, la expresión de los sentimien* 
tos que manifiesta el ciudadano Presidente, respecto 
de un atentado que no ha podido menos que causar 
honda sensación en el pueblo ecuatoriano. » 

«Soy vuestro obsecuente servidor, 

Oésab OoNTOt 

Aguarda el infrascrito que el Gobierno de S. E. 
y el pueblo del Ecuador se sirvan aceptar esta de- 
mostración de duelo que el Gobierno y pueblo de 
Colombia le dirijen con motivo del crimen de que fué 
victima, el 6 de agosto el Excmo, señor Presidente 
de esta Bepúblicaí» 

(Firmado)— Venancio Rudda, 

Los términos en que está concebida la comunica- 
ción anterior manifiestan bien claro lo que fué el 
asesinato del Presidente García Moreno ante el con- 
cepto del Gobierno liberalísimo de Colombia. — Un 
cñmen execrable y nada más. 

Cuanto á la extradición del señor Andrade^ que 
se dice ha sido solicitada por el Gobierno del Ecua- 
dor^ toca á nuestra cancillería resolverla conforme á 
las leyes del caso y según el mérito de los documen- 
tos que presente la parte interesada. La prensa no 



debe^ pQOfi tAúkniUf opioi^ al^M ^n esto Araiito 
eir e^tef informada de los antecedentes pan ]^oder 
juzgar sobre prescripción &. 

Esyerdád que como dice nn diario de esta cápi* 
tal, en su juicioso artícnlo de fondo del 15 (rlaacdón 
de la justicia humana tiene establecido su límite en 
el tiempo de la prescripoión, lo cual es ^ato invocar 
osando el hombre yaelve de sus errores y reconoce 
que no tiene imposibilidad para decidir la muerte de 
uno de sus semejantes ;:p más por desgracia don Bo'^ 
berto Andrade, lejos de dar señales de arrepenti« 
miento como Mételo Oimber, uno de los sacrificado- 
res de César» ó de silenciar siquiera su culpa, yergue 
el rostm manchado de sangre ilustre y se presenta 
por medio de los tipos de imprenta, en trage de gala, 
como el principal actor del ominosa drama de Qui- 
to^ desafiando así á la justicia de su patria y espati^ 
oiendo semilla emponzoñada en el suelo que le al-* 
berga. 

Para quien hace ostentación del crimen después 
de 15 años de haberlo cometido, no cabe ni éSa pres- 
cripción moralj puesto que moralmente vuelve á co- 
meterla 

La situación, pues, en (jue se ha colocado el señor 
Andrade se la debe á sí mismo . 

ZDe lá extradiciórL 3r los dLelltos 
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. do "si Diario Oficial" de Bogotá del 5 de Agosto de 1885. 

Es evidente que el derecho de extradición ha ad^ 
quirido en el presente siglo un desarrollo extraordi» 



ttntíOf y <]tie J6 extiende en loa dominios de la óien« 
cía á medida gne adquiere má« amplio desenyolTÍ^^ 
miento el espíritu fraternal que une á todos loa pue- 
Isfioe modernos. La misma cienda y loe bwhoa narra- 
dos por la historia lo eonfírman. 
. Bn la antigüedad nadie se ooídaba de los delin^ 
cuentea oomunes^ que se eseapaban á la aeoión de la 
justicia refugiándose en el extranjero» ni loa gobier* 
nos tomaban el interés que debieran en la represión 
de los delitos. 

Hoy se aplica i todos los deiitoa sin excluir las sim- 
ples contravenciones castigadas con una pena corree* 
cional, oomo se ha dispuesto en el tratado entre Ita* 
lia y Grecia, de tal manera que la extradición^ en sus 
naturales condiciones, se considera en el día como 
una parte complementaria de k lejislación penal de 
cada pais y ae. halla regulada por leyes especiales en 
Bélgioai Holanda, Inglaterra, Ganada y los Estados 
Unidos de Norte** Ameñoa. Úegará á ser una insti- 
tución represenrativa de la solidaridad internacionaL 
No hay asilo reconocido, ni debe haberlo contra las 
leyes, porque las leyes deben ser el asilo de todos los 
ciudadanos, según la célebre frase del ilustre Duc- 
kett* 

. No negamos la conyeniencia de los tratados y más 
bien deseamos que en todos ellos prevalezca la unifor* 
ínidad de los principios; pero no los consideramos 
neeesarioa C!on ó sin tratados se hace lo quesequie^ 
r&; sin elloa, la extradición se concede por el altísimo 
mandato de la justicia y también por propia conven 
niencia. Los Estados Unidos entregiuron á Argile^^ 
Ues} sin tei^r tratado con EspaSa^ y sin^eanttlo con 



BaBÍa, la Oonfederaoión Suisa entrega á Netohaieff, 
por el asesinato de Yvanof. 

El Instituto Internacional de Oxford ha disentido 
esta cuestiónala de saber quien juzgará definitivamen- 
te del carácter político de los delitoSi motivo de la 
extradición, y la de si el comunismo y el nihilismo 
sean ó no delitos políticos. Deliberó declarando: [a] 
Que la extradicón debe tener lugar por hechos políti- 
cos; y (b) Que el Estado requerido debe apreciar so* 
beranamente bajo la base de las circustancias , si el 
hecho por el cusd se pide tiene ó nó caráctnr político. 
Para esta apreciación debe inspirarse en las dos ideas 
siguientes: los hechos que reúnan todos los carao- 
teres de crímenes de derecho común (asesinato, in* 
cendio, robo, &), no deben exceptuarce de la extra- 
diciÓQ por la sola razón de la intención política de 
los autores^ y para apreciar los hechos cometidos en 
el curso de una insurrección de una guerra civil ó 
de una revelidn política, es necesario tener en cuen- 
ta si los mismos serían ó nó tolerados por los usos 
de la guerra* 

La opinión pública imparcial jamás ha cofundido 
a los delincuentes políticos con los demás» y los mis- 
mos que honradamente entran en una conspiración 
para la reforma de las institucioneSi rehusan esa con- 
fusión y su alianza. Decía con este motivo Benauthe 
que '^Eosuth y Fieschi no podían estar al lado délos 
asesinos del General Brea'\ Aun condenado los con- 
jurados, la conciencia pública separa á los unos de 
los otros. Porque la criminalidad política es variable 
y depende de los tiempos y de los lugares^ y los crí- 
menes denominados comunes conservan su carácter 
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en todoi tiempos y en todos lagares;porqTie éstos aten- 
tan contra las leyes naturales que son inmutables y 
eternas, y los delitos puramente políticos atontan con- 
tra las instituciones humanas que son mudables, sus- 
oeptibles de modificaciones, según las sircustanoias y 
las necesidades de cada país. 

El presunto fin politice no debe servir de ampa« 
ro ni de excusa para asegurar la impunidad á los 
que con este pretexto ó con motivo de una guerra 
civil hubiesen asesinado, incendiado, robado ó con- 
fabuládose en una traición contraía independen- 
cia y seguridad exterior de la Eepública, no llegan- 
do á justificarse aquellos atentados con la necesidad 
del delito político y con las necesidades de la misma 
guerra, porque el de la traición no tiene justifica- 
ción ninguna, ni Dios puede perdonarlo. Los indi- 
viduos del ejército que durante las operaciones mi- 
litares ejecutan ciertos hechos no justificados por las 
exigencias del ataque ó de la defensa son justicia- 
bles por las leyes; así mismo, pues, deberían consi- 
derarse los delitos comunes ó los crímenes abomina- 
bles, como el asesinato ó el incendio, para castigar- 
los no excluyéndolos de la extradición. La influencia 
de una pasión política no puede modificar la nalu- 
raleza del hecho punible, porque la pasión poUtica^ 
no lo excluye de la regla general: el hecho será 
siempre el mismo y las pasiones intemperantes son 
los móviles de todos los desórdenes que se castigan 
por la ley penaL Por esto no podemos aceptar el 
asesinato político^ como no aceptamos la estafa polU 
tica^ la traición poWica &. ni á los delincuentes hou' 
racbs^ En Inglti térra, el asesinato del Presidente 
Lincoln fué <^ficado por sus más distinguidos ju- 
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riBooDstiltos, como un delito oomún, y es bien Bégn- 
ro que el asesino habríéi 8Ído extradícioiíado ñ 
hubiera solicitado el t^sfagío eü el temtorio inglés. 
Estas consideraciones nos conducen á condenarla 
cláusula que se inserta en los modernos tratados de 
extradicidn, en virtud de la cual los delitos. 06^e^d05 
gozan de la exención; oláüsula desmensuraéa y pe-^ 
ligrosa» oonáo ocasionada 4 los abusos. Con motivo 
de la explosión ocurrida en la vía férrea de Moscow 
Koursk, el año de 1878, y que descarriló el treii de 
viajeros, preparada por Hartmann con la intenínón 
de sacrificar al Emperador de Rusia; Inglaterra, 
Francia, Bélgica y Suiza, han establecido la doctri- 
na de que un crimen común no cambia de natura-^ 
leza y no se asimila á un delito político i^ consecuen- 
cia del fin propuesto. Naturalmente va concretan^ 
dose la excepción á los delitos puramente polítícosr 
y la conexión de los comunes, absurda en su origen 
y funesta en sus resultados/ irá desapareciendo de 
los tratados perseguida por los dictados del sano cri* 
terio y por el instinto común de la humanidad. 

Esperemos, pues: llegará un día en que esta ex- 
cepción lo mismo que la de los delitos políticos, en 
su comprensión con los conexos comunes, desapa* 
rezcan del texto de las convenciones y de las leyes, 

Vémtrio Ponas. 
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: Sditociálde *'X1 Sen PáUioo" dél t* d» Judoi» m 

I)efi[de.qu6M efectuó la prisión preventivadeltom-* 
i^danp eonaforiano don üiobetto Andradéi algonoi 
árganos de la prensa looal han venido sosteniendo» & 
diferencia de otros Diarios también locales* qne el de- 
lito de qne se le acusa á dicho señor es meramente 
político 7 qne por lo tanto nuestro Gobierno debería 
desechar la demanda de dxtradicidn formulada^ se- 
gún se dice, por el Gobierno del Ecuador. 
^ Por doloroso que sea ocuparnos de un asunto en 
que se halla de por medio el nombre de persona co- 
npcida» no podqmos^ ante las ideas sustentadas por 
ios primisrosi dejar de expresar las que nosotros 
abrigamos al respecto y que están en armonía con 
ía opinión de los segundos. 

£1 homicidio voluntario cometido á mansalva en 
la perscma del Jefe de un Estado jamás puede^ en 
efecto, considerarse como delito político por más 
que sus autores afirmen haber sido impulsados por 
un sentimiento patriótico y den á la victima el cali- 
ficativo de tirano. 

Pretender lo contrario equivale á declarar que 
cualquiera tiene el derecho de resolver» según su pro- 
pia Qonciencia, de la vida de un Magistrado y abrir 
anieho campo de acción á los sentimientos de odio, 
de venganza ó de ambidón bastarda, qué fácilmente 
se disfrazarían con el manto político para. cebarse en 
sus victimas. 

Por fortuna semejante doctrina^ si tal puede Ha* 
fUBXBe^ está en todas partes rechazada como disocia- 
dof a» . imiK>ral y peligrosa^ Los hechos históricos 
comi^rueban este aserto. 
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Oon efeotOj á nadie que no fuera á los interesadoB 
en la impunidad del crimen^ se le liáocomdo lla- 
mar delito político al asesinato de Frim, en España, 
de Portales, en Chile, de Lincoln y Gardfield en la 
Gran Bepública del Norte, de Balta y Fardo en el 
Perú) de Sucre en Oolombia, etc., y los asesinos de 
todos estos han sido perseguidos por la justicia or- 
dinaria V condenados como criminales comunes, 
cuantos nan caído en manos de ella. 

Ahora bien, respecto de la violenta muerte dada 
al Presidente García Moreno en momentos en que 
éste^iba sólo acompañado de un edecán y cuando los 
porteles de Palacio se hallaban completamente de- 
siertosi no puede siquiera alegarse que fué por efec- 
to de una revolucidn ó movimiento político^ pues es 
cosa perfectamente averiguada que ni el pueolo ni el 
ejército hicieron la más lijera demostración en tal 
sentido. Por el contrario, todas las clames sociales se 
manifestaron indignadas contra aquél atentado, y la 
Bepública toda continuó en paz, verificándose más 
tarde la elección de Presidente constitucional, en 
medio de la más completa calma. 

T no se diga que el plan revolucionario fracasó 
por tal ó cual circunstancia, porque nadie está obli- 
gado á juzgar de las intenciones, sino de los hechos. 

De lo expuesto, y de mucho más que podíamos 
agregar porque estamos bien enterados de aquellos 
sucesos, se deduce sin el menor esfuerzo, que el ase- 
sinato de García Moreno es netamente un crimen 
común, como los que hemos citado anteriormente y 
como todos los demás de su especie. 

Ouanto á la extradición, toca á nuestro Gobierno 
resolver si procede ó nó, según el mérito que arrojen 
los documentos presentados ó que deba presentar la 



-»- 

Kaoi^n tr^quiriente; pnei por lo que haoe á la caliá^ 
cación del_delito no puede serla dudosa» tanto más 
cnanto que tiene con justioia reconocido el principio 
de que el asesinato de un soberano no está excento 
de. extradición, como se estipula en el conrenio ce« 
lebrado últimamente con Bélgica, el cual se halla ya 
aanoionado por la Legislatura Nacional. 

£n todo caso, es seguro que nuestra Oanoillería 
habrá de proceder en este asunto con la rectitud que 
le caracteriza y en armonía con los añtecedennes y 
pr&cticas 
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Editorial do "La Saceta Judida^ ÍCayo 30 dt 1891 

Con motivo de la demanda de extradición que se 
asegura haber interpuesto el Encargado de Nego- 
cios de la^ República del Ecuador ante nuestro Uo-:^ 
bierno, contra un subdito ecuatoriano acusado de 
haber cometido el delito de asesinato en la persona 
del Presidente de esa Eepúblioa» se ha suscitado 
una larga discusión sobre el carácter de ese hecho 
criminal* para deducir, en su caso, si debe accederse 
ó negarse la extradición del delincuente; sostenién- 
dose por algunos que se trata de un delito poUtioo 
y que no procede, por consiguiente, la extradición 
que sé solicita. 

Corresponde á la Cancillería peruana^ como lugar 
del asilo, calificar la naturaleza del delito en cues- 
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üóii, ta&to por Bw éste tin derecho deHyádo de su 
soberanía, cnanto porque asi lo dispone el inciso 2.® 
articulo 3.^ de la ley de extradición de 28 de Octu- 
bre de 1888; cuyo principio se había ya establecido 
expresamente en la segunda parte del articulo 7.° 
del tratado que en 1879 celebraron en Lima los 9 
Fienipotenciarios reunidos en el Congreso America- 
no de Jurisconsultos, y últimamente se ha sancio- 
nado en la segunda parte del articolo 28 del Tratado 
de Derecho Penal Internacional, celebrado por los 
Eepresentantes de los siete Estados que formaron 
el Congreso internacional de Montevideo en 1889; 
el mismo que fué aprobado por nuestro Poder Le- 
gislativo; en resolución de é de Noviembre del mis- 
mo año. 

La circunstancia^ pues, de ser el Gobierno del 
Perú el llamado en el caso presente á caliñcar el 
crimen cómetidOi nos induce á hacer un ligero estu- 
tudio sobre la siguiente cuestión: 

¿El asesinato del Jefe dé un Fstado puede en al' 
ffún caso' ser considerado como un delito político? 

Se entiende por delito politice la infracción in- 
ternacional y libre de los deberes del ciudadano y 
que tiene por objeto subvertir la Constitución del 
Estado/ atentar contra la seguridad exterior de éste 
ó derrocar al Gobierno legalmente establecido. 

Son éstos los únicos hechos á los que se puede 
calificar con el nombre de delitos políticos, porque 
sdlo ellos están sujetos á la diversidad de opiniones, 
que constituyen su carácter especial y á la variable 
apreciación de la criminalidad que encierran, en 
razón de los tiempos y lugares en que se juzgan; 
y son ellos también los únicos que pueden com- 
prenderse cuando 8e dice; '^aquellos que atacan la 
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s^nridad tutema ^ externa de un Estado»» que son 
los que ha oalifioado oomo delitos politieos el Oon* 
greso Jurídico de MontevídeOí en el va citado ar-> 
tíonlo 23 del Tratado de Deraoho Penal Intemacio- 
nal. 

* 

. Es mny distinto lo que acontece con los delitos 
comunes, porque como los deberes que se infringen 
con su perpetración son apreciados umversalmente 
de la misma manera, en nada varía la opinión de 
su criminalidad, cualesquiera que sean los lugares 
y los tiempos en que se cometan, desde que por 
ellos se atacan los derechos sacratísimos del indivi- 
duo. 

Podrá variar la penalidad aplicada á estos delitos, 
en razón de las teorías criminalistas de cada tiem- 
po: pero ellos permanecerán siempre los mismos. 

La diferencia que oliste entre los delitos politiz- 
eos y los comunes, se encuentra brillantemente 
marcada en los siguientes párrafos, que copiamos 
de la parte criminal del cDiccionario de Jurispru- 
dencia y Legislación Peruanaa publicado por los no- 
tables jurisconsultos doctores Fuentes y Lama. 

Las causas que separan los crímenes comunes y 
los crímenes políticos, resultan de la misma natu- 
raleza de las cosas. 

Los primeros, como su nombre lo indica, son co*? 
muñes á todos los pueblos, porque atacan ios prin- 
cipios de todas las aociedad.es humanas: los otros 
Son particulares & la Nación á que pertenece el cul- 
pable, porque no atacan sino la forma social de esa 
Nacidn. La inmoralidad de los crímenes comunes 
es absoluta, porque ella se deriva de la conciencia 
cuyos decretos son inmutables; la de los delitos po- 
líticos no es sino relativa, porque se desprende de 
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las instittidonei' variables de cada sociedad « Los 
anos y los oiros soot la violaeión de un deber: pero, 
en el primer caso, ese deber ha sido impaetto al 
hombre por la Provideocia: en el segando, al ciuda- 
dano por la sociedad. 

Los atentados contra la existencia dd hombre 4 
contra sus propiedades, son actos cuya criminal!^ 
dad no espira en la frontera 'de un Estado, ni son 
en unas partes actos virtuosos, y en otras critnina*^ 
les; son castigados en todos los pueblos, porque su 
inmoralidad es proclamada por la conciencia uni-> 
versal del género humano y porque su peligro es el 
mismo bajo todas las formas de Gobierno. Pero la 
Constitución de ana Nación, su forma social, no es 
sino una institución humana esencialmente varia- 
ble, y cuyas rápidas modificaciones se doblegan in- 
cesantemente á las necesidades de los tiempos y de 
las costumbres. 

En materia ordinaria, el crimen es cierto, la jas** 
tioia solo tiene que buscar al culpable; en materia 
política, debe encontrar & éste y al delito mismoj 
porqae ún mismo hecho pierde y recupera su orími- 
ndídad, sucesivamente^ según las circunstancias 
que lo rodean y los tiempos en que tiene lugar. 

Grande, inmensa como es la diferencia que eiiste 
entre los delitos comunes y los políticos, como aca- 
bamos de ver, imposible es sustentar, sin ofensa a 
los principios del Dereeho Penal, que puedan con* 
fondirse las dos clases de delitos. 

Ahora bien, si el respeto á la vida humana es un 
prineipk) indeleblemente gravado en la conciencia 
universal: si los atentados contra ella constituyen un 
delito aún entre las hordas salvajes de nuestras 
montañas^ m cualesqaiera que sean las circunvtati-* 
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oiMt penonad y tiempoi Be caUfiean estos heekog de 
idéntíca manera^ ¿es tolerable qae se sostenga qne 
el asesinato del Jefe de tm Estado constituya un de^ 
lito politieo que, coino hemos dicho antes, es varia' 
ble en su apreciación y sólo se refiere á ataques con- 
tra las instituciones eseneialmente Variables de los 
Estados? 

fNó» mil veces ndl / 

Ese hecho constituye un verdadero deUtó común, 
afi^ravado por )a eironnsiancia de la persona de la 
víctima, pues se necesita de la mayor entereza de 
carActer, para desprenderse áéL nataral respeto que 
inspira la posición social de la primera autoridad de 
un Estado y dar el golpe certero del criminah 

El célebre penalista español Pacheco al ocuparse 
de los delitos políticos, en sus «Lecciones de Dere* 
dio Penal», dice al respecto lo siguiente: 

Matar, robar, incendiar, no pueden nunca ser es* 
timados como acciones inocentes, cualquiera que 
sea el motivo que compela á ello. El mundo no mi- 
rará ya á los que asi obren como seres extraviados, 
como victimas de una situación social detestable, 
los mirará como delincuentesi y cuando mas honor 
les haga, los acumrá de una horrible monomanía. 
]Nó; no es política ya lo que emprenden m lo que 
hacen, son crímenes verdaderos para todo el que no 
esté completamente obsecado con una locura ó 
con un infernal compromiso. 

Todas las Naciones han tenido también presente 
la gran diferencia entre ambas clases de delitos, y 
en los tratados que han celebrado sobre extradición, 
si bien han declarado expresamente que esta no 
procederá para los delitos politices, han explicado 
comunmente que no se entiende por tales amo los 
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que afaoán la fiegurídád interior d exterior del Efl- 
tildo; como snoede en el ya reowdado úel Congreso 
de Montevideo de 1889 (articulo 28;) en ü tratado 
del Congreso de Lima de 1879, en que si bien no 
Be dijo nada en el texto de las estipulaciones, en la 
exposición de motivos elevada al Ministerio del ra« 
mo, se considera que solo comete delito político, '^el 
^ue se revela contra las autoridades de su pais y 
promueve la guerra civil, (párrafo Y;) esto es» el 
que ataca la seguridad interior del Estado, y así su- 
cede en la mayoría de los tratados; pues otros han 
determinado expresamente que jamás se considera « 
rá como delito político, el asesinato, el homicidio 
ó el envenenamiento del Jefe de un Gobierno, como 
es de verse, entre otroS; en el tratado celebrado en 
1885 entre España y la República Oriental del ü- 
ruguay (artículo 4.°) en el de 1887 entre Busia y 
Portugal (articulo 1.®) en el de 1889 entre Bélgica y 
Perú (artículo, 3.'')en el de 1873 entre Basia y Suiza. 

Podemos también citar como prueba de que sólo 
se entienden como delitos políticos los que hemos 
enumerado al principio, el caso de una extradición 
solicitada por Busia á Suiza de un subdito ruso, 
funcionario de Estado, acusado de haber defraudado 
una suma de dinero, en que el Tribunal Federal 
Suizo, accedió á la extradición por declaratoria de 
15 de Mayo de 1886, no obstante de haberse alega- 
do que la defraudación obedecía 6 un loóvil político, 
rual era el de enriquecer al partido revolucionario 
ruso. 

Por último, los tres Poderes Públicos del Perú, 
han declarado también que sdlo corresponde la ca- 
lificación de delitos políticos á los que heiüos seña* 
lado como tales. 
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SI LegÍBlatiro bá h^ho esta dediuraci^ en reso^ 
lucidn de é de Noviembre de 18S9» con baber apro'* 
bado uu tratado de eztradÍGÍóa oon Bélgioa, en cu- 
yo artículo 3« ^ se CBtipula que no se reputa delito* 
político ni becbo que tenga conexidn con él, al 
atentado contra la persona del Jeft de un Estado 
etc., es decir, que esa aprobación laclara lo que en* 
tiende por delitos políticos el articulo 3, ^ inciso 
2, ^ de la ley de 23 de Octubre de 1888. 

El Poder Ejecutivo bizo igual declaración, con el 
becho de acceder en 1886 á la extradición solicitada 
por el señor Ministro del Ecuador de un joven Mo- 
desto Ei vadeneira, acusado de baber tisurpado fon - 
dos flscalf a en esa Bepública; no obstante de ba- 
berse probado que lo bÍKO para entregados á un 
caudillo revolucionario de ese país, como se asegura 
baberlo verificado; es decir, que nuestro Gobierno 
no reputó ese becbo como delito político ni conexo 
con él. 

El Poder Judicial bizo esa declaración de una 
manera expresa, al condenar en 1376 al capitán 
Boza como reo del delito común^ de bomicidio frus- 
trado cometido en la persona del Presidente de la 
Bepública, no obstante de baberse considerado deli 
to político el becbo realizado, y de baberse probado 
en el sumario que el acto del referido Boza obedecía 
á un plan revolucionario^ como consta, entre otras 
declaraciones, en la prestada por el mismo Presi« 
dente señor don Manuel Pardo, es decir que el Po- 
der Judicial; recto apreciador de los becbos, no pu- 
do ver en lo practicado, el carácter politice qae se 
atribuía al delito. 

Queda, pues, probado con arreglo á los principios 
de extricto derecbo y sana razón^ robustecidos por 
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los trataáoe celebrados por las diversas naciones y 
por las decieiones de sus mas altos Tribunales, asi 
como por la declaraci<5n de nuestros tres Poderes 
Públicos; que el asesinato del Jefe de un Estado no 
puede considerarse en ningún caso como un delito 
político, sino qué autos bien constituye un verdade* 
ro delito común. 
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Se «La Chmta JuJUoisl» de Lima» Jtisio 8 de 1891. 

Acápites de nna correspostencía de Lima; fecbaila el 18 le Mayo 
iíltinio, i *'l\ M" de Snayaiiiiil, solire la cnestiís Andrade^ 

Qaiero hablaroi también, señor Director, de una 
cuestión pendiento entre el Ecuador y el Perú, re- 
lativa á la extradición de D. Roberto Audrade, uno de 
los conjurados en el asesinato del Presidente señor 
Gabriel García Moreno, extradición solicitada por 
él Gobierno del Ecuador al del Perú. 

Los antecedentes y ejecución de ese atentado» 
hasta la prisión de Andrade mientras presento el 
Ecuador todos los documentos que justifiquen la ex* 
tradición pedida, la biografía y últimos escritos del 
protagonÍ9ta« en que se gloria haber sido la bala de 
su revolver la que ultimó al tirano; todo esto y más 
es ccmocido de usted» j de los lectores de M Globo. 

Por eso sólo me limitaré & hacer reflexiones ge* 
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Üéifáles sobre las ideaa emitidas por los defensofei 
dé Áüdrade en esta capital. 

En La Integridad^ periódico demanal, cuyo Di- 
rector es Abelardo Gamarra, (El Tañante) bú hñ^ 
prohijado una defensa de Andrade, por Un socio del 
Círbulo Literario de Linia, la cae!.!, pobre de razones» 
erée tener f aerza y fundamento en citas extrañas al 
asantd de derecho en cuestión; 

Escribimos con convicciones propias jr sin interés 
de partido; por ser extraños á la política del Ecua- 
dor; futidándonos sólo en las prácticas establecidas 
por el Derecho. Amamos la libertad porque hemos 
nacido en el siglo de ella, pero esto no es motivo 
para que nos separemos de la justicia y de la verdad; 

Es un hecho, que cuando se trata de delitos in- 
significantes ó que son paramente de carácter poli- 
tico, la extradición no tiene lugar; pero cuando sé 
pide la extradición de un individuo^ por faltas gra- 
tes que trastornaran el orden social ó moral de una 
nación; cuando se practican crímenes como el ase- 
sinato, 6 su complicidad manifiesta y comprobada, 
entonces es un interés social el castigo del delincuen^ 
te y éste no tiene, en justicia, asilo. 

Escritores que en materia de Derecho Intemaciof- 
nal son autoridades, como Fiore, Grocio^ Wattel f 
otros, son de opinión que la extradición es necesa- 
ria <rno sdlo como un derecho basado en los pactos, 
sino como absoluta y obligatoria7> para los casos in- 
dicados. 

Blontsdhli reconoce como absoluto el derecho de 
extradición, para el caso de crímenes graves, siem- 
pre que el Estado lo exija, ofrezca garantía de im- 
parcialidad y civilizacióUé]) 

Guando la materia no está regida por tratados es- 



peciales, consideraciones de conveniencia y jadtick 
Bocial/haoen necesaria la extradición para que se 
repare el mal que se causó, faltando á lo establecí- 
do por las leyes que garantizan la tranquilidad pú- 
bUoa. 

¿Quiéa ba dicho que el que asesina i un Monar- 
ca ó á un Presidente» practica un crimen de carao- 
ter político ? A ser así, impunemente se podían rea- 
lizar monstruosos crímenes contra las autoridades 
públicas de un país y éstos (quedarían sin castigo 
inmediato, porque se. les cubriría el carácter de po- 
lítica. 

Se pretende salvar al señor Andrade con razones 
como las alegadas en el artículo a que bácemK>8 re« 
ferencia? Sí es inocente, el Tribunal del Ecuador lo 
declarará; si no satisfará á la sociedad que exige ga- 
rantías públicas de seguridad y orden. 

Por eso dijo muy elocuentemente el Ministro fran- 
cés Boucher que el derecho de extradición, <cEs el 
principio de la solidaridad y de la seguridad reoípro* 
ca de los 'Gobiernos y de los pueblos ccmtra la ubi:^ 
cunidad del mal,» 

Pero ¿cuál señor Director» la linea divisoria en^b 
tre unos y otros crímenes? ¿Ouál es el termómetro 
para poder apreciar caando un crimen es común y 
cuando político? Se me dirá que el fin ú objeto del 
crimen es el que determina la naturaleza de éste^ 
de tal modo, que si se mata por él á un hombre por 
robarle, por venganza, ó por cualquiera otra circuns^ 
tancia personal, comete un asesinato común; pero 
si se mata al Jefe de Estado, porque la política de 
su Gobierno no está conforme con el sentir de un 
partido, entonces es un asesinato político ó un crí* 
men político. 



— 75 — 

¿Luego los crímenes varían de naturaleza según 
el objeto con que se practican? Si se asesina i un 
sacerdote, á un militar, son también crímenes dis- 
tintos de los comunes? y por ser tales ó cuales los 
nombres que se den á estos crímenes, estos deben 
quedar impunesf Nó, porque entonces el fin justifica 
les medios y adiós moralidad social. 

Es inaceptable, señor Director, semejante teoría, 
sin duda sea esto á mi juicio, pero creo que los crí- 
menes engendrados por causas políticas, son más 
trascendentales y revisten peor carácter que los lla- 
mados comunes. Basta para ello considerar su ex- 
tensidn y consecuencias tremendas^ que ellas sólo, 
como por ejemplo, en el Perú ban conducido á la 
Situación en que hasta hoy se encuentra. Mas de 
sesenta años de guerra civil y de matanza, con pe- 
quefiisimas interr opciones preparan, como no podía 
dejar de suceder, los desastres de la última guerra, 
y sabe Pios los que tenga reservado el porvenir. 

£1 asesinato del Presidente Balta, y como conse- 
cuencia de éste, el inmediato de los hermanos Gutié- 
rrez; y más tarde el de don Manuel Pardo, muerto por 
la traidora bala de Montoya, fueron el principio de 
una serie de infortunios, que cual torrente desolador 
condujeron al Perú á las puertas de un abismo. Sin 
este último asesinato político no se habría atrevido 
Chile á declaramos la guerra, y sí á pesar de eso lo 
hubiese hecho. Pardo era el único hombre que ha- 
bría afrontado la situación/preparada por nuestro 
inplaeable y envidioso enemigo y salvado al Perú 
de la prueba á que se le sometió. Pero, repito, ese 
asesinato político franqueó al araucano el camino 
p»r;» realizar su conquista del Perú. Véanse, pues, 
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las oonseouencias fast^stfts d^ loa llainaclQa. crímeDea 
políticos* 

No 86 crea que nuestra opinión es la tolerancia 
de los Gobiernos que degeneran en tiranos, no; ama- 
mos la libertad y la dignidad de ciudadanos de una 
Bepáblica libre é independiente, pero reprobamos 
el asesinato, llámese oomtin d político, para cortar 
f 1 mal. 

Guando la mayoría del pueblo sea ilustrada y loa 
Gobiernos justos, no habrá crímenes , políticos por- 
que sólo las leyes son su&cientea para atrojar del 
poder á los que de él son indignos y no la bala ni 
el machete del asesino que envilece y deshonra- 
Este es el pensar de las personas sensatas que no 
se Hayan de arranques, sino de principios eternos 
de justica, y creemos, con fnndamento,qae este eno* 
josQ y grave aspüto se resolverá por el Oobierno 
Peruano como es de justicia, atendiendo á que ya 
ha tomado parte, comenzando por la prisión del se^^i 
fior Boberto A adrado. 

Perdone usted, sefior Director, que ^n profano 
como vuestro Cotrespoaml se haya metido en terre^ 
no que no conoce y le está^»' vedado y por vía de xck- 
mundo paso á mis asuntos propios. 
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Acánites íe soa Gorrespíencia de Lima n Glolio" de Um0y 

Múi el 23 de Jnnio del presente afio. 

Habíame prometido por ahora sefior Dirertor, no 
f rata? más respecto al asunto Andrade^ pero las coi^r: 
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sideraoialiefi expoeatas en mi eatta de 18 de Mt^yo, 
han merecido la refataoidn más ofensiva y vacía de 
Bentido común. El muy conocido defensor de An^ 
drade, que firma sus malos esoritos con el título de: 
(K Un socio del Círculo Literario,» se promete de mi 
respuesta que le fulmine insolencias, pero se engaña», 
porque yo no empleo el lenguaje que él acostumbra 
usar. 

'No entra en mi ánimo, seilor Director, refutar 
punto por punto aquel indigesto articulejo; sólo voy 
en garantía de mi palabra, á contestar algunas pre- 
guntas que el celebérrimo socio me hace: 

Primera pr^unta ¿Bay tratado cmi el Ecuador? 
No lo bay ahora; pero esto nada significa, pues 
los trf^tados se refieren á la mayor ó menor anipli^ . 
tud del derecho de exigir la entrega, y no al recono* 
cimiento del derecho mismo de la extradición. Sí una 
nación no tiene el derecho de castigar los crímenoa 
que comete el extranjero en su país, cona^ouencia 
lógica es que sólo á' la nación del criminal corres^ 
poüde ese derecho; y por lo tanto, para hacerlo efecH 
tivo, necesita pedir que se le entregue á aquel que^ 
por la fuga, se pone fuera del castigo. Y como 
las naciones no son defensoras y tapadoras de crimi- 
nales, cerno el socio del Círculo mny bien losabej claro 
está, que deba permitir sean extraídos de su territor 
rio los que tales hechos practican, aunque no existan 
tratados. 

Segunda: nO frece garantías de imparcialidai y. €i^ 
vilizacitín el CoUerno que persigue á un hombre, par 
satisfacer mezquinas venganzas? JBsa interrogaición es 
por demás impremía tratándose del Gobierno de una 
pación extrangera y amiga del Perú. Merece el dea» 
precio y no y«de refutarla. 
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Tercera: ^Hay interés general en castigar á Aniram 
de?ii Si; porque interés general es aquel que se re* 
fiere á muchos ; es el interés social y la sociedad ecua- 
toriana está interesada on castigar al que la ofendió 
qotsl un crimen y aiin la insultó fuera de la patria; 
Hay interés general^ porque la humanidad toda, que 
es el interés más general que existe, castiga siempre 
al criminal que en su seno se esconde. 

Cuartas ([¿Pttede el Verú consentir en la extradidM 
de Andrade^ cuando la justicia^ la humanidad^ la bue* 
na política, como dke BluntshcU, se juntan hoy para 
'pedirle que acuerde asilo y protección á ese refugiado? > 
Jb'also/todo esto es falso, señor socio ilustrado. 

£1 Perú no sólo puede, sino que debe^ atender al 
pedido; porque el Perú, (y fíjese el socio que ofende 
á su patria) no es una nacidn que desea el aumento 
de habitantes con personas como los refugiados por 
asesinato etc. El Perú debe entregarlo porque la jus^ 
tida exige la entrega del criminal; porque la hunui^ 
nidad no permite en su seno criminales impunes; por 
que como dice Bluntscli, ^el interés general exige que 
los asesinos, grandes falsificadores y ladrones sean cas- 
tigadosji 

Quinta y última: jj^ lealj es noble, prostituir opi- 
niones agenas, con el objeto de adular á déspotas, de 
sacrificar á padres de familia? í> Si ajuicio del hon- 
radísimo y noble defensor de Andrade, cree que el 
Corresponsal de ^El Globo, J> ha falseado opiniones de 
autores de Derecho, abra el Derecho Internacional 
de Diez de Medina-S." edición del año 8S y lea el pá^ 
rrafo 30, páginas» 91 á 95 y se convencerá de que 
no acostumbra prostituir opiniones ni falsear citaa 
i^mo el socio lo ha hecho; allí verá que el distingui* 
Hq Dm de Me4inftt afinua que Bluntshchli, (^reco^ 



Hoceí 6n io absoluto el derecho de extradición pafa di 
caso de orimenes grandes, etc., etc. 

En cuanto al consejito que se permite dar á la G^a¿ 
ceta Judicial órgano del Ilustre Cuerpo de Abogadoi^ 
para que no inserte ó transcriba correspondetícias, 
ha merecido señor eocio^ el desprecio del sUencio! 

Aquello de adulador de déspotas y sacrificador dé 
padres de familia^ mal puede serlo quien como El Oo* 
rresponsal es estraño á la política ecuatoriana} y lo 
segundo, menos; pues en tal caso, el juez, y todos 
los funcionarios del Poder Judicial, serían sacrifica- 
dores cuando castigan, absurdo que sdló al soda de¿ 
fensor de Andrade se le ocurre^ 

Todo esto, y má^ podría contestar, sefior Director, 
á mi impugnador^ pero he resuelto dejar ladrar á los 
que de hacerlo tienen gusto. Antes mucho honor 
oreo haber dado al paladín de Andrade con haberle 
dedicado estas líneas en perjuicio de mejores asuntas • 
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HiUtoxial de "BI Velograma" de Quito del 23 de Mayo de 18dl. 

JEl Diario Judicial de Lima publica en el N^ 290 
una larga representación que elevan los mienbros 
del ^'Circulo literario" al Presidente del Perú pidién^ 
dolé que niegue la extradición de Boberto Andrade, 
por tres razones, que deslíe en un mar de palabras 
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1^ El crimen cometido por Andrade es conexo cotí üü 
crimen político y en este caso no se puede conoeder 
eiLtradiciÓQs 2^ El Perú en sn política no concede ex* 
tradición por crimen político y S*" Él crimen de An^^ 
drade está prescristo. 

Para probar la primera raíón no aduce otros fun- 
damentos internacionales que el desahuciado tratado 
de eltradición que existió entire el Ecuador y el Pe- 
tú; el del Congreso de Montevideo y la aserción dé 
que esta es la doctrina común * Pero si el tratado de ex- 
tradición celebrado entre el Ecuador y el Perú el 20 
de Octubre de 1874 fué; desahuciado por el Perú (no 
por el Ecuador como lo aseguran los solioisitantes) 
en 1888 este tratado no rige, no tiene fuersa alguna 
obligatoria y no puede citarse masque de alguna cues^ 
tidn teórica ó histórica, pero jamás en un hecho prác- 
tico y concreto. El Congreso de Montevideo nada tie- 
ne que ver en el asunto parque sólo contiene bases 
para los tratadosquecelebren las Repúblicas Sud-Ame 
ricanas, y no habiendo todavía celebrado el Perú con 
el Ecuador, aquellas baces repetimos sirven sólo pars^ 
estudios teóricos ó históricos, más no son obligatorias 
á los dos Estados; mientras que el tratado de eitra-' 
dición del Perú con Béijica, ese sí, consagra el prin- 
cipio de que el asesinato del Jefe de un Estado cons- 
tituye delito común. Si el Perú es consecuente, si san^ 
ciona principios y no caprichos en sus tratados^ como 
felizmente lo hace por ser un país culto, ilustrado 
y pensador, es claro que el principio, la verdad reco- 
nocida por él en el tratado con Bélgicfa será siempre 
y en toda ocasión considerado por el Perú como una 
verdad, que no puede cambiar de natur aleza cuando 
se trata de una Nación Vecina y amiga. 

La ley del 28 de octubre de 1888 que cita el ^^Cir-' 



enlo Literario'^ en defeasa de Andrade, bo está sin 
duda en vigencia^ porque de otro modo no puede expli- 
carse que,existienao una ley peruana que prohibiera la 
extradición del criminal» ouando el crimen se ha per- 
petrado junto con otro de carácter meramente político, 
haya violado la ley en el tratado con Béljica, celebrado 
un año después. Luego^ó laley no estuTo vigente cuan 
do celebró el tratado^ó el Congreso Peruano la derogó 
después del tratado para dar áéste fuerza obligatoria» 
como se hace siempre que se estipula algo que está 
en contradicción con la legislación nacional; pues los 
tratados forman una parte de la legislación y no pue- 
de ésta disponer dos cosas enteramente contra- 
rías. 

Se dice que la política del Perú ha sido contraria 
á la extradición, pero esto aparece en pugna con 
la opinión de varios publicistas notables del Ferd y 
con no pocas peticiones de extradición que el Qabi- 
nete peruano ha entablado ante las Bepúblicas- veci- 
nas. Los publicistas peruanos Arenas y Quimper des- 
mienten esta supuesta política del Gabinete perua- 
no y la extradición de Gómez Oanevaro indiciado 
en el asesinato del Sr. Pardo, manifiesta que la 
proposición sentada por el * 'Gírenlo Literario" no al- 
canza la extensión que el referido Oírculo le da. 

Bn lo relativo i prescripción repetimos lo dicho 
en el N'' 449 de E¿ Telegrama, porque allí manifes- 
tamos que la ley ecuatoriana considera interumpida 
la prescripción con toda diligencia actuada en el pro- 
ceso, y la última en el de Andrade no pasa de 4 años 
cuando él Código Penal exige 10 para la prescrip- 
ción, siempre que el indicado haya observado buena 
conducta y no haya sido contumaz. Y que Andrade 
ha sido contumaB y ha predicado siempre la legiti- 
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iniciad del asesinato, lo cual no es baená condnotai 
prnébanlo sus libelos. 

No tenemos á la vista el Cddigq Penal peruano, 
pero recordamos muy bien que exige 8 años para la 
prescripción y los Señores del Circulo Literario, sin 
duda porque no tuvieron tampoco . á la vista el refe- 
rido Código, creen que el plazo es solo de 5 años. 

Encontramos también en la petición del Oírculo 
literario otro motivo alegado para que el Gabinete 
peruano niegue la extradición de ^drade pero de 
propósito no lo enumeramos entre los primeros por- 
que, en vez de ser una de las razones para negar la 
extradición, es una coüf esión iinpUcita de que An- 
drade se halla au el caso de ser entregado para cum- 
plir con la justicia y las prescripciones casi genera- 
les del Derecho de Gentes. Hela aquí: 

^La participación de Andrade en el ase&inato de 
García Moreno no fué directa dice el Circulo» y por 
tanto no puede aplicársele la pena en su último tér- 
mino". 

Si para defender á Roberto Andrade ha creído el 
Círculo necesario negar la participación directa., es 
claro que si ella es cierta, el Círomo conñesa impli- 
citablemente que la causa de Andrade está perdida; 
y Andrade tiene confesado que did un balazo en la 
frente á García Moreno, luego tuvo participación 
directa, y se halla en el caso de extradicióo, según 
la doctrina sentada implícitamente por el Círculo. 

No es extraño que ios mieoibrosdel mismo círcu- 
lo de Andrade le defiendan, pero el Gabinete de Li- 
ma resolverá según los principios ganeralmente ad'* 
mitidos del Derecho de Gentes. 

Dícese que uno de los últimos libelos de Andrade, 
es la causa déla demanda dé extradicoión. 



Pero ¿no 60 un hecho innegahle qne ha estado es- 
cribiendo libelos infamatorios desde tiempos atrás, y 
que ha cuidado de repetir periódicamente sus im- 
posturas y calumnias, porque i la gloria que reivin- 
dicAde ''asesino" ha querido añadir la de vil libe- 
lista T CAIiüHNIADOB? 

Ahí está la réplica con que indebidamente le 
honró El Uacional de 1887 para probar que sus dia- 
tribas y calumnias no datan de ayer. 

¿Había escrito estas, cuando el Oobierono del Sr. 
Gaamafio pidió su extradición á Colombia? 

Si no se pidió su estradición antes era porque en 
nineuno de esos libelos /^ue sepamos, había alardea- 
do del crimen como lo hizo en su carta á la Revista 
Masónica de lima y en el infame libelo posterior 
(cuyo nombre no recordamos) del cual citó El Tele» 
grama recientemente un párrafo que ha excitado la 
indignación de todo el que no ha perdido todo sen- 
timiento de honofi de moralidad^ de justicia. 

Por ese alarde del crimen , no por sos {^roseras im - 
posturas, ni su lenguaje soez y tabernario, se ha pe- 
dido la extradición de ese reo prófugo, que sería ra- 
cimo de horca en la República Modelo, como lo fae- 
ron los acesinos de Lincoln y el del Presidente Gar- 
fíeld. Guando los miserables hacen gala y propagan- 
da del crimen, la vindicta pública no puede menos 
de clamar por que la ley caiga inexorable sobre su 
cabeaa reproba. 
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LA EXTRADICIÓN DB ROBERTO ANDBADB 



Se "El Telegrama" de dnito, reprodtiddo eñ ''II Oomeroio" de 

Lima de Jtuüo 18 de 189L 

El periódico radioal que se publica en Quito, ase- 
gura que es la renganza personal la que ha motiva- 
do la extradición de Andrade, pues habiendo éste 
reo prófugo insultado y calumniado gratuitamente 
á ciudadanos y magistrados distinguidos del Ecua- 
dor, les ha parecido á los compañeros de Andrade 
cosa muy verdadera y hecho muy natural que los 
insultados busquen la venganza. Todo hombre juz- 
ga á los demás por lo que él piensa y por esto los 
bandidos creen que todos son asaltadores en cami- 
nos públicos y malhechores de profesión; no, seño- 
res, no ha sido la venganza la que motivó la extra- 
dición, fué el deber imperioso que tiene la autori- 
dad de refrenar á los que se jactan de sus crímenes, 
envenenando con éste hecho punible á la sociedad. 

Mientras Andrade se limitó á insultar á los Ma- 
gistrados ecuatorianos; éstos despreciaron los insul- 
tos y .compadecieron al delincuente, porque si es ver- 
dad que los insultos á las personas constituidas, en 
dignidad, lacrean también á la sociedad, pero tocan 
más de cerca al individuo y éste puede y aún debe 
perdonar; no asi cuando sin limitarse á insultar pre- 
dica el crfmen ó busca prosélitos, porque entonces 
es un deber ineludible reprimir al que tal hace. 

Si el Presidente de la República pidiera la extra- 
dición de los que le insultan y calumnian, habría 
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pedido ya la de algunos de los Redactores de los pe- 
riddicos de mala ley, que hoy charlan ostentando el 
valor de Joaquín Murat, ai reconvenir á Napoleón 
el Grande, cuando en épocas no muy lejanas, ha- 
brían perdido d uso de la palabra y censuraban á 
k>8 Presidentes allá donde nadie les oyera. ¿De 
dónde provienen esta diferencia? de que el señor 
Flores no repara en sacrificarse por sostener la li- 
bertad de la prensa, sabe que hay almas viles y fan- 
gosas que abusan del favor que reciben y viveras 
que hincan el colmillo venenoso en la mano que los 
ampara para devolverles la vida que la tenían casi 
perdida por los varazos que le habían sacudido. Pero 
si por estos pocos se hiciera enmudecer á los demás 
hombres, cultos y probos, entonces toda reforma, 
toda libertad legal serian imposibles. 

La tolerancia del señor Elores respecto de sus 
enemigos es herencia paterna muy proverbial en el 
Ecuador^ ha dado pruebas muy clásicas de ella y ha 
llegado al extremo de ser también objeto de censu- 
ra, pues no ignoran estos caballeros que sus enemi- 
gos politices aseguran que el rigor es el único medio 
de moderarlos. 

Los radicales que insultan al señor Flores,no caen 
en la cuenta de que con sus insultos groseros y soe* 
ees enseñan á los Presidentes que vendrán, que no 
es la moderación, la tolerancia, la cultura y el res- 
peto á las libertades públicas, la norma que deban 
seguir qara con ellos. La prudencia y moderación de 
los gobernados^ decia un orador inglés, es la que per- 
fecciona los Gobiernos. 
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k L08 DftTRAOToRU DEL XXOSLBKTÍSIMÓ DOCTOR 

ANTONIO TLOBBS. 

Los enemigos j arados de toda autoridad, han pre- 
tendido herir al Presidente de la República, asega- 
garando qne Véscones estoTO en Lima y que aotnal- 
mente está en Ten^uel; y que sin embaído no se ha 
pedido la extradición, habiendo solicitado la de An- 
drade sólo por venganza personal, proveniente de 
los libelos lanzados por Andrade contra S. E. 

Aún cuando los hechos asererados por ellos, fue- 
sen ciertos y conocidos por el Presidente^ lo caal no 
es cierto, hay gran diferencia entre el asesinato pre- 
meditado con mucho tiempo de acticipación y me- 
ramentegratuito, sin que la víctima haya dado mo- 
tivo alguno de odio ni provocación, y el homicidio 
casual, acontecido en un momento de confusión en 
que agredido y cercado por todas partes, creyó que 
nabía llegado para él el caso de la justa defensa. 
Hay también diferencia entre el que propala su cri- 
men á los cuatro vientos y establece cátedra de in- 
moralidad y de crimen, y el que, víctima de una 
desgracia, la llora en silencio y la espía en el traba- 
jo honrado y la soledad. 

El Presidente, repetimos por última vez, jamás ha 
dado pruebas de venganza personal, pues siempre 
ha despreciado las injurias y aún las ha perdonado 
noblemente; y si ha pedido la extradición de Andra- 
de ha sido porque es un escándalo intolerable que 
un asesino corrompa la sociedad con groseros sons- 
mas 7 la más descarada audacia empleados para ma- 
nifestar que el asesinato es justo, santo, digno de 
elogio y de imitadores. De esta escuela de Andra- 
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¿6; salieron González y sus cdmplioeB que atentaron 
contra la rida del Presidente Oaamafio. Es necesa- 
rio cerrar esa cátedra de asesinato y dar garantias á 
los Magistrados y á los ciudadanos, reprimiendo con 
toda la fuerza de la ley la perversidad de los malva- 
dos y de sus corrompidos defensores, á quienes si 
continúan en su apostolado del crimen, no se les 
contestará de boy más que con la acción eficaz de 
la justicia y de la ley. 




De "El Telegrama" de Cluito del 2 de Junio y reproduoldo en 
'*S1 Comercio" de Iiima del 18 de Junio de 1891. 

Esto se está verificando en la cuestión entrega de 
Andrade« Esto manifiesta que los liberales y anar- 
quistas defienden mida causa; porque el que se nie- 
ga á la evidencia de los becbos, el que arguye á cien- 
cia cierta contra la verdad y el que repite un argu- 
mento pulverizado años bá por los defensorea de la 
verdad, argayo por pasión» por conveniencia perso- 
nal, por interés mal entendido. 

Guando Newton demostraba el principio de gra- 
vedad, los enemigos apasionados del error le des* 
mentían|asegur ando que la inercia, era el estado na- 
tural de los cuerpos. - 

CFaliléo predicó el sistemado Oopémioo, y los que 
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redbf an sneldoB en los Colegios y universidades por 
enseñar €¡L de Tyoho Brahe estaban interesados en 
que la tierra no se moviese y contestaban á los arga* 
mentes veracísimos de Oalileo: la tierra es estaUe« 
— Bastiat les demuestra que riqueza es todo lo que 
presta un servicio y ellos le muestran un duro y le 
contestan; esto es riqueza porque es lo positivo. 

Asi los del mismo círculo de Roberto Andrade re- 
piten todavía por la centésima vez en La Integbi-^ 
DAD de Lima y en algunos periódicos de Qaito y 
Guayaquil los mismo argumentos y los mismo he- 
chos, á pesar de estar victoriosamente contestados 
los primeros y desmentidos los segundos. 

«El asesinato no es malo cuando se ha perpetrado 
por motivos y conveniencias políticas» 

o: El asesino político no está sujeto á la extradi- 
ción. 

<E1 adelanto moderno concede asilo á todos los 
delincuentes, excepto, á los piratas. 

dGarcía Moreno pudo y debió ser asesümdo por- 
que fué tirano. 

o: Andrade, no hizo otra cosa (dice La Intbgri- 
DAD,) que ceder á la irresistible elocuencia de Mon- 
talTO que pedía el asesinato de García Moreno. 

<c£l crimen de Andrade fué paramente político. 

«Aunque hubiera sido común y sujeto á extradi- 
ción eatá ya prescrito. 

«cSin tratado previo no puede haber extridi- 
oión.» 

Todo esto es para ellos un dogma radical cuya 
creencia obliga á toda la humanidad, y los que se 
niegan á creer lo que Dios ha revelado pretende que 
los demás hombres les crean á ellos sin exigir la prue- 
ba de sus asertos. El Derecho naturali elle Grates, 



k fgfótt ttidmft dMaparecen ante elloa y lú nagto 
M erailm en Uanoo. £3 asesinato no es pnnible por* 
qw profesan la doctrina brahamátiea y aaegny^n 
que d asesinato no ea nada; nada la TÍda ó la mner«- 
te; modifioaoiones pasageras del ente hnmaio qne ao 
orean ni destruyen, £1 alma es inmortali el aseáno 
ao haee más que quitarle de encima un vestido tie^ 
jo. Ikni Estados deben ser los ocultadores de loe crí- 
menes más atroces; un puñado de ecuatorianos pue« 
de desmentir al millón de habitantes que tiene la 
República y calificar de tirano al Magistrado más 
justamente querido y IknF&do por sus oondudadanos. 
ir por mas que la ley no interrumpa la prescripcickr 
en ciertos oasos, ellos aseguran que es falso» 

Cuando la lógioa y la luz de los hechos los aprie- 
tan, reourren al insulto ó á la mentira. 

Dejando, pues, de repetir las contestaciones da* 
das á los argumentos pulverizados ya, analicemos 
los que tienen alguna novedad y desmintamos las 
nuevas falsedades» 

«La cansa generadora del delito cometido por 
An^?ade, dice en La Ihtegbidad un socio del ck' 
ctdo literario de Andrade, fué el folleto de Montalvo 
úixxlaáo IHctadura perpetua; pues el joven patriota 
no puede resistir á la elocuencia del viejo Flutar^ 
eo.9 

¿Qué razón! Bi el no poder resistir auna pa- 
sión, á la insinuación de un amigo, á la elocuencia 
de un tribuno, á las persuaciones de un enemigo de 
la victima^ fueran causa de justificación del asesina- 
to, el incendio ó el robo, no quedarían actos puni- 
bles en la humanidad porque no hay un sólo hecho 
criminal que no provengan de la pasión; pero ¿dón- 
de queda el carácter de sor racwnal qae distingue 
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al liomtKre de los aniooLales? ¿Para qaé sirra la raioti 
si hemoa de ceder 4 caalquier meinuaeión mala? 
¿ Qué distinción hay entonces entro lo baéno y io 
malo, lo jnsto y io injusto? Según los principios de 
La iN^rfiORiDAD. (¡Qué ItbgridadI ),hÍBO bien D.Qui* 
jote cuando arrenoietióá los guardas de la Hermán*' 
dad y. puso en libertad - al que iba á galeras por- á|» 
ganoa estupros ^ adulterios; pues no había podido, 
resistir á las ínsmuaciones de una pasión tan bella 
y generosa como el amor. 

Asegura también el socio, del mismo círculo de 
Andrade^ que está vigente ""la ley peruana de 23 de 
Octubre de 1888 que ni^ga la extradición, y pocos 
párrafos después asegura que habiendo cometido 
Andradeel asesinato en 1875 no debe aplicársele la 
ley ds 1888, porque las leyes no tienen efecto retro. 
a(¿ivo* Luegoá qué nos quedarnos: ¿se le aplica la 
ley de 1888 ó bó se le aplica? Se resuelve la extra- 
dición trayendo á la cuenta la ley del 88 anterior al 
delito y se niega la extradioídn dando efecto retroac* 
tivo á la ley, según confesión del Círculo Literario ^ 
6 la negativa no se funda en disposicidn alguna le- 
gal? 

Pero lo más reprensible en el socio del Circulo Li» 
teraria es la falsía con que cita á don Joaquín Fran- 
cisco Pacheco^ porque después de copiar con comit 
lias lo que dice este tratadista en la lección décima 
de los «Estudios de Derecho Penab al clasificar los 
delitos públicos, los privados y los políticos, oonolu- 
e la cita ya sin comillas porque un resto de pudor 
e ha detenido, poniendo en boca de este criminalis- 
ta la siguiente frase truncada: cAlgo más: reconoce 
como delito político e¿ amínofo con ms incidencias y 
preparacionesy dei mandatario supremo.* Lo que Pa* 
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obeeo sostiene en toda la lecdón ü&déoiína olara y 
termiiiaatemente es la doctrina de qne los delitos 
oommies no dejan de ser tales ni de ser punibles 
porque vayan acompañados de los políticos^ Por es- 
to en el § 2.'' de la Iecci<ki undécima dice al enume^ 
rar los delitos políticos.- cTales son la conspiracióny 
la asonada, el motin» Ha asonada y motin politicosi 
pues es posible.qüe los naya de otro gé^ro), «la in- 
surrección, la sublevación militar y aun el asesinato 
político con stis incidencias y preparaciones^ si bien 
este ofrece una mezcla de delito privado, que bastar' 
dea su carácter y lie constituye en una sitiuición espe- 
dal.^ 

¿ Qué puede esperarse de una causa que necesita 
de la falsedad para ser defendida?. 

¿Qué podrá juzgarse de tales defensores? lo que 
ellos mismos aseguran. — Que son del mismo círculo 
de Andrade. 
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Beproducido en "La Opinión Nadonal/' de Lima- 

¡Asi ha dicho magistralmente el «Diario de Avi- 
sos» de jGruayaquil ! ^Retrocedemos; sí, retrocede- 
mos» repite: tal es el grito involuntario de nuestra 



J 



oondenda ante el aterrador fantasma da la eztradU 
eión por delítoa polítícoa^ que en adelante t<Hio$ se» 
zán atrocest Gomanesl!» 

^PoY qué pregnotamos nosotros, por qué se alar«* 
ma inyolantariamente la oondencia de los SEL BB. 
del «Diario de Atísos»? ¿Es por el aimradar fan^ 
tamna de la extradición de Beberto Andrade que 
nuestro Gabinete ha solicitado del gobierno del Perúf 
No oreemos que los BB. tengan su razón especial 
para alarmarse por este inddente; porque jamás la 
peMpeetiya del oastigo para el crimen puede causar 
alarma á la conciencia de los hombres de bien « 

Nosotros si pedemos decir, al leer los artioulos 
del «Diario» y de algunos otros periódicos, Betroce- 
demos! Nuestra conciencia se alarma justamente 
ante el extravio del criterio moral de los que opi- 
nan que la punibilidad del crimen está en razón in^ 
versa de la categoría del criminal. Oon que ¡si se 
tratare de un asesiw vulgar, bien, muy bien estaría 
la extradición; el aDlario de Avisos» la aplandiría; 
pero tratándose de un asesino no vulgar, atrás la 
extradición ! Ennoblecer el puñal del bandido por 
la mano que lo blando, es el colmo de la inmorali- 
dad, es el desconocimiento de toda noción de jus- 
ticia, 

Habéis dicho, SS. BB. que ''está probado de va- 
rios modos que el nefando crimen (no el delito) del 
6 de agosto fué político''. ¿De dónde habéis sacado 
esas pruebas, cuando Europa, América, el mundo 
entero ha dicho que ese fué un crimen monstruoso? 
¿Qué es lo que vosotros entendéis por crimen políti- 
co? ¿Guál es vuestra norma para calificar un crimen 
de meramente politioo ¿Será suficiente para calificarlo 
de tal, que el hecho se ejecutase pronunciando la 



ptíabn potüieaf 6 que se diga q«# al eJMotezlo se 
tuvo ea mira un fin politloo? ;0 acaso, el aoasinato 
de los magistrados es lo que ñamáis crimen polítí-^ 
tico? Si. esto es lo que habéis dicho, entoxiees los 
gobernantes de todos los pueblos están declarados 
por vosotros fuera de la ley; y sus vidas, puestss 
asi á disposidÓD de la turbulenta dsmagojia, son 
una baratija ante vuestra ecMoiencía, tan ^¿1 para 
alarmarse. 

Si los execrables autores del escandaloso atentado 
del 25 de setiembre del año de 1896 hubiesen hun- 
dido sus puñales al grito de o: Viva la libertad,» en 
el magnánimo coraadn del inmortal Bolívar ¿voso^ 
sotaros habríais tenido á esos monstruos de ingrati- 
tud y perfidia por crimiDalea políticos? ¿Fué i vues*» 
tros ojos, úrímen político la ¿agedia sangrienta de 
Berrueeos; y Erazo y Murillo, fueron delincuentes 
políticos? ¿Crímenes políticos llamáis, acaso el ase- 
sinato del inspirado bardo granadino don Julio Ar- 
boleda? ¿Orímen político seríala infame encrucijada 
que puso término á la vida del malogrado Piedrahi** 
ta? y ¿seria crimen político el horrendo y sacrilego 
eaivenenamiento del virtuoso Arzobispo de Quito» 
porque sus autores tuvieron en mira al ejecutarlo, 

un fin político? {Ah! SS« del «Diario de Avisos»; 

reowrred la larga lista de estos crímenes que voso^ 
tros queréis llamar políticos, y horrorizaos (mt$ las 
monstruosas consecuencias que se derivarían de 
vuestro principio. Vosotros, sostenéis: que en polí- 
tica no ñap crímines Hno errores i y como los errores 
no son justificables, proclamáis en definitiva, la im- 
punidad de los asesinos de los varones ilustres* 

Pero^ es cierto: ya lo recordamos! Vosotros entráis 
en cuenta la aloumiai la significacito del aeesino. 



para atonuMr 6 miñ bien dichOi para jusiiflear el 
asesinato. ¡Nada os importa que la vietiina sea ilus- 
tre, oon tal de que el victimario uo sea vulgar I 

llnconseouentesl .....DeoU, que los eriminales 

vulgares, ó oomunes, expiaron su crimen, el 6 de 
i^osto; y iquereis qne uno de los compañeros de esos 
asesinos vidgarei ne eBOhpe de la expiación! Ccmfia- 
sais la criminalidad del hecho en los que lo expiaron 
en el cadalso, y [negáis esa criminalidad cuando se 
trata de Reberto Andrade! 

Ei asesino poM tico, con cualquiera nombre que se 
le llame, cualesquiera que sea su convicción, por 
encumbrada que sea su gerarquía, no deja de ser 
un asesino. Roberto Andrade, por mucha que sea 
la significación que queráis darle; por mucho de 
bueno qtie de él queráis decir, no pasa de ser un 
Tararira (1) ó un Troupman; y como Tararira y co^ 
mo Troupman está sujeto á la acción de la justicia 
y á la sanción de las leyes. 

Si bastase aeojerse al salvavida de la política pa- 
ra escusar el crimen , para hacerlo degenerar y el la- 
drón que asecha á su víctima, daría el golpe de gra- 
cia al son de un himno de la libertad y hétele allí 
delincuente pdítico: el incendiario, el envenenador, 
y I hasta el pirata! llegarían á ser delincuentes poli- 
ticos, salvo, se entiende, vuestra excepción de vul- 
garidad. No: no proclaméis muy en alto vuestra 

(1^ Tararira, hombre de color, turaao comprado para asesi- 
nar á nn joven Terrasova, de 6oayaj[üil. Muchos de los jóve* 
nes Gvayaquileños formaron la cSooiedad de la Tamba» para 

})er6egQÍr al sscsído; y por las diligencias de la Sociedad, éste 
né capturada en un lugar del P«rá, oonduoido á Guayaquil» 
juzgado y castigado* 
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doctrina; porque la «oetedad oane pdigra «I oa Hé^ 
gaéen á oír Ioiei nudheoliorea. 

¡La política, la política! ^áate es el manto oen él 
cuál mticfaoB: perversos quicen cabrir sus deavíos* 
Ffeguntad á algunos de los qUe, por hechos atroces, 
están fuera de la Bepúfalica^ ;pr6guntadle8 la cansa 
por la cual est4n ausentes dei suelo ecuatoriano, y 
de seguró oa contestarán, por la polítioi. {Hasta 
rufián hf mos conocido en la cárcel que atrilmiá su 
prisión ala política...* «.:....••! 

Decís que el polvo del olvido ha cubierto la mef 
moria d^l crimen del 6 de i^osto. Esto no es cierto; 
Hay hechos sobre los cuales puede poco la ^pesada 
losa del olvido: hay crímenes cuya m^n^ria se transa 
mite de generación en generación^ que no se olvi« 
dan al travez de los tiraipos; j criminales hay á 
quienes la historia marca con estigma indeleble. 

¿Quién no excecra la memoria de los asesinos de 
Berruecos? ¿Quién no recuerda agradecido al héroe 
que con los golpes de su espada victoriosa selló en 
Ayaimcho la libertad de un mundo? ¿Quién ha olvi- 
dado á la mausa paloma qué se convirtió en león 
formidable cuando vio amenazados los derechos de 

la Religión y de la Iglesia... ? 

No; el polvo del olvido no ha cubierto el recuerdo 
del negro crimen del 6 de agosto: del corazdn de los 
ecuatorianos no se ha borrado la gratitud que se de- 
be á García el Grande: la memoria de este egrejio 
Magistrado está escrita en las rocas graníticas de 
nuestras cordilleras, en los árboles seculares de 
nuestras selvas, en las cúpulas de nuestros edificios^ 
en la historia de la patria: su pérdida se lamenta hoy 
como el primer día; hasta por muchos de aquelloB 
que f Qwon sus dnemigos« Sus asednos llevan sobre 



if Im ualdioioMs drloi hombiei da Mra, y pof «é^ 
to quieren aturdirse vasagloriáiidoM del orfinen* No} 
lio oahiiiiiiieis á la patria^ porque la patria Uoiá, y 
llorará la pedida del más grrade de sus liijos. 

T I vosotros^ S& BB, del cDiario de Avisos» lé* 
moréis su tumba é iaeultais su memoria venerada 
para defender á Boberto Andradel Qoe osle se Jas* 
te oon fanfarronería de su erimen: que se ensañe 
misecabiemente oontra la memoria de tn ilustre vio 
tima^ como lo hizo ¡cobarde! contra m euerpo ya 
cadáver, se explica: necesita aeallar el grito de la 
historia que le dice [ Asesino! ¡asesinol t^^MsinoI 

¿Pero Yosotroe? (Queréis también ensordeoer 

al universo? Os engañáis.. •« No sois competentes 

para medir con vuestro extraviado eritmio la talla 
de esa figura colosal, á la que el voto unánime del 
Ecuador y la acorde opinión del viejo j nuevo mon^ 
do han colocado en el templo de la inmortalidad: 
vosotros no alcansais á distinguir con vuestros o^ 
la magestuosa frente da ese jiganto. 

<i:QBÍnee años de e!rpatriacidn^ decis, ¿no swán 
una expiación sufioiente del delito de Andrade^» 
¿Gonvenis entonces, en que Andrade es delincuente? 
¿Convenís en ello? Pues bíena leed los artículos 108 
y 116 del Oddigo Penal y allí encontrareis la con* 
testación á vuestra pregunta. 

Diez ates necesitaba vuestra protejido^ contados 
deede la úkima diligencña jadieial hecha el año de 
86, pasar fuera de la Aepáblica para que la ley co» 
rriese ua velo sobre su crimen; pero diei sfios de 
verdadera expiación, de observar bu^ui conducta* 
¿Vuestro am^o la ha observado? No^ Andrade cen 
descaro insolente^ ha escarnecido el dseoro de Una- 
eiite que le dio el ser* Bl Perú, la América éí mío* 






do entero, saben como se venera en el Ecuador la 
memoria de Ourc^a Moreiip; sftbea 99Q dol millón 
de individuos que pueblan nuestiro suelo los nove- 
cientos noyenta y nueve mil rinden el hoAienáje de- 
bido á sus grades virtudesi y la oonduota de An- 
drade ha sido una constante injuria á este justisinio 
sentimiento de la patria. ¿Qué habría dicho el Pe- 
rú, la América y todo ol mundo al vearquelos ecua- 
torianos toleraban impasibles el reto que el criminal 
les lanzaba desde eztrangero suelo? ¿Quá se habría 
dicho del Gobierno que, preciándose de justo, tole- 
rase tal ultraje á la justicia? 

Asi, pues, no es por venganza, como lo decis^ ni 
por imponer silencio á la vocinglería calumniosa de 
AndradO; que nuestro gobierno ha pedido la extrae 
dioión del famoso asesino: ea, por un deber de jus- 
ticia; es, por que la moral, la dignidad de la nación 
y la recta conciencia del Excmo, señor Elores éxi- 
jían de él el cumplimiento de este deber. 

El derecho al asilo es imperfecto: la costumbre 
lo ha introducido en el Derecho Initemacionali pe** 
ro limitándolo á los casos que no vayan acompañados 
de eircumtancias graves. Y en-el interés de las na- 
ciones está el restrínjirlo en lo posible; porqae no 
es útil ni decoroso para un estado poblar su suelo 
con huéspedes cuya ejecutoría conste en los archi- 
vos criminales del país de los asilados. Hué^spedes 
como Andrade son peligrosos. La apoteosis del pu- 
ñal de la salud, hecha por quién ha manejado ese 
puñal, en un país en donde las sombras de Balta y 
Pardo constan 'la existencia de las excepsionea si- 
niestras que nosotros lamentamos en 75 no garan- 
tiza en manera alguna la vida de sus gobernauteB. 
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So "SI Telegrama" de anito, Noe. m y 482. 

« 

El Diario de Avisos publica la correspondencia 
del señor Miguel Aristizabal, de Panamá, á don Bo- 
berto Andrade, en la que dice le manda copia del 
auto diotado en 1885 por la Oórte Federal de Colom- 
bia para probar que la referida Oórte califiod de de- 
lito político el asesinato perpetradci en la persona 
del señor García Moreno y que por esto negó la ex* 
tradición de Andrade. 

Sin responder de la exactitud de la copia ni acep- 
tar el mérito legal y la autenticidad de ella, la re- 
producimos á continuación para manifestar que el 
señor Aristizabal no la leyó, ó á sabiendas incurrió 
en una impropiedad; pues la Oorte revocó el auto 
del Juez de Pasto, porque dijo que según la cláusu- 
la 2.^ del Tratado de 1856 era necesario para la ex- 
tradición que la solicitud del Juez viniese acompa- 
ñada del comprobante que según las leyes del país en 
que haya ocurrido el hecho ó el delito sea suficiente á 
justificar el arresto ó enjuiciamiento ^ y que el Juez 
Letrado de Quito no babía remitido siquiera el ve- 
redicto del Jurado que declaró haber lugar á for- 
mación de causa. 

No impugnamos los fundamentos del auto de la 
Górte ni disputamos la justicia de la parte resoluti- 
va ya porque las contradicciones de los primeros y 
la irregularidad de la seganda los conocerá muy fá- 
cilmente el lector; ya porque no es del caso tal im- 
pugnación cuando el Honorable señor Ministro de 
Belaciones Exteriores del Ecuador ha cuidado de 
mandar al Gabinete del Perú no sólo el auto moti- 
vado y el veredicto del Jurado sino toda la pruebaí 
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para allanar toda dificultad qne pudiese encontrar 
en lima la extradición de Andrade. 

Hé aquí el Mto de la Corte Eederal de Colombia. 
Corte Suprema Federal.— Bogotá, veinte y cinco de 

Agosto de mil ochocientos ochenta y cinco. 

Vistos! — El Jnez del Circuito de Pasto, con fecha 
veinte y cinco de abril de este año» declaró que ha- 
bía lugar á la extradición de Boberto Andrade, re- 
sidente en Fasto» contra quien, en la República del 
Ecuador y en la provincia de Pichincha se declaró 
por auto del Juez de Letras, de fecha ocho de Octu- 
bre de mil ochocientos ochenta y tres, que había 1u- 
ga¡r á formación de causa contra Andrade por el de- 
lito de asesinato cometido en la persona de Gabriel 
García Moreno. 

De este auto se ocupa la Corte en consulta, según 
lo resuelto en cinco del presente mes. — Conforme á 
la Constitución y al Código Judicial corresponde á 
la Corte Suprema Federal conocer en última instan- 
cia de toda cuestión en que deban aplicárselas esti- 
pulaciones de los tratados públicos ó las prescrip- 
ciones del derecho internacional. 

Por esto el artículo 1890 del Cddigo Judicial man- 
da que en todo caso las resoluciones sobre extradi- 
ción de reos se consulte en la Cdrte. — ^Sustanciado, 
pues, este asunto en la Corte, es ya tiempo de dic- 
tar la resolución que le toca. Los hechos han ocu- 
rrido así: — El Juez 2,^ de Letras de la provincia de 
Pichincha en el Ecuador libró con fecha seis de ene- 
ro de este año un deprecatorio dirigido á cualquiera 
de los jueces de primera instancia en lo Criminal 
del Municipio de Pasto, en solicitud de la captura 
de los reos Boberto Andrade y Abelardo Móncayo, 



parft que con las tieguridádeÉ debidas, se léB téitti« 
tiera á Quito. 

En dicho exhorto ó deprecatorio^ %e insertd por 
todo documento idl auto de enjuiciamiento» que dioé 
así:— «Quito, ocho de octubre de mil ochocientos 
ochenta y tres, á las diez del día.— Vistos: De con- 
formidad con la declaratoria del jurado de acusa^ 
ción, y de acuerdo con lo que prescribe el artículo 
ciento setenta y tres del Oodigo de enjuiciamiónfos 
«n materia criminal, se declara que ha lu^ar á> fot- 
mación de causa contra Roberto Andrade y Abelar- 
do Moncayo, por él crimen dé asesinato cometido eñ 
la persona del Exorno, sefipr Gabriel García More* 
no. Redúzcaseles, pnes, á prisión constitucional- 
mente, nombren defensores si lo quieren y tómeseles 

su confesión i>La Corte Superiólr de Quito, 

con fecha ocho de agosto de mil ochocientos ochen- 
ta y cuatro, ^confirmó el auto anterior, según se ve 
del que también se insertó y dice:— «Vistos.— Son 
legales y están arreglados á los méritos del proceso 
los fundamentos del auto consultado.-- Por tanto se 
]e aprueba.» Este exhorto vino debidamente auten- 
ticado.— Como lo observa el señor procurador Gene- 
ral:— «Entre Colombia y el Ecuador no existe trata* 
do especial de extradición; pero el artículo 2.*» del 
tratado de amistad, comercio y navegación celebra- 
do entré las dos Repúblicas el nueve de julio de mil 
ochocientos cincuenta y seis^ la hace obligatoria en 
los términos allí prevenidos y con aplicación dé las 
reglas sancionadas por la práctica internacional ,i> 

El artículo citado por el señor Procuirador dice 
así;— c A fin de facilitar la administración dé justi^- 
ticiá y precaver contestaciones y redamaciones ca^ 
paces de alterar de alguna manera la buena corres- 



pondenidá f itnittad e^tre las Bepúblio&í»^ ha& con« 
venido y convienen las partes contratantea en 
devolverse reciprocamente los reos de incendio» de 
envenenamiento^ de felsifícación, de raptO; dé estu- 
pro violento, de piratería, de harto 6 robo, de abuso 
de confianza, de homicidio ó heridas ó contusiones 
graves con premeditación, alevosía^ ventaja, ó con 
cualquiera circunstancia especial de atrocidad, los 
deudores al Erario público y los deadores á parti- 
cu1a,res qué se refalaren de la uKia á otra Bepú- 
bliéa, 

Para tal devolttción se entenderán entre si los 
Juzgados y Tribunales, por medio ^e requistorio^ 
con^ espedñcacíión del comprobante que por las le^ 
yes del pais en que haya ocurrido el hecho ó el de- 
lito sea suficiente á justificar el arresto ó enjuicia^ 
miento, y en caso necesario ocurrirán el uno al otro 
los dos Gobiernos exigiendo la extradición del reo. 

En cuanto á los asilados por delitos puramente 
políticos, el Gobierno á quien interese podrá exigir 
que sean alejados, í más de quince miriámetros dé 
la fren tora.» 

La cuestión, pues, se reduce á ver si el requisito" 
rio de extradición está acompañado del comprobanto 
suficiente á justificar el enjuiciamiento, 

No basta que un Jurado (cuyo veredicto no ha 
venido) haya declarado con lugar á enjuiciamiento, 
y que el Juez y la Oórte hayan confirmado el vere- 
dicto;; es necesario saber en virtud de qué pruebas 
sé Jba procedido á declarar con lugar á seguimiento 
de causa 

Así por ejemplo, la extradición por heridas sólo 
tienen lugar cuando son graves; en este caso ade* 
«ráft ée ta prueba de la culpabilidad áú sindicado, 



seria necesario el reconocimiento de la herida prac- 
ticada por peritos* 

A pesar de que no es necesario extenderse más 
para fijar la inteligencia del Tratado» puesto que las 
palabras mismas de él son claras, conviene expre- 
sar además oue la iuteligencia qne se ha dado al ar- 
ticulo copiado en otra ocasión es la que la Corte le 
da hoy. 

El Tratado con Venezuela contieno el articulo Bj^ 
que es igual al 2,^ celebrado con ^el Ecuador y en el 
caso de la extradición de Eugenio Picos (Diario Ofi- 
cial número 5382) el Juez del Táchira acompañó 
las pruebas del delito y del delincuente, pruebas que 
examinó la Corte para decretar la extradición. 

La nación en cuyo territorio se encuentre la per- 
sona, motivo de la demanda de la extradición, apre- 
cia soberanamente las pruebas referentes á la crimi- 
nalidad del que se pretende extraer. 

Por tanto y de acuerdo con la opinión del señor 
Procurador General de la Nación, la Corte Suprema 
Federal^ administrando justicia en nombre de los Es- 
tados Unidos de Colombia y por autoridad de la ley, 
resuelve definitivamente negar la extradición de Ro- 
berto Andrade, solicitada por el Juez 2."" de Letras, 
de la provincia de Pichincha en el Ecuador, y con- 
tra quien dictó auto de proceder por el crimen de 
asesinato cometido en la persona de Gabriel Qarcia 
Moreno. 

Queda revocado el auto dictado por el Juez del 
Circuito de Pasto, el día veinte y cinco de abril de 
mil ochocientos ochenta y cinco. 

El presunto reo Roberto Andrade, debe ser pues- 
to en libertad. 

Dése aviso de esta resolución al Poder Ejecutivo 



de la Unión y por conducto de la Secretaría de Itela^ 
cienes Exteriores. 

Notífíqnese, publíquese, cópiese y deyuélvanse los 
autos. — Antonio Morales. — Andrés Lara. — Carlos 
Cafes.— Federico B. Bodriguez. — Milán Días. — Fia- 
vio González M. — Secretario, 

En veinte y seis de agosto de mil ochocientos 
ochenta y cinco, notifiqué el auto anterior al señor 
Procuraaor General y al apoderado. — Palau. — Bon- 
zález M.— Secretario.— Es copia conforme— Bogotá, 
veinte y seis do agosto de mil ochocientos ochenta 
y cmoo.—Flavio González M.— Secretario. 

Es copia fiel.— El Secretario General.— J. M, Say. 



Señor Fiscal de la Corte Suprema de Justicia de la 
República del Perú. 

Lima. 

En 5 tojas últimas os acompaño la copia que he 
pedido á la Secretaria General de la Gobernación de 
este Departamento debidamente autenticada por el 
señor Cónsul General de esa República, que no es 
otra cosa qne el fallo pronunciado por la Corte Su- 
prema de Isí República de Colombia en 26 de agosto 
de 1885, en el cual negó la extradición del ciudada- 
no ecaatoriano señor don Roberto Aadrade, solici- 
tada por el señor Juez de Letras de la provincia de 
Pichincha, en el Ecuador, contra quien había dicta- 
do auto de proceder por el supuesto delito de asesi- 
nato cometido en la persona del señor Gabriel Gar- 
cía Moreno; quedando así revocado el auto que había 



diotado el aeSior Jndz del Clrenito de Pasto qae es* 
taba en consonanoia con los deseos del Gobierno del 
Ecuador. 

No os entrañe esta Inesperada oomunioaoión. Bas* 
te decir quQ nací en el Ecuador y que me he edu- 
cado y creado en la ilustre Colombia» para tener la 
imperiosa necesidad de defender á los mártires de 
las libertades públicas, que es resultado de la ense- 
ñanza objetiva inculcada desde la adolescencia. 

El Ministro Público del precioso país de los Inca?, 
se ha colocado en este asunto á la altara de su deber. 
La ilustre Vista recaída á la ya celebre causa no 
deja nada que desear, y no dudoque el derecho triun- 
fará por sobre las ambiciones bastardas de los que 
visten luto por haber 'desaparecido muchos años há 
el padre de la tiranía. 

El sentido literal del fallo que os acompañó es 
nada más que la clasifícacidn soberana del delito 
imputado, (si delito fuese el de Guillermo Tell, li- 
bertador de la Suiza.) 

Los Tribunales del Ecuador califican á la Oons- 
piración del 6 de agosto de 1876 como delito común 
y la Corte de Bogotá mucho más ilustrada, ha re^ 
suelto que lo del señor Audrade á lo mas puede ser 
un delito político^ para los cuales no hay extradición. 

Os encarezco acompañéis todas las presentes dili* 
gencias al proceso todavía ea curso, puesto que esto 
ha sentado precedente para el derecho laternaci^ñal. 

Panamá, M^yo 15 do 1891. 



Miguel AmÜzabah 
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Qm^, ifaya 16 <Zff 189^1. 

8f • D. Jfcdio H. Salazar, Enearj^sdo de Negocio» 
del Ecuador en linuí. 

Sé E^ el Presidente de la Bepúblicay {ádiá diez- 
men al H. Ministro de Justicia respecto de la extara^ 
dioidn de 'Roberto Andrade, j habiendo B. E« api»)- 
bado el que va en copia adjunta^ lo remito á ÜSir 
H* ipara )qne apoye en esa e:s¿poñoi6n, de la qae dará 
copia al Escmo. Ministro de Relaciones Eísterio^ 
res. de esa República, la demanda de extradicidcr 
que se tíéiM iniciada. 

Se seguran ampliando las razones qñe asiétena' 
Gobierno del Ecuador en esta materia. 

Soy de US. H.^ muy atento. 

• 

Pedro José Cevallos S. 



Excmo. Se¿or/ 

Para cumplir con lo mandado por V. E* he leído 
loa periddicos del Ecuador y del Perú que han llega- 
do i mis manos y que se han ocupado de la extrttdi-' 
ción del Sr. D. Éoberto Andrade, 

Las cuestiones sueitadás por la prensa pueden re» 
dncirse á laa cmdifo 
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i/ M asesinato m deliro comiia por mis qae stf 
perpetnAdón vaya acbtnpiBÍbada de sXgáti otro delito^ 
político. 

2,* El Ecuador no ha declarado ni implíoítamente 

Sne el críoien cometido en la persona del Sr. García 
foreno et paramente político. 
8.* No está prescrita la acoióa para la pesquisi^ 
de los iüdioiaidos en A asesinata del Bt: Garei» 
Moreno. 

4.^ La extradición puede pedirse y debe otorgarse 
aún cttiMido no haya tratada especial de eztradici<(nf 
eairtre los dos Estados. 

Los delitos comunes no dejan de'ser tales ni desapv-' 
recen cuando van acompañados, 6 más bien dicho, 
«^agravados— por la rebelióny sedición, motín ó aso* 
nada, porque entonces todo criminal aÁgo advertido 
cuidaría de dar á su crimen alg&a colondo política 
para escapar de la pena y burlar la acción de la jus- 
ticia. La política no cambia la esencia y la naturale- 
sa de los actos humanos convirtiendo en buenos ó 
siquiera en indiferentes los esencialmente q^aloer y 
reprobados en todos los tiempos por todo el genero 

En el siglo presente ía opinión pública ilustrodaí 
por los sabios tratadistas áeH Derecho Natural y el de 
Gentesy distingue ya perfectamente los delitos co« 
muñes de los meramente políticos, ^ue antes de 
ahora y en el origen del Derecho Internacional so- 
lían confundirse, y por esto castiga los primsro0 y 
usa de la indulgencia propia del adelanto social ree^ 
pecto de los segundos. 

La ciencia distingue asi mismo los derechos de Ia^ 
autoridad y los del individuo, pues el modo de ser, 
la naturalesa y los debeiea de esfcoa dos distintos 
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miembros coniltítutívos de la sociedad üo pnedeá 
ser los mismos ni oonfondirse en uno; por esto sus 
atribuciones y facultades son distintas. Matar al 
icnemágo en combate; incendisr una población pa» 
desalojar á un enemigo fuerte y superior en número 
y elementos bélicos- tomar sos mercaderías cuando 
trata de introéuetrlas en un puesto bloqueado <$on 
todois los requisitos exijidos hoy por el Deredio In« 
temacional moderno es permitido, porque desgra-* 
ciadamente la sociedad y los Estados no han llega- 
do todavía alegrado de cultura y moralisacidnéq^M 
más tarde llegarán:; pero de esto al asesinato, el itt« 
cendio y ei robo liay gran distancia, pues las prime- 
ras soA medidas dolorosas pero necesarias, porque 
las hace iodiapensables la defensa nacional, la def en* 
aa propia confiada unieamente A la f uersa de las na- 
43Íones« Pero ningáo iudidduo pmede matar, incen- 
4iar ó robar caldcando el mismo k necesidad y el 
derecho^ porque oo le plugo á Dios dar al individuo 
derechos iguales á los 4^^ dio á la autoridad. £1 in- 
dividuo recurre á las autoridades y obtiene justicia j 
reparftciÓQ, las sociedades earecen de supeior tempo- 
ral y por eso tienen el derecho de defenderse por sí 
mismas. 

Parece que los más eminentes tratadistas, y o6& 
ellos la opinión pública ilustrada, han reconocido ya 
como una verdad inconcusa que los crímenes comu« 
nes no dejan de ser tales aun cuando su perpetra- 
ción vaya acompasada de alguno ó algunos delitos 
políticos. 

£1 publicista ¥enezoIano, Seijas, en su obra 
^Derecho Internacional Hipano-Americano'^ tomo 
II, pág. 183, al hablar de loa delitos políticos dice: 
A^De éntrelos delitos políticos se haezdoido éi aten- 
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tado eontm \% Tida de W Jefes de dobiemo^ eoloGáa^^ 
dolo e:ípre6aB»eBte entre los oomunes qae iuMea legC-^ 
tíma la ^trc^ del culpado'^. 

£1 Sr. Pacheco, Joaquín Francisco, d tratar denlos 
orimenes polübieos y después de kaber asegnrado ^ne 
deben castigarse con penas reparables y remisibles 
«1 hablar de los delitos comunes perpetrados junto 
con los poiiticofl dice: '^£sto nos conduce natural* 
mente i decir nuestra opinidn sobre los casos en jque 
de fafeeko se Tcrifica esta amalgamai cometiéndose 
por causas politieas actos que salen de la esfera de 
las opiniones para entrar on la dd erímen eomán. Bl 
tnáendio» las heridas, la muerte^ aun los delitos con* 
itra la propiedad, casi todos los ordinarios, meden 
reunirse y acumnlarse en los de la política. Ókiüo os 
Señores, que en semejantes hechos no puede plena- 
mente caber las causas de atenuaci<Sn que discnlpaa 
á los delitos políticos. Ya no hay aquí lasoré»oias 
generales cuyo influjo hemos señalado en el mundo 
coqio tan poderoso, y en la le^slaeión como tan aten" 
dible. Matar y robar« incendiar no pueden nunca ser 
«stimados como acciones inocentes, cualquiera que 
sea el motiro que compela á ello. No, no es po<> 
iítica } a lo que empi^nden ni lo que hacen: son 
crimines verdaderos para todo el que no esté com^ 
pletamwte obcecado con una locura ó con infernal 
compromiso^\ 

''Asi la legislación ^ruelire á adquirir en estos pnn* 
tostoda su libertad, porque está completamente 
desembaraaada, no teniendo en cofdM^Ia irresistible 
opinión de que hemos hjAblado antes. El instinto 

SúbUco y sus buenos principios marchan de acuer- 
o, y lo que él estima criminoso no lo mira el mundo 
«00^ inocente". 



Lae íeftñfea^AM^ dUoe Pinbeiro-Ferreira, citado pmt 
Fiofe,iio ea^tíganal detinoante porque hajra díliiiqiiU 
do en tal ó enÁ paia. sino porqueal cometer elcrimen 
íA atacado en la persona de su victima toda la huma- 
nidad: es^ pues justiciable por todos los tribunales, y 
por tanto debe el ministerío p&blico lieTarlo ante d 
Poder Judicial del país, cuyas leyes y iña] í^xtudos ha 
ja insnltadOi teniendo en cuenta que concediéndole la 
ioijpunidád, se haiian cómplices de su crimen^ 

Si PerU en su Código Penal ha saneionado el prin- 
cipio de que lee autores de crfmenes polltíeos son res- 
poesiAles de los delitos comunes Mm cuando los có- 
inetáD junto con aquellos, que el art. 145 dice: «Lot 
reos de rebelióni sedición motín ó asonada son res-» 
ponsables de los delitos espedales que cometan^ 
observando lo dispuesto en el articulo 46 j este ar« 
4iculo dice ''Al culpable de dos ó más dditos se le 
impondrá la pena correspondiente al delito más gra* 
we^, considerájidose los dem&s como circunstancias 
aovantes/ luego por la legislación peruana el ase- 
amato del Sr. García Moreno tendría de ser castiga^ 
ido como delito ctMnún agravado por la rebelión aun 
supuesto el caso que la hubo. 

Fundados, sin duda, en esta disposición legal los 
Tribunales del Perú han castigado los delitos cotntt- 
nes aunque hayan sido perpetrados junto con los 
{)olíticos; y los jurisconsultos y escritores peruanos 
«s£ lo reconocen según el decir de nn acreditado y 
antiguo periódico de la capital del Perú el cual, en 
el editorial correspondiente al 17 de Abril de 1891 
4ice: ^^£/B 1874 el ofidal retirado Boza atacó ai 
Precidente Pardo disparando contra él varios tirod 
de revólver. Capturado el ofensor fué sometido & los 
^tribunales ordinarios. Kl Conjues de primera instan- 



.d% Dr. D* Juan E. Miranda, tratando á Basa omna 
deliocoente político, le aplicó la pena d« expatriación 
que las leyen determinaban para esa oíase de crimi* 
tialea. |ja indígnaci<5M pública con tal motivo fué nni- 
verMl, j la aentencia mereoíd nna jasta revocatoria 
áe loa Tribunales Superiores^ qué enviaron á Boza á 
Ja penitenciaría''. 

Mas tarde el mismo don Manuel Pardo, ocupando 
el lUto puesto de Presidente del Senado, cayó ase- 
ainada por el Sarjento Montoya^ Nadie calificó á 
^ste y á sus cómplices militares y civiles que preten- 
dieron aprovechar del crimen para una sublevación, 
como delincuentes políticos, y todos^ según su grado 
4d criminalidad^ sufrieron la condena de los reoa 
eomunea. 

A estos anfecedentf s se unen declaraciones expre^ 
iMis del €k>ngrf*so peruano sobre la calificación que 
hace de un Jefe de Estado considerándolo en los efee* 
tos de las relaciones internación ale& 

La ley de 1888 queestablece los principioa á que 
debe sujetarse el Gobierno en materia de extradición^ 
consigna Ja prohibición-de entregar á los deiincuenip 
tes poHtioos; y un año después se aprobó la Oon- 
irención celebrada con Bélgica, en cuyo artículo 3.^ 
se dice: irNo seri reputado delito político ni hecho 
conexo con semejante delito el atentado contra la 

J)er6ona del Jefe de un Estado extranjero ó contra 
os miembrros de su familia, cuando este atentado 
constituva el hecho sea de homiddio, sea de asesina» 
to, sea de envenenamientos» Por donde se ve que el 
Congreso peruano no acepta noe el llamado tiranicif 
4io sea excluido de 1» categoría de los criminales co^ 

|B0ni9fl^ 
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(jfeo qne basta lo diohü para asegurar la verckuí 
del primer principio. 

«El EcusMior no ha declarado implf citamente qi2« 
el crimen cometida en la persona del Dr¿ Oarots 
Moreno es puramente poUticov como parece lo creea 
los tieffores Redactores de otro distingoido periódica 
de Lima, pues dicen: «Por otra parte^ el Gobierna 
que sacedió al de García Moreno tampoco apreció la 
tnaerte del Presidente de 18? 5, como un delito ca* 
máa, y esto tiento más evidente cuanto qtie íamedia^ 
tamente que se encargó de las funfcioaes del Gobief- 
úOf mandó someter á un Consejo privativo de Gne- 
rra á los pocos que pudo capturar como calpables del 
asesinato y este Consejo impaso á Campuzano la pe- 
na de muerte y la de presidio al Dr. Polanco, que 
también fué fusilado después. (1) Sí^ pueer, el Go- 
bierno del Ecuador ofreció entonces la prueba de 
que no 0e consideraba como delito común el practi- 
cado por los revolucionarios de 1875; ¿cómo puede 
consentirse hoy que tal precedente se convierta cou 
olvido ñafrante de lo hecho y con diversa aprecia^ 
cíón, en delito común, incluido en losí estiptdadosf 
en el Tratado de extradición ?» 

Es verdad que Poianco y Cornejo fueron juzgados 
por el Consejo de Guerra de Oficiales Generales, 
parque en aquel primer momento después de come- 
tido el crimen^ se creyó que había venido adjunto á 
un plan de conspiración, y aún cuando pretendieron 
hacerlo Comeia y Poianco^ ésta no se probó; paes 
ambos apoyaron su defensa en la acersión de que sa 



(1) Fdsació no faé fasiisdof pút la jastioU hampas alna por 
la dilina en él eontbsie dt II de-Hoviembro de ISTT» en ité 
eallee de Qaiio. 



V 



ot9Q^ ta6 separar del mando á Garcia Moretto id- 
Dlándolo preso» oondaciéndolo á una casa de la calltf 
de la Loma, hadendo alli ana descarga de fosileria 

?w hiciese creer ¿ la poMación qae el prisionera 
abía sido fusilado, para qae los cuarteles y el pue- 
blo no opusiesen resistencia al cambia administran^ 
IÍto Que se preparaba, pero, repito, que esto no se 
probo. La Oapital y toda la Bepáblioa continuaron 
en paz hasta Octabt e y la Gonstituoidn del 69^ rigi($ 
fiasta el 8 de Setiembre de 1876, eu que el general 
Teintemilla ia echó abajo. 

Bayo^ el principal asesino que descargó el primer 
machetazo sobre la víctima, cuando ésta subía des- 
cuidada la grada del altozano del Palacio Presiden- 
cial, nó tuvo más motivo que la venganza personal^ 
pues no pudo conformarse con la separación áet 
mando de la provincia de Oriente. Folanco tuvo^ 
también un motivo meramente individual y Cam- 
puzano, la reprensión que le impuso el sefior Oar- 
cía Moreno^ 

Pero Andrade y Moncayo no figuraron, al princi-- 
pío, entre los inmcados del asesinato y por esto fue^ 
ron sometidos ajuicio, con posterioridad al Consejcr. 
de Guerra, durante el cual aparecieron pruebas con* 
tra ellos. Estos sefiorcs fueron juzgados por el Tri* 
bunal común, la Judicatura de Letras de la provin- 
cia de Pichincha; luego mal puede asegurarse qtte el 
Gobierno que swediá al de García Moreno tampoco 
apreció la muerte del Presidente de 1875 como tin de^ 
lito común. Asi lo apreció en vista de los aconteció 
mientes y por eso sujetó á los señores Andrade y 
Moncayo al Tribunal común apesar de que, por 1» 
Ck)n8titución de 69 que regia entonces, pudo baber* 
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los süjetftdo ftl Gonscgo de Qaerra de Oficiales Úme* 
rales, sin respetar su calidad de paisanos. 

Dije que no está prescrita la acción para perse- 
guir á los indiciados en el asesinato del señor García 
Moreno y me fondo en los motivos siguientes: 

El art. 102 del Oódigo Penal ecuatoriano dice; <cLa 
acción criminal para perseguir el crimen prescribe 
á los diez años contados desde la perpetración del 
crimen.— Art. 108. En caso de que se hubiese ini- 
ciado una instrucción ó causa, por crímenes^ delitos 
ó contravenciones, el tiempo de la prescripción em- 
pezará á correr desde la fecha de la última diligen- 
cia judicial.»— El inciso 2.® del art. 110 dice: «Para 
que prescriba la acción criminal ó la pena señalada 
en la sentencia^ habrán de concurrir necesariamente 
los requisitos siguientes; I,"" Que el procesado ó sen- 
tenciado no haya sido contumaz ó reincidente habi- 
tual: 2.'' Qae haya observado buena conducta du- 
rante el término de la prescripción! certificándose 
asi por las autoridades del domicilio que hubiese te- 
nido ó acreditándose que no ha sido sentenciado en 
dicho tiempo por otro crimen.» Según el art. 115 
del Código de Enjuiciamientos en materia criminal, 
«cuando el reo contra quien se libre mandamiento de 
prisión se halle en nación extaanjera^ y el caso sea 
dé extradición según los tratados públicos 6 él Be* 
recho Internacional^ se dirigirá copia del sumario al 
Poder Ejecutivo para qae solicite la extradición si 
lo creyere legaK» 

Hé aquí la ley, veamos los hechos. Roberto An- 
dradoestá convicto y confeso del crimen de asesina- 
to en la persona del señor García Moreno, pues ja- 
más ha negado su participación en el crimen, antes 
bien se ha jactado siempre de él y sus defensas se 

15 
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han reáaoido á pretender probftr qne Oar oia More<^ 
no merecía la mnerte y que la venganza es permi* 
tida en ca^os como el del asesinato de aquel graide 
hombre. 

Es verdad que han pasado 16 años desde que se 
perpetró el crimen; pero los Jueoelsi Letrados de Q al- 
to han cuidado muy prudentemente de continuar 
acumulando pruebas al prsoeso y la última diligen- 
cia judicial no pasa de cuatro afios dé fecha. Luego 
no ha lagar á la presoripción de diez años señala^ 
dosenelart. 102 del Código Penal ecuatoríauo» 
porque el 108 limita y reglamenta muy claramente 
la regla general del art. 102. 

El art. 116 ea el inciso 2.° exige» además^ para 
que el reo pueda alegar prescripción^ que el proce* 
sado ó sentenciado no* haya sido contumaz, y Au- 
drade lo ha sido en demacía, porque ha porfiado 
en mantener su error, sa crimen. Todavía se halla 
fresca la tinta con que escribió el libelo infamato- 
rio titulado ((Montalvo y García Moreno» en el cual 
dice: (cEI puñal que mató á García Moreno á la luz 
del medio día fué ¡infame! ¡infamel Lo di- 
rá la narración de los h€chos Era el del 

ateniense Karmodio el arma de la defensa, la que 
se ha levantado á medio día cuando los pueblos han 
sido exterminados por la protervia de un hombre, 
en desagravio de tanto mártir, en honra del suelo 
patrio, en provecho de la dignidad republicana y de 
los fueros concedidos por las leyes naturales^ la de 
Mucio, la de Solón, la de Séneca. Tenemos por evi- 
dente que mientras la civilización no cunda en el 
planeta, mientras uno no pueda amar á otro como 
á semejante y hermano, y sean extirpados de la haz 
de la tierra las ínolinaciones que van encaminAda» 
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al daño de los hombres» la yenganza, la vanidad, la 
ira^ la codicia, el ejercicio de la tiranía en toda la 
inmensidad de su máquina aterrante, los fukblos 

ÑO IXEBEN BEPBOBAR EL EMPLEO DEL PUÑAL DE LA 

SALUD, dado que los malers puedan acudir á las ase- 
chanzas y ponzoñas, autorizados por el derecho bru- 
to de la fuerza. Vvsll de la salud es aquel que 
PUEDE redundab EN LA SALUD DEL PRÓJIMO, exami- 
nadas las circunstancias con que el opresor tritura 
á ciudadanos; puñal de la salud es el enpisttado en 
guarda de éstos: en ando un hombre los ha maniata- 
do y azotado hasta convertirlos en autómatas, cuyo 
signo de existencia son miradas lastimosas y suspi- 
ros como de un cautivo agonizante; pufial de la sa- 
lud es el que dio salud á Helvecia, aquel que ha en-* 
señado á los gobernantes de las Daciones prósperas 
del mundo el límite de su autoridad trazado por la 
mano del Todopoderoso; puñal de la salud es^ ade- 
más, aquel que refleja en la diestra de los hombres 
impolutos, la claridad de las doctrinas útiles al 
hombre en los ámbitos de la justicia y la moral uni- 
versales y álzase al mismo tiempo de manera que 
sus reflejos vayan á dar á todos los semblantes, ál- 
zase á la luz del día Quién b^ ha de atrever 

Á PROSCRIBIR ÉL ¿HPLEO DEL PUSÍAL DE LA SALUD, 

cuando hasta los medios de sublevarse un desdicha- 
do pueblo en conjunto, de derribar al opresor sin po- 
ner en peligro su vida, de su seno han desaparecido 
á causa de la influencia del terror, asi como de la 
obsecacidn producida por la ignorancia y fanatismo? 
..«/.. Se ha instituido la pena de muerte en casti- 
go dip tales ó cuales crímenes, esta pena no puede ser 
abolida cuando se trata de, tiranos. Sigamos ahora á 
Jum Montalvo.. ....«;. m.. .•••••• ^ 



\ 
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..El empleo del puñal de la salvd no es lo malo 

repetimos: lo malo es volver nooesaria esta extrema 
medida como en Rusia para que los pueblos isonsi- 
gan libertad 

Flores, era digno de morir en 1848 en manos 

de Bruto y Gassio, como lo fué García Moreno en 
1875.... . • La muerte de Florea era necesaria y jus- 
ta \ 

.Era. épooa de campaña bl 6 be agosto; y en 

ca.mpafta jis permitido cortar la mano que levan- 
ta el azote ensangrentado. aoaso fuera el 
ecuador venturoso si los que cortaron esa mano 
no hubieran nacido tarde en demasía.» 

El art. 116«xige, además, que el procesa io haya 
observado buena conducta durante el tiempo de la 
prescripción. Nosotros respetamos la vida privada 
aún de los criminales y, por esto, nada decimos de 
la de Andrade; pero los hechos públicos y notorio^ 
no pueden desconocerse y el que predica el asesina- 
to y la venganza como actos no sólo inocentes sino 
laudables, como lo ha hecho Andrade en casi todos 
sus escritos posteriores al 6 de Agosto de 1875, no 
puede alegar buena conducta. Luego aún por esta 
causa legal no puede invocarse la prescripción. 

Parece ya averiguado el principio de que no es 
necesario tratado previo para la extradición de cri- 
minales, pues fundándose ésta en la vindicta gene- 
ral de la humanidad^^n la obligación que tienen los 
Estados, lo mismo que los individuos, de ayudarse 
mutuamente para castigar el crimen y defenderse 
de los malhechores, bastan los deberes impuestos 
á las naciones por el Derecho de Gentes en gene- 
ral. 

Fiore^ á pesar de que es enemigo de la extradición 
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y sólo la admite con multiplicadas restricciones» con- 
fiesa que no hay necesidad de tratado previo para 
pedirla y concederla, pues sienta la regla siguiente; 
"N.° 612 (a). Todo Estado tiene el deber de unir 
dentro dje los justos límites su acción á la de la au- 
toridad competente extranjera, y prestar á la misma 
auxilio y asistencia para que pueda ser castigado el 
malhechor que viola las leyes del país que lo re* 
clama, el cual comprometería el orden y la seguri- 
dad general si quedase impune." 

El distinguido publicista peruano Zegarra, á pe- 
sar de que opina por la necesidad de tratado previo 
para la extradición, aprueba la siguiente doctrinada 
Jb'ólix; "El tratado no hace más qufe confirmar dere* 
ch08 preexistentes.^^ 

El art. S.*» del C. O. de las dos Sicilias dice: '^Las 
leyes obligan á todos los habitantes del territorio del 
reino, sean ciudad anos, ó extranjeros domiciliados ó 
transeúntes" y M. Rocco, comentando este artículo 
dice: *'Los extranjeros pueden ser perseguidos, se- 
gún las leyes de las dos Sicilias^ no sólo por los crí- 
menes y delitos cometidos en este reino, sino por 
algunos verificados en el extranjero* El mismo au- 
tor indica que la jurisdicción competente para fallar 
sobre los crímenes y delitos de los regnícolas, lo es 
también para conocer de los cometidos por los ex- 
tranjeros, comprendiendo esta competencia no sólo 
la acción pública sino la civil.'' 

Heffeter juzga también que no hay necesidad de 
tratado previo para la extradición pues al tratar 
del asilo y la extradiciónen el § 63, regla 3.* dice: 
€A falta de tratados formales, toda extradición 
de un extrangero está subordinada á considera- 
ciones de conveniencia y de utilidad recíproca. In- 
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iereía á la sociedad qae los crimenei no queden 
impunes, y puede aeoederse á la eztradieión cuando 
no se tema ninguna injusticia de parte de las auto- 
ridades que la reclaman. Por esta razón, los autores 
antiguos^ tales como Grotius y Yattel» han declara- 
do obligatoria la extradición: más los autores mo- 
dernos sostienen la negativa, y esta ha prevalecido 
en la práctica. Piñeiro Ferreira, que rechaza toda 
extradición va aun más lejos, y su opinión extrema 
no ha encontrado hasta el día partidario alguno, t ^ 

Bello, al tratar del derecho de asilo dice: «La Na- 
cidn nó tiene derecho para castigar á los extrange- 
ros que llegan á su suelo por delito alguno que ha- 
yan cometido en otra parte, sino es que sean de 
aquellos que, como la piratería, constituyen á sus 
perpetradores enemigos del género humano. Pero si 
el crimen es de grande atrocidad 6 de consecuencias 
altamente perniciosas, como el homicidio alevoso, el 
incendio, la falsificación de moneda ó documentos 
públicos^ y el soberano cuyas leyes han sido ultra- 
jadas reclama los reos, es práctica bastante autoría 
zada entregárselos para que haga justicia en ellos; 
porque en el teatro de sus crímenes es donde pue- 
den ser más fácilmente juzgados, y porque á la Na- 
cidn ofendida es á la que más importa su castigo. 
Llámase extradición esta entrega.» 

«Como la entrega del delincuente nace del derecho 
que tiene cada Estado para juzgar y castigar los de- 
litos cometidos dentro de sujurisdiccidn, se aplica 
igualmente á los subditos del Estado á quien se pi- 
de la extradicidn, que á los del Estado que las se li- 
cita y á los de otro cualquiera. 

ocAsilo es la acojida ó refugio que se concede á 
los reos acompañada de la denegación de sus'^personas 



8Í la joftíóia loil persigne. Sobre el denOho de asilos 
dice BVitot, hay que hacer ana distinción importan-^ 
te. El que ha delinquido contra las leyes de la na* 
tun^lesa y^ los sentimientos de humanidad^ no debe 
hallar protección en parte algnna^ porque la repre- 
sión de estos crímenes interesa á todos los pueblos y 
á todos los hombres, y el mal que causan deba re^ 
pararse en lo posible. El Derecho de Qentes, según 
el marqués de Fastoret, no es pro tejer un Estado á 
los malheóhores de otro, sino ayudarse todos matua*- 
mente contra los enemigos de la sociedad y de la 
yirtdd« Segán M. de Beal, los reyes entregan los 
asesinos y los demás reos de crímenes atroces á sus 
soberanos ofendidos, conformándose en esto á la ley 
divina^ que hace culpables del homicidio á los eaou- 
bridores del homicida. Pero si se trata de delitos que 
provienen del abuso de un sentimiento noble en sí 
mismo, pero extraviado por ignorancia ó preocupa^ 
ción, como sucede en el caso del duelo» no hay ra- 
zón para rehusar el asilo.» 

Kent caliñca de perfecta la obligación de entre- 
garse á los reos de crímenes atroces F. I« L. 2^ 

Bluntschili (Droit International— art. 395) dice: 
€La obligación de conceder extradición de los cri- 
minales en fuga ó de entregar á los Tribunales per- 
sonas acusadas de un crimen^ no existe sino en vir* 
tud de tratados de extradición espeoialesi ó cuando 
¿a seguridad general lo exija^ 

La obligación de conceder la extradición^ en este 
último caso, nedebe referirse sino i los crímenes 
graves y no subsiste sino en el caso que la justicia 
penal del Estado que pide la extradición ofrezca ga- 
rantías suficientes de imparcialidad y de civilización» 

Las condiciones e&ijidas por Bluntschili para que 



h extradición se conceda sin tratado previo están 
cumplidas en el caso de la extradición de Andrade, 
porque lo exige la seguridad general amenazada 
constantemente por la contumacia del reo; el crimen 
cometido por él es de los más graves que castiga la 
legislación penal de todo pais^ y los Tribunales ecua- 
torianos ofrecen garantías suficientes de imparciali- 
dad 7 de civilización. 

Finalmente otro publicista peruano^ tan distingui- 
do como el señor Zegarra, don Antonio Arenas, en 
el oñcio que en marzo de 1879 dirijió al H. señor 
Ministro de Beiaciones Exteriores, expuso los moti- 
vos de las estipulaciones que contiene el Tratado de 
Extradición formulado por el Congreso Americano 
de Jurisconsultos» y dijo: «Si es cierto que un pueblo 
soberano no tiene más que una obligación moral de 
entregar á los delincuentes refugiados en su territo- 
rio y que para dar un carácter jurídico á esta obli- 
gación se requiere precisamente un Tratado, tam- 
bién lo es que está en la esfera de sus legítimas 
atribuciones entregar á los reos de esos actos, que 
en todas partes se califican de criminales y exitan 
la animadversión pública, por ser atentatorios á los 
principios en que descansa todo el edificio social. — 
Un delincuente, sea cual fuere su patria, no tiene 
el derecho de que se le conceda la impunidad por el 
simple hecho de trasladarse á otro país y burlarse 
asi de la vigilancia de la autoridad que le persigue. 
Cualquiera de ias Bepúblicas al consenrir en la ex- 
tradición no comete, pues, una injusticia contra el 
que debe ser extraído, ni ofende á la Nación de que 
él es miembro: lo que hace en realidad es favorecer 
el derecho de la Nación ofendida, á ñn de que se 
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éastigüeü 6808 delitas que merecen una represión sé^ 
^era» como lo exige el bien de la humaniaad.:» 

El publicista peraanO; moderno, J. M. Quimper, á 
pesar de ser de ideas muy avanzadas en liberalismo, 
en su obra «Derecho Político General,» totiio II. 
pág* 50»dioe:^<'^Bespecto á extradición bay com* 
pleta divergencia entre los pubUcistas. Ella depende 
de por lo general de tratados especiales, aunque en Id 
práctica hay casos en qm se concede sin preexistendd 
de illoÉ. Se puede, sin embargo, establecer como re- 
glas generales las siguientes: í .^ si la extradiciún sé 
refiere á reos de crímenes ó delitos comunes que la^ 
leyes de (odas los países concideran como punibles^ de* 
be deferirse á ella; y 2/ sí se refiere á delitos polf^ 
ticos ú otros leves ó puramente bcales, debe negarse 
al Gobierno que la solicite. Tan clara es la razón 
en q^ue estas reglas se fundan que, componiendo las 
Naciones la humauidadi el interés de ésta debe ser 
la Stípretha ley en materia de e«Slr adiciones: si el deli- 
to atafie al género humano, la entrega del reo debe 
hacerse á la autoridad del lugat en qife lo cometió; 
pero si no ofende á la humanidad y sólo á una- Ná- 
eión ó á nca localidad, la extradición no debe' tener 
lugar.)» 

Pero la resolución más respetable y moderna en' 
éste asunto es la que dictó el Gobierno Pontificio^ 
cuando uno de los complicados en el asesinato de) 
Presidente Lincoln, John H. Surrat, habiendo^ sali- 
do prófdgo del territorio de la Nación j pérmaneoido 
algún tiempo en Inglaterra, fué á Boma con el ape- 
llido Watson y sentó plaza en: el cuerpo dé zuayos} 
üues habiendo preguntado el Ministro Americano M. 
ilufus King al Cardenal Secretario dé Estado: qué 
orden dictaba en el ca sede que el Gobierno Amerí^ 
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oano pidiese la extradición de Burra t y cuál era m 
ictenoión, contestó afirmativamente j añadió qne 
ciertamente no exitia tratado de extradioidn entre 
las dos naciones y que entregar á nn criminal á quien 
probablemente se aplicaría la pena capital no esta- 
ba del todo en armonía con el espíritu del Gobierno 
Pontificio; pero que en caso tan grave y excepcional 
y en la inteligencia de que el Gobierno de los EB. 
UU. en análogas circunstancias usaría de reciproci- 
dad, pensaba que la petición del Gobierno de los £S« 
üü. sería concedida. 

El Gobierno Pontificio dictó en consecuencia la 
prisión de Burrat antes de que se presentase la peti* 
ción de extradición para poder verifitarla inmediata* 
mente y que el delincuente estuviese asegurado 
mientras tanto: pero Surrat logró escaparse de^ loa 
qne le aprel^ez^dierón, precipitándose en una quebra^ 
da y fugó á Alejandría. (Qel Papers relating to Vo^ 
reing Affairs of the United States,— Part II; Was- 
hington— 1866.) 

Los ££. ÜU, del Norte entregaron al español Ar- 
guelles, reo dé un delito menos grave (contrabando) 
á España, á pesar áe no babor entre los dos Estadoa 
tratado previo. Parece, pues, principio común ge- 
neral aceptado, que no hay necesidad de tratado 
previo ouando se trata de crímenes atroces ó con* 
viene á la segnridad de los Estados, 

Esta es la opinión que el suscrito somete al subiQ 
criterio de V. ]§. 

Quito, Mayo la de 1891, 

JSliaé Ltnio* 
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Umat JuUo 2 <2e 1891. ' 

N-' 46 

Sxcmó. Sr. Dr« D. Alberto Elmore, Ministro de Be* 
laciones Ej^teriores del Perú. 

Sefior: 

Eto oonformidad con el oficio ij[ue tuve la honra de 
dirigir á Y. E. en 7 de Abril último, solicitando la 
captura y detención preventiva del ecuatoriano D. 
Boberto Andrade, mientras vinieran los comproban* 
tes respectivos para la formal demanda de su éxtvh* 
dición, cumplo hoy con el deber de elevar al Pespa* 
cho de V. £«, en 185 fojas útiles, copia legalizada del 
proceso seguido por los Tribunales de Justicia del 
Ecuador contra los autores y cómplices del asesinato 
perpetrado, el 6 de Agosto de 1875, en la persona 
del señor Dr, D. Gabriel Qarcia Moreno, entonces 
Presidente Constitucional de la expresada República, 

En el documento á que fKsabo de referirme, se en- 
cuentra el veredicto siguiente: 

€ Quito, Octubre teis de mil ochocientos Ochenta y 
ft tres, á las cuatro de la tarde.-<-^El Jurado, declara 
ir que ha lagar á la acusacidni^ contra los señores 
ff Bx>berto Andrade, Faustino llayo, Abelardo Mon- 
c cayo y Manuel Comeio Astcrga; más que nó ha 
« lugar respecto de los demás. (Fiímado) Francisco 



c Nüñez— >Laís Antonio Andrade-— Jnan J. Nar^- 
c YM^s— *ManiX6l Palacios — Nicolás Zubfría.» 

El Juzgado de Letras pronunció el auto corres- 
pondiente en estos términos: 

«Quito, ocho de octubre de mil ochocientos ochen*^ 
« ta y tres. Vistos: En conformidad con ía declara- 
€ toria del Jurado y de acuerdo con lo que prescribcr 
« el articulo ciento sesenta y tres del Código de 
ff Enjuiciamientos en materia criminal, se declara 
« (}ue ha lagar á formación de causa» contra Bober-*^ 
« to Andrade y Abelardo Monoayo por el crimen 
ff de asesinato cometido en la persona del Excelentf- 
<( simo señor Doctor Gabriel García Moreno. Beduz^ 
« cáseles, pues, á prisión constitucionalmente, nom- 
ff bren defensores silo. quisieren y tómeseles su hon- 
« fesion. lí como los acusados se encuentran prófugos,- 
k fíjese el correspondiente edicto llamándolos á jui- 
lí ció y líbrese requisitorias á todos los juzgados der 
€( la- República para su aprehensión. Se abstiene este' 
« juzgado de dictar providencia alguna contra Faus- 
« tino Lémus Bayo y Manuel Cornejo Asteria por 
« ser constante su fallecimiento. Respecta de tos de- 
c más procesados se disj^ne que pot de pronto no 
a ha lugar á formación de causa^ lo cual se elevará 
c en consulta á la Excelentísima Corte Superior^ re- 
<( mitiéndole el sumario dentro del término prefijado^ 
< por el artículo ciento sesenta y uno del referido^ 
<c Código. — Bivadeneyra.op 

Los artículos citados en el auto que antecede, di- 
cen: 

€Art. 163. Si el Jarado declara haber lugar á^ 
formación de causa, el Juez pronunciará inmediata* 
mente el auto de prisión*» 

cÁrtr MI. Este auto se consultará á la Corte Sa* 



penor rMpMtiva, remitiéiidole el sninaxid dentro de 
las yeintícuetra borasy ú rasidiereii en el mismo la- 
gar, y si BÓ, por el primer correoí bajo la malta de 
on peeo por cada día de demora.» 

cLo que resuelva la Corte Superior se ejecutará, 
sin dar lugar á otro recurso.» 

La ejecutoria del Tribunal Superior es como si« 
gue: 

< La República del Ecaador y por autoridad de 
€ la ley, la Corte Superior de Qaito — Quito, Agosto 
' « ocho de mil ochocientos ochenta y cuatro, las dos 
« de la tarda Son legales y están arreglados á los 
< méritos del proceso los fundamentos del auto con- 
c sultado: por tanto se lo aprueba, Devuélvase. — 
« Gampuzano «-Banderas — Paredes.» 

Con las providencias judiciales qoedejo transcritas 
y la presentación de la copia del sumario respecti- 
vo, queda, pues, formalizada, conforme á las disposi- 
ciones y prácticas internacionales, la demanda de 
extradición iniciada ante el Ezcmo. Gobierno de 
y. E; respecto de D, Roberto Andrade. 

Cumpliendo, además, con instrucciones que tengo 
recibidas de mi Gobierno, cábeme la honra de remi- 
tir á V. E. como apoyo de la presente solicitad, có* 
pia auténtica del Dictamen expedido por el señor 
Ministro de Jostioia del Ecuador en 16 de Mayo úl- 
timo. Dicho documento, refiriéndose á las cuestiones 
suscitadas por la prensa de ambos paises sobre la ex- 
tradición áéí mencionado Andrade, se contrae á de- 
mostrar»' 

1.^ Que el asesinato es delito común por más que 
su perpetración vaya acompañada de algún otro de« 
lito político; 

2.^ Que ed Ecaador no ha declarado ni implícita < 



¿íifiQte que «i. oiiinea Qometido en la penoaadelra* 
fior Qaraía Moieno es punmeoite poutíeo; 

3.* Qae no está pieaorita la aoci¿n para la pesqoi^ 
sa de lo8 indiouidos en el aseeinato del Befiar García 
Moreno; y 

á,"" Que la extradición puede pedirse j debe otor- 
garse sin necesidad de que haya tratado especial so- 
bre la materia entre los dos Estados. 

Aon enando el primer pnnto está snfieietttemeiite 
demostrado en el Dictamen á que aoabo de referir--* 
me, no creo demás añadir los autoriaadoa y elocaen'^ 
tes conceptos formulados sobre el particular por loa 
distinguidos jurisconsultos Eaentes y Lama en sn 
notable € Dicdonario de Jurisprudencia y Legisla**^ 
cidn Peruana,» tom. 8.^ pag« 190. Dicen asi: 

«Debe tenerse presente que al hablar de crímenes 
políticos, no se trata de los crím^ies ordinarios de 
tentativas de traición y los complots: Los crímenes 
complejos, es decir, los que reúnen un orímea poli-* 
tico y un crimen común, deben ser castigados con 
las penas ordinarias. No se puede, en efecto, admí* 
tir que los atentados contra las personas ó coKitra las 
propiedades sean castigados con penas menos rigu- 
rosas porque hayan sido cometidos con un propósito 
politice; porque ello equivaldría á reconocer que ese 
propósito era por si mismo ana circunstancia atenúan- 
te de todo delito. Si el delito político refleja una inmo- 
ralidad espedal, no es sino cuando existe puro, por 
decirlo asi, de toda mesóla con los delitos comanM; 
pero si el agente no ha retrocedido ante el aaeaÜMta 
ó el bandalaje para llenar sus designios políticos, es 
evidwte que k criminalidad relativa de su inteot* 
ción, no podría jamás favorecerlo, y que el derecho 
coman reivindioa al culpable de un crimen común. 
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¿Qoé imporia que sea la vengsnsa» la codicia 6 el 
lanatísmo politioo el qoe haya puei^to el puñal en 
mánofl del aseBÜDoT Su acdóa será siempre mi ase* 
eiiiata.» 

Cnanto al d."" ponto, ó sea el de qne el Ecuador no 
lía declarado qne el asesÍDato del sefior Garcia More- 
no es delito puramente político^ parece no hay nada 
que agregar á la precisa y clara exposición hecha por 
el sefior Ministro de Justicia del Ecuador para sos- 
tenerlo y afirmarlo. 

En efecto, el hecho alegado en alguno de los 
periódicos de Lima de que el Oohiemo que sucedió 
al del señor García Moreno sometió á Consejo de 
Guerra á los culpables que fueron inmediatamente 
capturados» no significa, en manera alguna, que di- 
cha Gobierno huUera dejado de considerar ese ase- 
sinato como delito común. Gomo era natural, en el 
primer momento después de cometido el crimen se 
creyó que estithabía venido adjunto á un plan de cons- 
píración,y dos délos conjurados^con el objeto sin duda 
atenuar el grado de su culpabilidad, apoyaron su de- 
fensa ante el Consejo de Guerra en la aserción de 
que su objeto fué el de efectuar un cambio adminis- 
trativo; pero esto no se probó y la Bepública conti- 
nuó en paz hasta ^ue el General Veintimilla echd 
abajo la Constitución de 1869^ por medio de la 
revolución efectuada en Guayaquil el 8 de Se- 
tiembre de 1876 contra el Gobierno constitucio- 
nal del Dr. D. Antonio Herrero. En todo caso, aun 
suponiendo que hubiera habido entonces una revo- 
Inción 6 sedición, que no las bubo, el crimen habría 
sido siempre ccmiplejo y el Gobierno estaba en el 
derecho de someter á los perpetradores aun Consejo 
de Gfierray sin desconocer, por esto, la calidad de 
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ordinario de ese orimen. Andrade y Moneayo no fl- 
guraron al principio entre los indicoados en el asesi- 
nato; por lo que fueron sometidos al Tribnnal comlin 
para su enjuiciamiento. Luego mal puede asegurar- 
se que el Gobierno que sucedió al de García More- 
no, tampoco apreeió la muerte del Presidente de 1875 
como un delito común. Tal afirmación ó suposimón 
es tan inconcebible como absurda. 

Bespecto á lo de la prescripción, nada hay tam- 
poco que añadir. Citadas en el Dictamen las leyes 
que la reglamentan, y probado con los mismos es« 
critos de Andrade la contumacia de éste en mante- 
ner su crimen, viénese inmediatamente en conoci* 
miento de que no existe, en el presente caso, la 
presoripeión supuesta. 

Por último, el principio de no haber necesidad de 
paotos preexistentes para la extradición de crimina* 
les, se halla, asi mismo, suficientemente demostra- 
do en aquel documento con la exposicfdn de abun- 
dante doctrina de sabios tratadistas y con las reso- 
luciones dictadas en la práctica por Gobiernos aJta- 
mente respetables. 

Sin embargo, para robustecer mas, si cabe, la ver- 
dad de ese principio, expondré las opiniones de al- 
gunos otros publicistas igualmente distinguidos. 

Don Agustín Aspiazú, á pesar de que sólp admite 
la extradición con múltiples restricciones, al ocu- 
parse del asilo y la extradición en su obra titulada 
«Dogmas del Derecho Internacional,» se expresa así: 
€La Nación no tiene derecho de castigar ni está 
obligada á entregar á los extranjeros que se hayan 
refugiado por delitos cometidos en otro territorio si 
no es por crímenes atroces 6 por aquellos que cons- 
tituyen á sus perpetradores en enemigos d^l género 



— 12»— 

harnaAO.» Eii Mguida, Mmestando el párrafo ante- 
rior, dioe: aLa Naoidn que ao'ioita la entrega de se- 
mejantea delinoaeiites (habla de los selitos leves) no 
debe llamarse á injuriada en caso de que la otra m 
deniegue á acceder á su reclamo, salvo que por tra- 
tados se hubiese estipulado lo contrario. No suce- 
de k) mismo con los perseguidos por crímenes atro- 
ces. En estra casos la justicia en obsequio á la hu- 
manidad ofendida debe mostrarse severa, persiguien. 
do á sus autores donde quiera que se hallen. i» Y 
mas adelante añade: cPor crímenes atroces— Siendo 
el crimen atroz como el asesinato ^ el incendio, la 
falsificación de moneda 6 documentos públicos, los 
reos deben ser entregados al soberano que los recla- 
ma» porque el autor de tales atentados no debe ba- 
ilar protección en parte alguna; pues que la repre- 
sión de estos crímenes interesa á todos los pueblos y 
á todos los hombres. «El Derecho de Jentes no es 
protejer ün Estado á los malhechores de otro, sino 
ayudarse todos mutuamente contra los enemigos de 
la sodedad y de la virtud.:^ 

En la nota que pone Blunschli al pié del párrafo 
citado en el Dictamen del señor Minisrro de Justi- 
cia del Ecuacor, se leen estos otros: 

^^ La opinidn contraria (á la del asilo ilimitado) 
ha encontrado en todos tiempos elocuentes defenso- 
res. Orotius, Yatel, Rent, etc. declaran que el in- 
terés general, la justicia ultrajada, la necesidad de 
castigar á los criminales, el peligro para la sociedad 
de ofrecer á estos una retirada fácil para que pue- 
dan renovar los ataques contra el orden publico, 
imponen á los Estados el deber de concurrir de co- 
múnacuerdoá la adminístracióa déla Justicia pe* 
naléi . 



cBl deredio de aailo ilimitado oonititiiirÍAi no» 
parece» un peligro para la seguridad y el érden 
público^ á causa, sobre todo^ de la facilidad para la 
rapidez de las eomnuicacioDes. 

^^No solo el interés de un país determinado, sino 
el interés general exigen que los asesinaSf loa gran- 
des falsificadores y los grandes ladrones sean cas*' 
tigados. ITn Ministro Francés M. Rouber ha ma- 
nifeistado en pocas palabras» en un excelente discurso 
pronunciado ante el Cuerpo Legislativo en la sesión 
de 4 de Marzo de 18<(1^, los motivos qne militan á 
favor de la obligación de entregar á los criminales.* 
^*E1 principio de la extradición es el principio de la 
solidaridad y de la seguridad de los gobi^nos y loa 
pueblos contra la ubicuidad del mal/' 

Finalmente, el notable jurisconsulto y publicista 
peruano Dr. D. Francisco Qt. Calderón, en su exce- 
lente Diocionarío de la Legislación Peruana" publi- 
cado el afio de 1860, al hablar del asilo en territorio 
extrangero, dice lo siguiente: 

''El derecho consuetudinario establece que se 
conceda asilo seguro, sin que haya lugar á extradi- 
ción, á los reos refugiados por dditos políticos: pe- 
ro los asesinos 9 los envenenadores, y óteos crimina- 
les de su especie, que se miran como enemigos del 
género humano, no deben encontear asilo en nin- 
guna parte; y deben ser entregados á la nación que 
las reclame para castigarlos, sin necesidad de con- 
vención previa. La razón es que estos criminales 
amenazan á la sociedad entera; y por consiguiente 
todos están interesados en su castigo/^ 

*'En los demás delitos, los reos encuentran asilo 
en territorio extranjero; pero esta garantía no pue^ 
de dejar de mirarse como perniciosa, por la imrptt* 



mdad q^né irte eonñgo. . Por esto aeiría de deeeai; 
qae toiaa iaa aaoloiM» so cxmvinieaen en no oaaobm 
dar asilo^ qum qae^ á los d^aoüentes poüticos;: y 
qa# á bB. demás se les negase abaolatamente. {Onáii* 
tos crímenes dejarían de cometerse, si los malhe* 
ohof es eetUYÍesen conreocidos de que no pueden 
enooniarac ningún logar de reposo sobre la tierral 

Los aailados. polÜijQoa no deben abusar de la pro* 
teeoión qoe. ae les concede, atacando, la segandad 
pábUca del pais que loa recibe, 6 promoyiendó en 
él sediciones y coasplmciones contra su propio pais. 
En el primer easo hay derecho para castigarlos'; y 
en el segundo, si el Gobierno tiene conocimiento de 
la conspiracidni y la favofece^ dá motiros de queja 
á la Nación eonfara quien se prepara; pero no es 
responsable de los armamentos y enganches que se 
hagan clandestina ó simuladamente/' 

Ahora bien, don Roberto Andrade, pr<5fugo de la 
josticia del Ecuador, no sólo no ha negado su par- 
ticipación en el horroroso asesinato del ilustre Pre* 
sidente García Moreno, mas se ha jactado constan- 
temente de ser uno de los principales autores de ese 
crimen y acaba de publicar nn libelo infamatorio, 
titulado Estudios Históricos — Montalvo y García 
Moreno", glorificando el empleo del pañal y hacien- 
do frenética propaganda» en tipos de imprenta pe- 
ruanos^ de la doctrina disociadora, inmoral y peli- 
grosa del asesinato. ^ ^ 

£s por esto que mi Gobierno, interesado en que 
no queden impunes los atentados y escándalos que 
asi hieren y envenenan á la sociedad, y oUigado 
por el estrictísimo deber de proonrar ae cierre, ccm 
la represión de la ley, la cátedra de . inmoralidad 
que poQC tan en peligro la vida de los Magiatradot . 



j de lofl otadadanost me ha pieremée lolkátor del 
ilestndo Gobierno de esta Kep&blica, por el may 
digno conduoto de Y. E. y bi^o la promesa de reoi« 
proddad, la formal extradiokki del referido An- 
drade* 

Mi Gobkrno abriga la eonTieoión de qne el de 
y. E. inspiráedoae en los sentimientos de sn-reoo* 
nocida JQstifteacién y conseenenteeon los honrados 
antecedentes de su elevada politioa internacional, ha 
de dignarse acceder á la solicitad que respetuosa- 
mente dejo formulada en el presente oficio, 

Ademáfl^si se reflexiona en la enormidad del cri- 
men cometido^ en las circunstancias que lo rodearon^ 
todas agravantes, puesto que no se perpetró en el 
ardor de la lucha sino en el seno de la pas^ produ- 
ciendo general indignación en tolos los ámbitos de 
la Itepública 'si se considera que un crimen s^nejan- 
te ha hallado siempre unánime reprobación en to- 
dos los Qobiernos que se han sucedido en este no- 
ble paisi asi como eu sus altos poderes públicos, en 
la Cátedra, en el Foro y en los círculos sociales; 
cuando parece que á pesar del tiempo transcurrido» 
no han terminado, sino que, al contrario^ toman 
incremento las funestan consecuencias de aquel cri- 
men con la osada propaganda del que ha convertido 
el asilo en una tribuna para generaliaar las pemi* 
cioaas ideas que sostiene .atrayendo sobre sí el peso 
de la ley no solo del pai/que solicita su extradición, 
sino de aquel en que reside, cuando á estas graves 
consideraciones que^á no dudarlo^serán debidamente 
apreciadas por el ilustrado y recto Gobierno da YM, 
afanoso de cimentar sólidamente el orden y el res- 
peto alas instituciones bienhechoras de esta Be- 
pública, se agregan los actos recieotemente practi- 



eáfloft por eeá OiMÜl«rfat «moedieBdo Ia#xti«dtei(6tt 
de Modesto .Rívadenrira, del asiático Joié'6aliÉiHi 

7 del aubdito eepaKol Vicente Villa, es una conse- 
ouencia impuesta por la lógica y por la justicia que 
en el caso presente, el Excmo. Gobierno de V. E¿ 
en defensa de sos propios, foerps» y de la moral so- 
cial ofendida acceda á ía entrega del que asesinó 
á un Presidente Constitucional en el augusto ejerci- 
cio de sus elevadas fofK»oneS| á la justicia del país 
en donde perpetró el crimen. 

En efecto^ si se concedió la extradición tratán- 
dose di^ lar defraudación* de cándales púUioos, «n 
^, cuyo delito común había un propósito político ¿co- 
mo negar ahora la que se solicita de uu reo convic- 
to y confeso de haber asesinado al Jefe constitucio- 
nal dé im Estado amigo? 

El respetable gobierno de V. E. al conceder la 
extradición de aquel, tuvo seguramente en cuenta 
las otmsecaencias que sobrevendrían* en estas socie- 
dades de continuo agitadas por la anarquía, si se 
dejase que bajo el manto de la potitica quedaran 
impunes los delitos como el cometido por Bivade-^ 
neira, y por lo mismo, no es posible siquiera imagi- 
nar que no mida los funestos alcances que tendría 
y el pernicioso precedente que se establecería^al re- 
putar como simple delincuente político á aquel cuya 
contumacia es un peligraiíasta para el país en que 
se Im refugiado, á causa' de la propagación, por 
medio del periódico y del libro, de uieas qne atacan 
tan profundameote á la moral misma y al principio 
de aut(Hridadi bases y fundamento dé toda sociedad 
constituida. 

Sírvase V. B. aceptar las protestas de alta y 



II 



flOMrUKráie de Y. EL niay obteoMote Mrfidarif 

JaKó ñ. Satazar. 




LkMt NmienAre 22 M 187%^ 

Sefiores Secretarios de la H. Cáiaara^ de Diputad- 
dos. 

He temdo la honra de recibir el apredableoáeio 
de ÜSS., fecha 8 del aotnaU por el que se sif ven ma- 
nifestarmCy qae la Comisión de Infracciones de esa 
tL, Gámarai ha creído conveniente disponer, que in* 
forme en la solicitud que derueho adjunta, de Fran- 
cisco J« Yásquez» actualmente detra^ido por orden 
del OobiernOi 

A fin de que la H. Comisión^ pueda formarse un 
juicio exacto acerca de loa procedimientos del Gkibier*- 
no> relativos al expresado Váaquez, paso i hacer una 
relacién de lo ocurrido, y ¿ manifestaren seguida los 
fundamentoft de las medidas adoptadas* 

£¡1 3 de Octubre tUtimOi oficídá esté despacho el 
señor Ministro Plenipotenciario de Chile, mAtuifiMk 
tando que había redlAdo por: telégrafo instrudetones 
de su GobiemOi según las cuales, se dirigía al del 



Pora en loliaituJÍ de aqmllM ^spoñofoiids qae fne* 
MB omdnoeBtes ala detencidu pro^isoriftipan la eon« 
ngoÍMite extradieidDydel prófugo Francisoo José Váa* 
queZ) que el 18 del mes aotarior había salido de YaI- 
paraíso, después de haber cometido allí los delitos de 
falsificación, estafa t qniebra fraudulenta, y que re^ 
sientemente habia llegado al Callao, en donde por 
denueia de parte interesada se hallaba preso. 

Manifestaba en seguida el sefior Godoy, que no es- 
tando todabia vigente la Convención de extradición 
ajustada en 22 de Diciembre de 1676 entre el Perú y 
&dlef esperaba que su petición aloansara su éxito, 
de Ift voluntad del Gobierno, que en dos ocasiones 
anteriores oeurridas durante el año precedente,se ha- 
bía dignado acceder, bajo condición de reciprosidsdi 
á solicitudes de igual naturaleza hechas por el mis* 
mo en circunstancias idénticas al caso de Vasques; 
el cual podría sujetarse & la condición aludida, si el 
Oobieroo lo creía conyeniente^ como era de práctica 
en delecto de tratados. 

Jtmto eon áiebo oficio me entregó el sefior Minis* 
tro de Chile la carta que acompafio en copia, dirigi- 
da por el referido Vásquez al agente del Banco de 
Londres, Méjico y Sud-America, en la que como ye«« 
rán ÜSS. él mismo bajo su fitina, asegura que, «Aa 
tenido que cometer un crímen^^ y que dos pagarés que 
bajo ios números y cantidad figuran & la vDelta^ son 
nuloB y de ningún valor, pues son falsificados», 

SI Gebíemo, en rigor, no estaba coligado á d{fe« 
rir á la solicitud de la Legación de Chile, pues como 
dki misma lo espresa, el Tratado de extradición no 
se baila todavia en vigencia. La LegaeMn de Chile 
n0 pudo pof esto exigir la detención de Vásquea sino 
q«e se limitó á atip3icar« hacáendo^ mérito de loe doa 



easoe idáatíoot «n que ié hAbia tooedido 4Í n soltei* 
tnd, y ofrecieiido á nombre de au Gobiemo^ oomo lo 
había ofrecido antes la reoiprooidadi pata ik caso m 
que el Perú, llegase á tener nesecidad de pedir la 
extradición de enalquier criminal que fágase dé nues« 
tro territorio y se refugiase en Chile. 

Altas y muy serias ooQsideracion^ inflayerpn, sio 
embargo en el animo del Oobiemoi para decidirlo y á 
acceder» como lo hisopa la amistosa solicitad de la Le- 
gación de Chile. 

Los dos precedentes citados por ella, en que .se 
había accedido á solicitudes idénticas á la presente; 
pesaron ante todo en su consideración; pues los pre* 
cedentes, sjlendo como fueron voluntarios, imponen 
una especie de obligación moral y marcan la política 
de un Gobierno y de tma nación, de la que no es 
decorosa separar .^e sin causas muy graves y extraor- 
dinarias que á ello obliguen. Si el Gobierno había ac- 
cedido en el curso del afio anterior á dos solicitudes 
idénticas de la misma Legación de Chile ¿en qué ha- 
bía podido fundarse su negativa en el presente caso ? 
Para ser/pues^ conseouente con sus procedimientoB 
anteriores, y presentarse guiado por principios inva^ 
riablesy como debe hacerlo todo .Gobierno sécio y 
circnnspecto, era indispensable que accediese 4n el 
tercer oaso enteramenre idéntico que se le presentaba 

Pero había algo mas que tener presento áesté res-í 
pecto, y era ia consideración, de que ^ Perú, á^icflit! 
dtud de la Corte Suprema, y con. vista favorable; del 
Fiscal Dr. üreta^ babia, en 27 de Julio de 1867, peí-, 
dido al Ecuador, coo quten no teníamos . emtonees* 
Tratados de e^toadición, la detención provisoria y 
entrega posterior del reo Agapito Preciado^ qtieha^: 
bía fogEdoa a%tt^i Be|pami«ai iondándtaft »ato- 



iiM»i^tn ks nu«iDM oonsideraeiones de amistad y 
de Io8 serfioioe mátuoa que ae deben prestar entra 
ai las naoioites amigas y nermanaa. 

cLa extradición, agregaba el Gobierno del Perú^o 
tiene nada de extraordinario» si no que es natnrali 
j continúa así: «El Perú ofieoe la masextrictareoi* 
pfoeidad al Oobiemo del Eonador y le concederá la 
extradición de cualquier reo ecuatoriano que en 
igualdad de circunstancias, se refugie en el Parú«it 

£1 GQbiémo# pues^ha reconocido de hecho el priu'^ 
cipio de la extradición de criminales^ desde el afio 
dé 18679 tanto en el caso en que ha creído necesario 
reclamar á alguno, cuanto en el de haber sido solici- 
tado por una nación amiga, y esto es, lo que en to- 
dos los paises del mundo forman el Derecho de Gen- 
tes áonsuetudinario, obligatorio, moralmente, por lo 
menos, para los Gobiernos que expontáneamente lo 
han oreado y aplicado. 

A esto se agrega, q^oe la extradición está recono- 
cida en nuestros Códigos, como aparece del artículo 
83 del de enjuiciamientos en materia penal queá lá 
letra es cono sigue: Guando el reo contra quien se 
libre mandamiento de prisión se halle en territorio 
extranjero, y el caso sea de extradición en concepto 
del juea; dirijirá copia del sumarió á la Corte Su- 
prema, para que examinando si hay lugar &la extra- 
dición, pida que él Gobierno la recabe^» 

Gomo SOTÓ, aquí no se habla del caso en que el 
Perú ten^ Tratado de extradición con el Estado en 
cuyo territorio se baila refugiado el criminal, sino 
en un sentido abso]iito,y haciendo depender la deman- 
áñ no de la)existencia de un pacto sino de la naturale- 
aa de un crimen; lo que está en perfecta confonaidad 
con los paotoB y máamodemoa tratadistas áe la ma« 



letiá^ que miraA la «xirwBátíéa no oemo ^ nmlMo 
y k ereaeíóii de los Tratados, siiio como db dera« 
cho natural anterior, por tanto, á todo aooordo 4 
arraglo entre las naeiones. Y esta rignroBa y legal 
apreeiaoidn aparaos comprobada fijtodose en que el 
Código Penal rige desde el 1."^ de Enero de 186S, ea 
onya fboiía no tenia el Perú tratados de extradioión 
con ninguna naeión del mundo» pues el primero qoo 
fué eelebrado con los Estados CTnidos de GolombiSp 
es del año de 1878, esto es posterior en diea afioe á 
la vigencia del oitsdo Código FenaL 

Pero en el caso de que me ocupo, además detodo 
lo expuesto^ turo en eonsideraotóa el Gobierno, pa« 
ra acceder i la solicitud del de Chile, la oircunstan* 
cia de estar ya aprobada por el Congreso, la Conven- 
ción de Extradición celebrada con aquella Bepúbli^ 
ca. El Tratado, según esto, se hallaba, como se en« 
cuentra completo y perfecto por ^ parte del Perú y el 
Gobierno debidamente autorisado y espectito, por 
consiguiente, para canjearlo con ^na estipulación 
idéntica del Gobierno de Chile. 

Ahora bien, hallándose asi facultado el Gobismo 
para prooeder al canje del tratado, en que se ói^pula 
en general la entrega rBcíproca de los criminales ¿ea* 
rocería del poder de canjear una estipulacióii, para un 
caso particular y urgente? El Gobierno cree que 
nó; y esto es precisamente loque hiso al accederá; 
la solimtttd de Chile, respecto de Yasqnez, en que se 
establece la reaprooidad, que es la fimite de esta es^ 
pecde de derecho entre las naciones y el medio de^ 
tranquilizar cualquiera susceptibilidad nadonaL * 

Bl acto del Gobierno, por otra parte, no se reia. 
oíanaba ya con nuestro Derecho Pública Interno/ 
salvado flaterunenio con k apnobsoióii dada por el 



duigxMO ti Tntodo^ €á qne uo tiene nbcidu tkUf 
GM el Qobíetfao de Chile; y la direeoidn ¿e loa Bcega-* 
oioe ie Gofaierio á GobíernOi inouube áiao» 7^ ex« 
dnsivameate al Poder E{|eciitívo* 
. JDebo^ aqid^ ahoia^ zeotifloar Qtt hecho fáleo^ aeea^ 
tftdo poc el demandante en el ncmrm> tmeentado al 
Oos^eea y de^ que me ocupo en el presente infarme. 
Diee en él Yasqnes, á f 4 vuelta; qw en Ghüe ee 
creyó neoeaario introducir una modifieaoida en ^ 
Tratado aprobado pe» el Cbi^reio; y qne estando ella 
sujeta á los mismos trámites y reglas que el Tratado^ 
tiene este iqae eometeise nueramente al Congreso 
para qne apmoebe la modifioaoióo^ siendo entre tan- 
to distinta, la Oonvenoidn de Chüey &ltandO| por 
consiguiente^ la uiidad jurídica indiriiibib para que 
ptoduscan ans efectos internacionales* 

Este hecho, como lo he dicho,noes exacto: lo ¿ni» 
co que ha habido al respecto del tratadOi es nn pro* 
tocólo celebrado por este Dec^fiacho con el Plenipo* 
tenciario chilenOi aclaratorio del sentido del articulo 
3.^ de la conyencióu/ y este mismo protocolo se en- 
cuentra aprobado por el Congreso por resolución de 
2 de Agosto del corriente año* 

Pero ^)arte del tintado aprobado por el Congre- 
so» y de nuestro Gódigo Penal, que reconoce, como 
lo hemos visto, la extradición y del Derecho oonsae* 
tudinario de la RepúbUca* tuvo el Gobierno presen- 
te para acceder á la solicitud de Chile, el principio 
genearalmente reconocido por los tratadistas moder- 
nos y de más nota, de que la extradición puede oon« 
cederse aún sin la existencia de conTenciones adhoCf 
y los diversos ejemplos que ee han presentado en 
Amórica y Europa. 

m. su notable cTratado de la Eatvadicíótt» 



cbot: '^Bl interés de la Justicia uniTéraál j i$M v^ 
oiónee ioteráadbiiales le imponen el debe» de pree- 
tar su ^onoof so á las potencias vBcinaa paró preiro- 
nir los delitos y asegurar sq reprenón que es el fin 
de la extraoión. Todo Gobierno Soberano tiene, 
pues el derecho y el deber de eztradieioiíalr al crími* 
nal extranjero, que trata de sustraerse á la aplica- 
ción de lás leyes del país. Bate derecho existe inde- 
pendientemente de todo tratado especial. La extradi- 
ción de un criminal ref ugiado,puede ser autarizaio en 
aueenciá de todo tratado. 

^*La extradición, dice 8. Helie, en n importante 
tratado de instrucción criminal, sé efectúa entre los 
diversos estados, aunque no estén ligados por nin« 
guna convración. Los tratados definen las obligación 
nes recíprocas de las naciones y las hacen claras jr 
precisas; pero no las crean. Las obligaciones son la 
consecuencia de sus reUciooes, el resultado de sus 
propias necesidades, porque ellas están subordinadas 
a la regla de una perfecta reciprocidad. 

Mr. Ducrocq» notable tratadista también, dir^e en 
su teoría de la «Extradición», lo siguiente: '^Los tra- 
tados diplomáticos no crean el derecho de extradi- 
ción; forman una obligación, tm deber para los casos 
y las condiciones qu9 se encuentren eh él determi* 
nadaSj pero d^an subsistir el derecho. . 

Bluntshly, en su muy conocido y estimado tDere- 
cho Internacional Codificado», dice igualmente: ^*El 
interés general y no el de un país determinado, exije 
que los asesinos; los falsificadores y los grandes ladro^ 
nes sean castigados.'' 

El célebre Mr, Roucher, Miuistro de l^ado Mi 
Pranoia, durante el segundo impeño, en un aotable 
discurso que pronunció on el Cuerpo Legislativo en 
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la sesión de 4 de Marzo de 1869 se expresó en es- 
tos términos; oM prÍDcipio de la extradición, es el 
principio de la solidaridad, de la segaridad recípro- 
ca de los Gobiernos y los pueblos contra la nbicm» 
dad del mal.» 

El doctor don Francisco García Galderdn en su 
Diccionario de Legislación peruana, que cada día 
goza de más (nerecido crédito, participa también de 
las mismas opiniones, expresándose en los siguien- 
tes términos, en el capítulo sobre el fisilo; «El 
derecho consuetudinario establece que se conoe- 
jde asilo seguro, sin que haya lugar á extradición, 
á los refugiados por delitos políticos, pero los asesi* 
nos, los envenenadores, y otros criminales de su es- 
pecie, que Fe miran como enemigos del género hu- 
mano, no deben encontrar asilo en ninguna parte y 
dt^ben ser entregados á la nacidn que los reclame 
para castigarlos, sin necesided de convención previa» 

Muy largo sería el continuar citando á los trata- 
distas que apoya í esta doctrina, que es hoy la domi- 
nante en el mundo; y así, y por no hacer demasiado 
extenso este informe, terminaré este punto, mani- 
festando á USS. que los principios que dejo estable- 
cidos están rf conocidos desde 1866 por la Jurisdic- 
ción francesa, y desde 1874, terminantemente, por 
el Gobierno de Italia. 

En efecto, la Cdr^e Suprema de París, en 4 de Ma- 
yo del citado año de 1865, expresó su opinión en un 
fallo^ en los siguientes términos: «Atendiendo á que 
el Gobierno que hace detener en su territorio á un 
individuo prevenido de un crimen cometido en otro 
territorio y lo entrega á la Potencia que lo reclama, 
para juzgarlo y castigarlo, . usa de un derecho que 
nace de su propia soberanía, y no de los tratados que 



ha podido coDcluir;» y el muy distinguido Ministro 
de Justicia y Culto del Beyno de Italia» Comendador 
Pablo Honorato Tigliani, Senador y Presidente de 
la Corte de Casación, en una importante circular de 
22 do Agosto d^ 1874 sobre demanda de extradición, 
dice lo que sigue: <iConforme al principio aludido en 
el sumario que precede, el Real Gobierno sostiene, 
que la extradición puede tener lugar aún entre anr^- 
bes Estados que no estín ligados par tratados recU 
procos; y que las convenciones existentes pueden ex- 
tenderse bástalos criminales de que aquellos no tra- 
tan,bajo promesa de reciprocidad.» Véase pues^que la 
doctrina que sostiene el Gobierno del Perú, tiene ea 
su apoyo la de naciones tan ilustradas é importante s 
como la Francia y la Italia; y la de los profesores de 
Derecho más moderno y de universal reputación. 

En cuanto á los casos prácticos de extradición en* 
tre naciones que no eat&n obligadas por ningún pac- 
to expreso, i^w-áo comenzar á citar los ocurridos en 
nuestro propio país, de que ya be hecho mérito al 
principio de este informe; el n^ismo de Arguelles, 
citando en la solicitud de Vasquez, cuya extradición 
fué concedida al Gobierno Español; sin que existie- 
ra ningún tratado, por el gran estadista air^ericano 
Mr. Lervard; y sin que hubiera tenido este hecho, 
sea dicho de paso, las consecuencias que se mencio- 
nan « Es caso también muy notable de extradición, 
el ocurrido en 1876, en que á solicitud del Qobierno 
de los Estados Unidos de América, entregó la Espa- 
ña, sin tratado, á Mr. Bout, antiguo Alcalde Muni- 
cipal de New York que fugó extrayéndose los fon- 
dos del Municipio; y ios que han tenido lugar entre 
Francia y el Brasil^ y este Imperio y Portugal. Es- 
te último fué en 1871, con Antonio José Peixoto, 



negociante de Rio Janeiro, que falsificó firmas en 
aquella plaza y se apropió diversas sumas confiadas 
á su buena fé; cometiendo delitos iguales á aquellos 
de que precisamente se acusa al raclamante Vasquez. 
El 'Ot'bierno de Portugal, á pesar de no tener trata- 
do de extradición con el Brasil, entregó á Peixoto; 
reconociendo que era de práctica entre las naciones 
civilizadas, é igualmente interesadas en reprimir Iba 
crímenes de carácter común, que afectan a toda la 
humanidad. 

Expuestos asi los fundamentos en que se apoyó 
el Gobierno^ para acceder á la solicitud de detención 
provisoria de Vasquez; paso á ocuparme del derecho 
de asilo, tan mal comprendido é interpretado por 
muchos, y que aquel asegura haberse violado en su 
persona; para concluir, por fin, este informe mani- 
festando á ÜSS. que en el procedimíonte del Gobier* 
no no ha habido infracción de ninguna ley» ni existe* 
por consigaiente, materia para que se ocupe de él el 
Congreso. 

El asilo no es, un derecho del individuo que llega 
á un territorio extrangero y lo reclama ni de la na- 
ción donde ese individuo viene ó á que pertenece, 
sino qne es inherente á la soberanía de cada Estado, 
que puede concederlo ó negarlo, según su voluntad. 
Cada país puede, pues« por derecho propio, y en 
cumplimiento del deber que tiene de velar por su 
conservación, apoderarse de UB^arímíhnl extrange- 
ro, expulsarlo de su territorio (f entregarlo á la jus* 
ticia extrangera competente; sin atacar absoluta- 
mente ningún derecho ageno. Asi lo reconocen y 
observan las naciones civilizada»; sin que jamás se 
le haya ocurrido á nadie, como á Vázquez, el que- 
jarse, de que llegando á un pais, en las condiciones 



en que se ha presentado en el Feru, no se le haya 
recibido como se hace con todo extrangero honrado 
que pisa nuestras playas. 

Ko ha «habido, pues, infracción do ley alguna, 
respecto al derecho de asilo á que se acó je Vasqaez 
ni hay tampoco infracción del artículo 18 de la 
Constitución de la UepúbHca en que también apoya 
eji solicitud, parA quejarse contra el procedimiento 
del Gobierno, porque dicho articulo se refiero úni- 
camente al orden interno del pais, y á los delitos 
cometidos en su territorio, que son los que se deben 
someter dentro de 24 horas al conocimiento del 
Juez competente; y no á los que se relacionan con 
el derecho internacional, que están sujetos á leyes y 
procedimientos diversos. Bs esto tan cierto, que si 
el mencionado artículo 18 de la Constitución, tu- 
viera la extensión y alcance que Yasquez quiere 
atribuirle no habría pedidlo el Perú celebrar ningún 
Tratado de extradición; porque en ellos se estipula 
que puede un individuo estar detenido provisoria- 
mente dos meses, y es bien sabido que ninguna ley 
secundaria puede derogar un artículo Constitucio* 
nal. Hay pues pue reconocer, que el sentido del 
artículo 18 es el que dejo establecido, y que no ha 
sido, por consiguiente» infringido por el Oobierno» 
con el procedimiento que respecto á Vasquez ha 
observado. 

Asi lo espera, confiadamente el Gobierno de la 
alta sabiduría y justificación de los Honorables 
miembros de la Comisión de infracciones de la Ho* 
norable Cámara de Diputados. 

(Firmado) — Manuel Ingoyen. 
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"S Bien FúUico" de Lima del 25 de Julio de 18dl 

REFEBENTlB AL DOOUICENTO PABLAHEKTÁBIO QUE ANTEOJBDE 



loL prisión preventiva del ciudadano ecnatoriano 
don Roberto Andrade, ordenada por el Ministerio 
de Relaciones E:steriores á solicitud del Agente di. 
plomático de aquella Nación, dio lugar á un serio 
debate, en fl que tomaron parte casi todos nuestros 
colegas* sobre la naturaleza del delito imputado, á 
Apdrade. no comprendido^ en concepto de algunos 
de estos, entre los que pueden motivar la extradi- 
ción del acusado. 

Nosotros, como El Comercio, La Opinión Na- 
cional y otros diarios, cutre ellos La Gaceta Ju- 
dicial, que sirve de órgano al ilustre Colegio de 
Abogados, opinamos que no podía considerarse co* 
mo político el delito imputado á Andrade, y, que, 
por consiguiente, era procedente el pedido de su 
extradición. 

Presentado éste en forma, posteriormente, por la 
Legación del Ecaador y remitidos por el Gobierno los 
documentos con que se le ha apoyado, á la Excma. 
Corte Suprema, á ñn de que evacué el informe 
exijido por la ley de la materia vigente; ha vuelto á 
renovarse la discusión, pero ya no solo sobre la na- 
turaleza del delito, sino sobre la forma en que debe 
sustanciarse el pedido y sobre otros puntos que es- 
tán resueltos muy claramente por todos los trata- 
distas y por el Gobierno nacional, desde hace mu- 
chos años. 
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La Cancillería peruana, en onestiones de carao* 
ter intettiAcioiiaU ha procurado aienipri oofior 'Bitt 
actos á las prescripciones del derecho escrito y á las 
prácticas observacms por las demás naciones en ca- 
sos idénticos, asi es que hoy, para resolver el pedi- 
do de extradición del señor Andrade,^ no tiene más 
que hacer, sino seguir el procedimiento qne ha ob« 
servado anteriormente, en situación análoga, i|ú« es 
el único legal y correcto. 

Para que la verdad de esta afirmación refsalte y 
no deje duda alguna, publicamos en la sección /n* 
serdonea de este número, un luminoso documento 
que no ha visto hasta ahora la lúas pública, en el 
que se determina la manera como siempre ha pro« 
cedido el Gk)bíerno en los casos en que se le ha so* 
licitado la entrega de algún crimina^ por los Agen* 
tes de países amigos, á mérito de un pacto de ex- 
tradición concluido entre el Perú y el Estado re* 
quiriente, ó solamente bajo compromiso de recipit)*- 
dad. 

Después de leído aquel documento, no es posible 
pretenderj como ha pretendido El Diario^Judicial, 
que nuestra cancillería adopte en el caso del sefior 
Andrade, una línea de conducta especial, pues ella 
reñiría con bus procedimientos anteriores y con las 
mas elementales nociones del derecho de extradi- 
ción. 

Además, en dicho documento consta el compro- 
miso contraído por el Gobierno del Perú con el de 
la vecina República del Ecuador, de acceder á las 
solicitudes de extradición que ééta le presente, aún 
cuando no exista entre ambos Estados, Tratado es- 

Secial sobre la materia. Asi pues, la extradición 
el señor Andrade, tendría que ser procedentCi att& 



cuando no fa^se una práctica universal y constanto 
en todas las naciones ciyilizadaSi la de entregar á 
los criminales que se les reclama con cargo de reci- 
procidad. 

Como periodistas honrados^ estamos en la obliga- 
ción de procurar que los actos del Gobierno, y muy 
espeoialmiente los que tienen relación con un pais 
amigo, sean irreprochables y á que los principios 
del derecho público y las prácticas internacionales 
sean geguidas^espetuosamente entre nosotros: De 
otro modo, nos hubiéramos abstenido de tratar una 
cuestión ingrata como ésta, por lo que tiene de 
personal. 
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(!)• "La O^ón TSmeanú" de Limft de 28 de Agosto de 1891) 

r 
I. 

Los defensores de Eoberto Andrade han publica- 
do en e:El Diario Judiciab y en ccEl DiarioD, con los 
comentarioa que eora de esperarse, la vista del señor 



doctor Espinosa, Fiscal interino de la Exorna. Oórte 
Suprema de Justicia. 

Han batido palmas los correligionarios del reo con 
la lectura de ese informe, que está muy lejos de ser 
luminoso; y en el que, sin embargo, ha cuidado su 
autor de combatir con poderosos argumentos, la per- 
niciosa doctrina de considerar como delito político 
el perpetrado por Andrade en la persona del ilustre 
García Moreno. 

En este punto, á nuestro sentir de««apital impor- 
tancia en el asunto controvertido, el señor Espinoza 
desarrolla la verdadera teoría acerca de lo que debe 
entenderse por delito político, en la real acepción de 
la palabra* 

<rPor muy obsecads, dice, que se encuentre la in- 
teligencia, por muy exaltado que se halle el patrio* 
tismo, el asesinato y especialmente el cometido con- 
tra el Jefe de la Nación, no deja de ser un crimen 
común, justiciable por el fuero ordinario. Solamen- 
te puede ser considerado como delito político cuan- 
do se comete en el fragor de una insurrección ó de 
un guerra civil, lo cual no sucedió en el homicidio 
del señor García Moreno; pues el Ecuador, como se 
ha dicho, se hallaba tranquilo y continuó su marcha 
pacífica hasta un año después de la desaparicidn de 
aquel hombre de Estado. Pasaron los tiempos en que 
se glorificaba á los Bruto, á los Eavaillac, á los Or- 
sini: hoy el asesinato del Jefe de la Nacidn es un de- 
lito común, agravado por la elevada condicidn de la 
victima, y por los grandes males que trae consigo el 
desquiciamiento del orden y de las instituciones que 
es su obligada consecuencia.]) 

Esta elevada y verídica apreciación del delito, es 
la misma que hemos defendido en las columnas de 
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este prestigioso diario» combatiendo los arguntentos 
de los demagogos que han encontrado apoyo en pe- 
riódicos que se llaman serios. 

El señor doctor Espinosa deñne con recto criterio 
la naturaleza del delito, expone los hechos sin apar» 
tarse un ápice de la verdad histórica y con las pode- 
rosas armas de )a ciencia y de la filosofía social, con- 
funde á los propagandistas del puñal de la aalud^ con 
una argumentación tan sólida que no permite abri- 
gar al respecto la más ligera duda. 

¿Gomo se explica entonces los calurosos aplausos 
que tributan al autor del informe los defensores del 
asesinato poütioo? La explicación es muy sencilla. 

Si bien el señor Espinoza no les dá la victoria al 
estudiar el principal fundamento de la requisitoria 
del Gobierno Ecuatoriano, porque hasta ahí no po- 
día llegar el Magistrado en el sagrado ejercicio de 
sus elevadas funciones, en los demás puntos lo ha 
vencido un espíritu de conmiseración; y cambiando 
el rol de juez, por el más simpático de abogado in- 
teresado en la absolución del reo, vacila en sus ma- 
nos la balanza de Temis y entra resueltamente en el 
terreno del sofisma; y disipando la claridad científi- 
ca que despide la primera parte del informe, se en- 
vuelve en las tinieblas de la ignorancia, revelando 
desconocer innúmeros precedentes de la historia di- 
plomática de su país; cae en flagrantes é inexplica- 
bles contradicciones, impugnando hoy lo que defen- 
día ayer y hace alarde de tina apreciación empírica 
de las terminantes prescripciones del Código Penal 
peruano. 

Los defensores de Añdrade irritados al terminar 
la lectura de la primera parte, llevaron la diestra al 
puñal de Harmodio; mas cuando comenzaron á leer 
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el nato esclamaron: es de los nnestros: perteneee á la 
categoría de los hombres impolutos, 

Soñsma es en efecto empeñarse en qnerer probar 
que la mayoría de los tratadistas de derecho de gen- 
tes, asi como la práctica de las demás naciones, se 
hayan'declarado por el principio de qne no es obligato 
ría la extradición de criminales sin pacto expreso^ 6, 
lo que significa lo mismo, qne sea snmamente res- 
tiingido en sns efectos el principio de la reoiprooidad 
entre los pueblos. 

Al qne hace aparecer como diminuto grupo de los 
tratadistas que combaten la opinión que defiendo, se 
ha olvidado de agregar el señor Espinosa otros tan* 
tos nombres de conocidos sabios, cuya palabra es 
acatada en los centros mas ilustrados del mundo, y 
hace olvidado igualmente de los publicistas peraanos 
que no comparten sus ideas al respecto. 

Entre estos debemos nombrar á ese coloso intelec» 
tual que desempeñó por largos años el cargo de Fis* 
cal de la Suprema Corte del Perú, el doctor don Ma- 
nuel Toribio Creta, cuyos dictámenes— de los que 
una gran parte corren impresos — son el testimonio 
más elocuente de la profanda inteligencia de aquel 
estadista,cuyo espíritu analítico y cuya. incomparable 
dialéctica iluminaba las más intrincadas cuestiones, 
haciendo resaltar el error y presentando á la luz de 
la evidencia; al alcance de los ingenios más débiles,la 
justicia de una reclamación; la inocencia ó culpabi- 
lidad de un reo; las ventajas ó desventajas de un ne» 
gociado; la interpretación de una ley dudosa; en una 
palabra, resolviendo cualquier asunto, por enmara* 
ñsdo ó difícil que fuera, con luminoso criterio, vigo- 
riaado por una vasta erudición, no sola en materias ' 
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ptofetíiottalM» tino en todos loé ¿eoíob del Balier hu** 
mano* 

¡Qué hombres y qué tiempos! 

En caanto á hechos relativos á la histeria diplo- 
mática de su país, sólo hace referencia para probar 
su asetto, á uro aislado y remoto, y silencia otros 
muchos, efectuados con posterioridad al a&o 45; y 
entoelós que basta á nuestro {Hropósito señalar el del 
cicKladwo Francisco J. Vásquez, cuya extradición 
solicité el gobierno de Chile en 1873, cuando no se 
hallaba todavía vigente ia Convención de extradición 
i^justada entoe el Perú y Chile» 

El señor Espinosa ha descuidado también citar 
los hechos que manifiesten esa práctica de las nació - 
nte á que alude^ distinta de la que siempre han se-* 
guido la Francia, la Italia, la República de EE. üü. 
de Norte América, cuna de la libertad, cuya fecunda 
laz irradia sobre los pueblos cristianos desde el prin« 
cipio de este siglo, 

Pero lo que no deja de causar el m&B profundo 
asombro^ ^ la palpable contradicción en que ha in- 
currido el señor Espinosa* 

Be ha presentado el caso de decirle respetuosa*- 
mente al oído esa frase célebre estampada en la poro- 
tada de un libro, por la mano de un filósofo, ya sea 
al impulso de uno convicción sincera ó de un censu« 
rabie fanatismo. En vez de; Yidaurre contra Yidau* 
rre, decimos: Espinoza contra Espinoza. 

Este magistrado, que f^n el informe que analiza- 
mos niega la reciprocidad y desconoce el verdadero 
alcance de la ley de 1888, ha emitido opiniones en» 
toramente contrarias á la tesis que hoy sostienene, 
en sus dtctítmenes relativos i los casos del asiático 
José Salinas y del Español Vicente Villa, publica- 
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dos en la Memoria última del Ministerio de Belacio- 
nes Exteriores del Perú, páginas 175 y 182. 

II 

Como decimos en nuestro anterior artíonloi el Sr. 
Dr*. Espinosa ha negado el principio de la recipro- 
cidad en el dictamen sobre la extradición de D.Ro- 
berto Andrade, desconociendOi á la ves, el verdade- 
ro alcance de la ley de 1888, y al hacerlo ha incu- 
rrido en una inexplicable contradición. 

En efecto, he aquí como se expresaba el mismo 
magistrado sobre el asiático Salinas; 

cEl artículo 1. ^ de la ley de 28 de Octubre da 
1888 autorizó al Poder Ejecutivo para que bajo la 
condición de reciprocidad pudiera entregar á los 
Gobiernos de los paises extranjeros á todo individao 
acusado ó condenado por los Juzgados y Tribunales 
de la Nación re^uiriente, siempre que se trate de 
un crimen ó delito de los especificados en esa ley y 
que se halle sujeto á su jurisdicción. No ha.y, pues, 

NEC&SIDAD DE TRATADOS PABA ORDENAR LA ENTREGA 

DE LOS reos; y por consiguiente el deshaucio del 
último pacto de extradición con la República del 
Ecuador, no es un obstáculo para la entrega del 
asiático José Salinas puesto que bl señob 

ENCARGADO DE NEGOCIOS DE AQUELLA NACIÓN AL SO- 
LICITARLA FORMULA LA OOREESPONDIENTÜ PROTESTA 
DE &ECIPROOIDAD.» 

En el dictamen sobre demanda de entrega del es* 
pañol Vicente Villa dice: 

^' Aun cuando el tratado de extradición con el 
Gobierno del Ecuador ha terminado, desde que el 
sefior Encargado de Negocios de esa EepúbUoa» 
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ofrece la reciprocidad á nombre de su Nación, se 
ha llenado la exigencia del articulo i"^ de la ley cita- 
da (la ley de extradicidn de 1888) y no hay incon^ 
veniente para que se conceda la extradición de Villa 
que aquel funcionario solicita." 

Juzgúese, ahora, si no hemos tenido razón al ex- 
clamar: Yidaurre contra Yidaurre. 

Pascal llegó á decir: justicia dlende los Alpes, 
injusticia aquende; pero en su tenebroso pesimismo 
no se imaginó jamás' que tal fenómeno ocurriera en 
un mismo cerebro tan rico de fósforo como debe 
estar el de un alto magistrado judicial. 

Mucho mas sensible es que esto haya acontecido 
en un asuntó tan grave que pertenece al dominio 
internacional y cuya publicidad no es dable evitar. 
— £s el caso de repetir eon amarga pena la célebre 
fraaeg; que pensarán de nosotros las naeiones extran ^ 
jeras! — 

Tócanos ahora ocuparnos en el gran argumento 
de que se vale el señor Fiscal para cerrar con llave 
de oro su informe: la prescripción. — 

Hemos dicho que en este punto tan serio hace 
una apreciación por demás singular y peligrosa. — 
Asi es indudablemente. Sin tener en cuenta la ver- 
dadera naturaleza del delito justamente por él con- 
siderado al principio del informe, hace caso omiso 
de la ley substantiva y le aplica el adjetivo de mero 
procedimiento que encierra el articulo 70 del Códi- 
go Penal del Perú. 

Con la misma veleidad de criterio, no juzga como 
debe el delito cometido por Andrade y salta sobre 
lar pena que debiera aplicarse; es decir aquella que 
corresponde al homicidio caUñcado, según ese mis- 
mo Código; y sólo fija su atención á exijencif^s loe?»- 
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les é intereseB) á ta oon mutación de la pena á que 
Be contrae el artículo 70 y que no son pertinentes 
en nn asunto internacional. 

Siendo esto así, existiendo el precepto substanti- 
vo, cómo es posible que pueda sostenerse en el te- 
rreno científico que en el caso de Andrade la pres- 
cripción es incuestionable? 

No es un bomicidio calificado el crimen de que se 
le acusa, reconocido por el señor Espinoza? ¿No es, 
acaso, la pena de muerte la que se aplica á tal deli- 
to según el Código Peruano? Entonces ¿cómo pue- 
de alegarse la prescripción? 

Becuerde el señor Fiscal que el artículo 70 supo- 
ne ya la designación de esa pena al enunciado de- 
lito. 

Esta es la apreciación que ha debido hacer el se- 
ñor Espinoza, y no emplear una forzada dialéctica 
para tergiversar la prescripción terminante del Có- 
digo Peruano, y aplicar el precepto de simple pro- 
cedimiento, relegando el que debió ser la sólida base 
de su argumentación. 

Por lo tanto no ha debido tomar en cuenta la 
pena de penitenciaria, sino la de muerte. 

Felizmente en virtud de la ley de 1888, no puede 
aplicarse á ningún reo cuya extradición se solicite 
del Gobierno del Perú la pena capital; pero esta 
terminante disposición de dicha ley no cambia la 
naturaleza del delito ni puede nadie que goce del 
pleno ejercicio de sus facultades mentales^ apoyarse 
en ella para alegar la prescripción . 

Pero aún en el caso de que la argumentación del 
señor Fiscal estuviese ajustada á los preceptos ju- 
rídicos^ ateniéndonos al dictamen del señor Ministro 
de Justicia del Ecuador» de 16 de Mayo último, 
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publicado en '*E1 Diario Oficiar' 4e Quito, las dili- 
gencias judiciales no pasan de cnatro años; y al ser 
ello asii como no puede dejar de serlo, no habrá ni 
pretexto siquiera para fundar una negativa á la de- 
manda interpuesta por el Gobierno de la República 
vecina. Ante los dictados de la justicia y el deber 
ante las altas conveniencias de moral social é inter* 
nacional, no hay, no pueden haber consideraciones 
de un orden distinto para la austera decisión de los 
gobiernos y de los magistrados en asuntos tan gra- 
ves y trascedentales como el que nos ocupa, 

Al terminar, y reservándonos á hacerlo con mas 
detención en un próximo articulo, cúmplenos mani- 
festar que la Vista del ilustrado señor Dr. Galvez, 
neutraliza en nuestro ánimo la penosa impresión 
causada por el informe del señor Dr. Espinoza: ella 
es la luminosa ejecutoria de los tutelares principios 
que venimos sosteniendo y un formidable golpe de 
ariete á la demagogia ensoverbecida por las raras 
teorías con que ha pretendido contradecirnos en el 
debate de la presente cuestión. Solo disentimos del 
informe del Dr« Oálvez en el punto de la presorip- 
ción, respecto del que ha incurrido también en un 
error^ según lo que dejamos expuesto. 
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